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Presentación

a Revista Universitaria de Derechos Humanos 
y Cultura de la Paz del Centro Universitario del Sur de 
la Universidad de Guadalajara (CuSur), es una publi-
cación científica semestral que recibe aportaciones de 
investigadores e investigadoras, estudiantes y egresados 
vinculados a posgrados en Ciencias Sociales y Huma-
nidades. En el presente número se han recibido aportes 
que abordan temas como el alcance y limitaciones en 
el acceso a internet, el silencio y el perdón político, y la 
relación entre formación de valores en la educación. El 
comité editorial y científico de la Revista Universitaria 
de Derechos Humanos, Cultura para la Paz y Sistemas 
de Justicia, trabajan arduamente para lograr posicio-
narla como un referente académico y científico a nivel 
nacional e internacional y, para ello, se atiende a los cri-
terios y lineamientos de revisión y evaluación median-
te la técnica de pares ciegos, de igual manera se cuida 
que las colaboraciones y aportaciones sean inmediatas 
y cumplan con los porcentajes de autenticidad y coinci-
dencias que se han definido como permitidas. Nuestras 
publicaciones abordan temas en: La Exclusión Tecnoló-
gica Como Nueva Forma de Marginación Social, Pre-
vención del delito en jóvenes, Laicidad e ideología en 
la nueva escuela mexicana, Los derechos humanos en 
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el derecho tributario en México, Mecanismos Alterna-
tivos de Solución de Controversias, Deserción Docen-
te-Resultado de la Transgresión, La Educación para la 
Paz como estrategia de prevención de la violencia, nos 
llevan al cuestionamiento de la realidad y las posicio-
nes sociales actuales, llevándonos al pensamiento crítico 
en nuestros propios razonamientos y cuestionamiento 
del ejercicio de los derechos humanos. Se agradece a 
nuestros autores y autoras, en particular, a la oficina de 
Rectoría, Secretaría Académica y a la Coordinación de 
Investigación y Posgrado, así como al comité Científico 
Nacional e Internacional que hacen posible y dan vida a 
la Revista Universitaria de Derechos Humanos, Cultura 
de la Paz y Sistemas de Justicia, Eleutheria.

Dr. José Cruz Guzmán Díaz
Director

Dra. Lorena Martínez Martínez
Subdirectora



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz 7

Recibido: 15 de junio 2026 \ Aceptado: 26 de junio 2026

La exclusión tecnológica como nueva forma de 
marginación social:

análisis del acceso a internet y a las tecnologías 
digitales como servicio público y mínimo vital 

en el Ecuador
Technological Exclusion as a New Form of Social Marginalization: An 
Analysis of Access to the Internet and Digital Technologies as a Public 

Service and a Minimum Essential Right in Ecuador

María Caridad Pazmiño Ordóñez1

Resumen
El presente artículo aborda la exclusión tecnológica y la pobreza digital como nue-

vas formas de marginación social estructural en el Ecuador, la problemática aborda-
da radica en la inminente transición hacia un gobierno electrónico y una sociedad 
digitalizada, teniendo en cuenta el ordenamiento jurídico ecuatoriano continúa re-
gulando el acceso a internet y telecomunicaciones bajo una lógica estrictamente mer-
cantilista, pobreza digital sigue en aumento, vulnerando así el ejercicio de derechos 
fundamentales contemporáneos.

Para dar respuesta a esta problemática, la investigación se desarrolla bajo un enfo-
que cualitativo y un método dogmático-jurídico, analizando normativas nacionales, 
estándares internacionales (soft law) y jurisprudencia constitucional, entre los princi-
pales hallazgos, se evidencia que la desconexión absoluta genera un efecto regresivo 
en derechos fundamentales conexos a los derechos de cuarta generación, la doctrina 
del “mínimo vital”, tradicionalmente aplicada a servicios básicos, debe evolucionar 
ineludiblemente hacia el ciberespacio. Finalmente se propone que el Estado ecua-
toriano introduzca el acceso a internet y a las tecnologías digitales como un servicio 
público esencial y un mínimo vital contemporáneo, garantizando así la igualdad ma-
terial y una verdadera inclusión tecnológica.

1	 Coordinadora de Relaciones Interinstitucionales de semilleros de investigación jurídica en la 
Universidad de Cuenca en Ecuador, Maestra en la unidad académica de Ciencias sociales en la 
Universidad Catolica de Cuenca  caridad.pazmino@ucuenca.edu.ec ORCID: https://orcid.
org/0000-0002-2150-5994 
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Abstract
This article addresses technological exclusion and digital poverty as new forms of  

structural social marginalization in Ecuador. The issue at hand stems from the im-
minent transition toward e-government and a digitized society, while the Ecuadorian 
legal framework continues to regulate internet and telecommunications access based 
on a strictly market-driven logic; consequently, digital poverty continues to rise, the-
reby undermining the exercise of  contemporary fundamental rights.

To address this issue, the research employs a qualitative approach and a doctri-
nal-legal method, analyzing national regulations, international standards (soft law), 
and constitutional case law. Key findings reveal that total disconnection produces a 
regressive effect on fundamental rights linked to “fourth-generation rights,” and that 
the “vital minimum” doctrine—traditionally applied to basic utilities—must inevita-
bly evolve to encompass cyberspace. Finally, it is proposed that the Ecuadorian State 
designate access to the internet and digital technologies as an essential public service 
and a contemporary vital minimum, thereby guaranteeing substantive equality and 
genuine technological inclusion.

Palabras Clave
Marginación Social, Ecuador, exclusión tecnológica, sociedad digitalizada.

Key Words
Social marginalization, Ecuador, technological exclusion, digitized society.

Introducción
En la sociedad actual, existe una evidente migración de la información hacia un 
ciberespacio, el cual ha transformado las interacciones humanas, el ejercicio de 
la ciudadanía y la concepción misma de los derechos fundamentales; la globali-
zación virtual es un hecho innegable, la falta de acceso a internet constituye una 
clara marginación social y por ende, los mismos grupos que ya se encontraban 
en una especie de marginación, ya sea por factores económicos o sociales, ac-
tualmente se encuentran en una desventaja enorme a comparación del resto de 
personas.

Es inminente la necesidad de reconocer el acceso a internet como un mínimo 
básico o derecho humano fundamental, puesto que, como indica la Asamblea 
General de las Naciones Unidas “…casi la mitad de la población mundial, en 
especial las mujeres y las niñas, no tiene acceso a Internet, y observando que las 
repercusiones de la pandemia de Covid-19 exacerban las desigualdades ya exis-
tentes a causa de las brechas digitales”. (Naciones Unidas, 2021).

En la actualidad, ya existe un debate internacional latente sobre el tema, la 
evolución hacia estos derechos digitales se encuentra consolidada en resoluciones 
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de la Asamblea General de onu como la A/HRC/RES/47/16; no obstante, en 
el ordenamiento jurídico global no existe aún un instrumento de tipo hard law 
que consagre explícitamente el acceso a internet como un derecho humano autó-
nomo, sin embargo, se pueden interpretar pactos y tratados como por ejemplo el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el cual en su 
artículo 15 literal b dicta que: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona a: b) Gozar de los beneficios del progreso científico 
y de sus aplicaciones”. (1966). Lo que sí se encuentra ya aprobado y consta de 
relevancia jurídica, es la documentación de soft law que, pese a que estos no se 
ratifican por parte de las naciones, ya tiene efectos prácticos que han sentado y 
continúan asegurando las bases para incluir en nuestro ordenamiento jurídico los 
derechos humanos de cuarta generación. 

Trasladando este debate a la realidad ecuatoriana, se evidencia la persistencia 
de una profunda brecha digital que profundiza las desigualdades estructurales 
preexistentes y genera nuevas formas de exclusión social. Esta problemática ad-
quiere especial relevancia en un escenario en el que el acceso a servicios públicos, 
trámites administrativos, mecanismos de participación ciudadana e información 
de interés general se encuentra progresivamente condicionado por plataformas 
y entornos digitales.

La transformación digital del Estado ecuatoriano enmarcada en la consoli-
dación del gobierno electrónico, constituye una tendencia irreversible que pre-
visiblemente culminará en la digitalización integral de la gestión pública. Sin 
embargo, esta evolución enfrenta severas limitaciones derivadas de la margina-
ción tecnológica que afecta a comunidades rurales, sectores económicamente 
vulnerables y poblaciones territorialmente aisladas. En este contexto, el proble-
ma subyace en que el ordenamiento jurídico ecuatoriano continúa regulando el 
acceso a internet desde una lógica estrictamente mercantil, tratándolo primor-
dialmente como un servicio de naturaleza comercial, sin reconocer normativa-
mente su carácter de servicio público esencial ni su dimensión como presupuesto 
material para el ejercicio efectivo de derechos fundamentales. Esta insuficiencia 
regulatoria propicia la consolidación de una forma contemporánea de pobreza 
digital que reproduce esquemas de exclusión civil incompatibles con el modelo 
de Estado constitucional de derechos y justicia consagrado en la Constitución de 
la República.

Frente a esta innegable realidad fáctica, el presente artículo aborda un proble-
ma jurídico-social de carácter apremiante: si bien el acceso a internet es amplia-
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mente discutido en el ámbito internacional como manifestación emergente de 
los derechos de cuarta generación, dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano 
no existe ninguna norma expresa que lo consagre de manera efectiva, como un 
servicio público esencial. En la actualidad, la única referencia normativa indirec-
ta sobre esta materia se encuentra en la Constitución de la República del Ecua-
dor, cuyo artículo 16, numeral 2, establece que: “Todas las personas, en forma 
individual o colectiva, tienen derecho a: El acceso universal a las tecnologías 
de información y comunicación” (2008). No obstante, la ausencia de reconoci-
miento directo, limita la eficacia material y profundiza la brecha digital existente, 
impidiendo así el ejercicio efectivo de derechos fundamentales, de esta situación 
fáctica y jurídica en esta investigación se plantea la manera en la que la exclu-
sión tecnológica y algorítmica vulnera los derechos humanos fundamentales, así 
como la necesidad de elevar el acceso a internet y a las tecnologías digitales a la 
categoría de servicio público esencial y mínimo vital en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano.

Para dar respuesta a esta problemática, la investigación se estructura metodo-
lógicamente bajo un enfoque cualitativo y un método dogmático-jurídico, abor-
dando tres ejes analíticos centrales: en primer lugar, el estudio de la pobreza 
digital y la exclusión algorítmica desde la perspectiva de los derechos humanos 
de cuarta generación, como nuevas manifestaciones de marginación social es-
tructural; en segundo lugar, el análisis de las limitaciones del marco normativo 
ecuatoriano frente al acceso a internet como mínimo vital y su impacto negativo 
en el ejercicio de derechos fundamentales contemporáneos; y, finalmente la for-
mulación de una propuesta orientada al reconocimiento y la regulación de este 
acceso como un servicio público esencial en el Ecuador, con base en estándares y 
jurisprudencia internacional comparada, para asegurar una verdadera inclusión 
tecnológica efectiva. Sobre la base de dicho análisis, se construye una fundamen-
tación jurídica destinada a demostrar la necesidad de incorporar este reconoci-
miento en el ordenamiento jurídico ecuatoriano como presupuesto indispensable 
para la tutela efectiva de los derechos fundamentales en la sociedad digital con-
temporánea, en consecuencia, se sostiene que la conectividad ha dejado de ser 
una mera opción de infraestructura para convertirse en un imperativo jurídico; 
pues en pleno siglo xxi, vivir desconectado a la red es sinónimo de exclusión 
frente a las personas que viven siempre con este privilegio, siendo así la falta de 
acceso al internet incompatible con la dignidad humana, el principio de igualdad 
material y el modelo de Estado constitucional de derechos y justicia.
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Como hipótesis de la presente investigación se plantea, que ante la inminente 
digitalización progresiva de los servicios públicos y del ejercicio de los derechos 
humanos fundamentales, el acceso a internet y a las TIC debe ser reconocido 
jurídicamente en el Ecuador como un servicio público esencial y un mínimo 
vital, debido a su carácter habilitante para la inclusión social y disminución de la 
brecha digital.

El aporte de la investigación se fundamenta en comprender el acceso a la tec-
nología como un derecho fundamental habilitante, desde el marco constitucional 
ecuatoriano, con el propósito de superar la concepción predominantemente mer-
cantil de la conectividad.

Revisión de literatura
La doctrina contemporánea reconoce que la transformación digital ha generado 
nuevas formas de exclusión social vinculadas al acceso desigual a internet y a las 
tecnologías digitales. En este sentido, Bustamante Donas, J. (2010) sostiene que 
los derechos humanos de cuarta generación amplían la ciudadanía tradicional 
hacia el entorno digital, incorporando derechos relacionados con el acceso a la 
información, la participación telemática y la inclusión dentro de la sociedad de 
la información.

Por otra parte, Warschauer (2003) explica que la brecha digital no debe enten-
derse únicamente como falta de conectividad, sino como un fenómeno multidi-
mensional relacionado con factores económicos, sociales y educativos que limitan 
el aprovechamiento real de las tecnologías. De manera similar, Van Dijk (2005) 
afirma que las tecnologías digitales pueden ampliar desigualdades estructurales 
ya existentes, profundizando escenarios de marginación social.

Asimismo, De Paz González y Bernal Ballesteros (2016) consideran que la 
doctrina del mínimo vital debe adaptarse a las nuevas necesidades humanas con-
temporáneas, especialmente cuando el acceso a tecnologías digitales se convierte 
en un requisito indispensable para ejercer derechos fundamentales como la edu-
cación, la información y el acceso a servicios públicos.

Materiales y métodos
La presente investigación se desarrolló bajo un enfoque metodológico cualitativo 
y un diseño no experimental de tipo descriptivo-analítico, el método principal 
aplicado fue el dogmático-jurídico, el cual permitió estudiar y cuestionar el orde-
namiento normativo vigente frente a las nuevas realidades sociales y tecnológicas.
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El procedimiento analítico constó de tres fases principales: comenzando por 
la selección de normativa nacional e internacionales vigentes; siguiendo con el 
contraste dogmático entre la Ley de Telecomunicaciones y la doctrina del míni-
mo vital; y análisis de la digitalización estatal como barrera de acceso a derechos.

Los datos en este estudio fueron recolectados a través de la técnica de revisión 
documental y bibliográfica exhaustiva; para ello, se seleccionaron y sistematiza-
ron fuentes primarias y secundarias de información. Dentro de las fuentes prima-
rias, se analizaron instrumentos de hard law, específicamente la Constitución de la 
República del Ecuador y la Ley Orgánica de Telecomunicaciones; instrumentos 
de soft law emitidos por la Organización de las Naciones Unidas (onu); y juris-
prudencia vinculante de la Corte Constitucional del Ecuador (como la Sentencia 
232-15-JP/21).

Como fuentes secundarias, se recopilaron artículos científicos, doctrina jurídi-
ca contemporánea sobre los derechos de cuarta generación y el mínimo vital, así 
como informes estadísticos oficiales emitidos por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Censos (inec), la cepal y unicef.

Como limitación principal de la investigación, radica en que se circunscribe 
al análisis dogmático-jurídico y documental, por lo que no incorpora trabajo de 
campo ni mediciones empíricas directas sobre las condiciones de conectividad de 
la población ecuatoriana.

Resultados
La revisión documental arrojó tres resultados:

Primero, las estadísticas evidencian una profunda brecha y analfabetismo di-
gital en el país, acentuados por asimetrías socioeconómicas y geográficas, Según 
datos del inec y de la cepal (citados en Marcayata, 2023), el 81% de los hogares 
de altos ingresos en el país cuenta con servicio de internet, frente al 38% en los 
hogares de menores ingresos, concentrándose los niveles de analfabetismo digital 
principalmente en zonas rurales.

 El segundo resultado, que va de la mano con el desarrollo normativo, se 
identificó la coexistencia de dos enfoques regulatorios en el país, por un lado: El 
reconocimiento del acceso universal a las tic en el artículo 16 de la Constitución 
de la República y en instrumentos de soft law, como la Resolución A/HRC/
RES/47/16 de la onu. Por otro lado, la regulación de la prestación del servicio 
de internet bajo el régimen comercial establecido en la Ley Orgánica de Teleco-
municaciones.
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Finalmente, sobre la digitalización de trámites estatales, se identificó una tran-
sición conceptual sobre la naturaleza del internet, tales como la obtención del 
RUC, declaraciones tributarias y el agendamiento para cédulas y pasaportes, los 
cuales requieren interacción digital obligatoria.

Discusión
La discusión de la presente investigación permite evidenciar que la evolución de 
los derechos humanos responde directamente a las transformaciones sociales, 
económicas y tecnológicas de cada época, razón por la cual los denominados de-
rechos humanos de cuarta generación surgen como esa necesidad jurídica frente 
al impacto del ciberespacio y las tecnologías digitales en la cotidianidad. De esta 
forma, se puede constatar como la pobreza digital y la exclusión tecnológica ya 
no se deben entender únicamente como problemas de conectividad, sino como 
fenómenos estructurales que llegan a afectar el ejercicio efectivo de los derechos 
fundamentales, de manera especial en sociedades donde el acceso a servicios 
públicos, educación, justicia e información depende cada vez más de los medios 
digitales.

Derechos humanos de cuarta generación, Evolución Histórica.
El derecho es un conjunto de normas que nace como una necesidad social 

para regular la conducta humana, por lo mismo tiene que evolucionar de acuer-
do a las necesidades del ser humano, es decir no es estático, así mismo los dere-
chos humanos son derechos inherentes a todas las personas, sin distinción algu-
na de raza, sexo, nacionalidad, origen étnico, lengua, religión o cualquier otra 
condición. Actualmente existen 4 generaciones de derechos humanos 3 de ellas 
reconocidas en varios ordenamientos jurídicos de hard law y la cuarta que se está 
debatiendo actualmente y el objeto de este artículo.    

Primera Generación: Derechos civiles y políticos. Se basa sobre todo 
en consideraciones políticas, sus fundamentos fueron el paso al Estado Liberal, 
frenar las barbaries cometidas en los conflictos bélicos y limitar a los gobiernos 
autoritario, aparecen a nivel internacional, para proteger al ser humano de los 
excesos cometidos por los Estados. (Cabrera Vélez et al., 2020).

Segunda Generación: Derechos económicos, sociales y culturales. 
Radican en que es necesario proveer a las personas de condiciones socioeconó-
micas y culturales adecuadas para su desarrollo y asegurando así el ejercicio de 
sus derechos de primera generación, se comenzó a reconocer que hay ciertas 
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cosas que los gobernantes no deberían poder hacer y que el pueblo debe tener 
cierta influencia en las políticas que les afectan. (Cabrera Vélez et al., 2020).

Tercera Generación: Derechos De Solidaridad. Se caracteriza por en-
focarse en temas globales que afectan a toda la humanidad, en esta generación 
se habla de:

-   	 Derecho al Desarrollo Sostenible
-   	 Derecho a un Medio Ambiente Sano
-   	 Derecho a la Paz
-   	 Derecho a la Asistencia Humanitaria. (UNIR, 2025)

Derechos Humanos de Cuarta Generación: las tecnologías de la información y 
de la comunicación

Una vez comprendido las primeras 3 generaciones es momento de analizar 
esta última, con diferencias a las otras, estos nuevos derechos se presentan como 
una expansión dogmática de los derechos humanos y el ciberespacio como un 
nuevo paradigma social.

Al denominar Derechos de Cuarta Generación, se habla de una ciudadanía 
digital, que a diferencia de las otras tres generaciones el espacio donde se ejercen 
es netamente imaginario, es decir que no existe un lugar físico donde apliquen, se 
basa en la existencia de las personas y sus derechos dentro del mundo digital, esta 
ciudadanía engloba 3 dimensiones tal como nos dice Bustamante Donas (2010):

En primer lugar, como ampliación de la ciudadanía tradicional, enfatizando los 
derechos que tienen que ver con el libre acceso y uso de información y conocimiento, 
así como con la exigencia de una interacción más simple y completa con las Admi-
nistraciones Públicas a través de las redes telemáticas. En segundo lugar, ciudadanía 
entendida como lucha contra la exclusión digital, a través de la inserción de colectivos 
marginales en el mercado de trabajo en una Sociedad de la Información (SI) (políti-
cas de profesionalización y capacitación). Por último, como un elemento que exige 
políticas de educación ciudadana, creando una inteligencia colectiva que asegure una 
inserción autónoma a cada país en un mundo globalizado.

Materializando esta cita, la cuarta generación de derechos va mucho más 
allá del simple hecho de tener una red social y estar conectados a la red, es un 
derecho habilitador, que abre el campo de derecho a un mundo nuevo y en cons-
tante evolución cuyos derechos anteriores que se aplican fuera de este espacio no 
aplican dentro del mismo.
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Estos nuevos derechos van muy de la mano con las primeras dos generaciones 
ya que, si un ciudadano carece de esta ciudadanía digital, se vuelve materialmen-
te imposible que ejerza sus derechos de primera y segunda generación, hablando 
en términos de conseguir empleos, acceder a servicios educativos, pagos de im-
puesto, libertad de expresión, incluso acceso a la justicia.

La Complejidad Regulatoria Del Ciberespacio En El Derecho Internacional
Es un hecho que la cuarta generación de derechos es algo real, y que existe un 

debate internacional para abordar la misma, sin embargo, como ya se explicó de 
manera introductoria no existe un ordenamiento jurídico que obligue a las na-
ciones a acatarse a las mismas, en el derecho internacional se pueden distinguir 
dos tipos de normas, hard law y soft law, las primeras son de carácter vinculante, 
exigen ratificación, las segundas no son vinculantes.

Es cierto que no existe ningún ordenamiento jurídico internacional de tipo 
vinculante que pueda exigir de forma directa a los Estados a introducir en su 
ordenamiento jurídico este tipo de normas, lo que sí existe en el hard law y es 
lo que se está ocupando para exigir acceso a los derechos de cuarta generación 
incluyendo al internet, estos son las cláusulas abiertas; por ejemplo, el  artículo 
19 numeral 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, manda que 
la libertad de expresión se protege “sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”. Es por 
esa pequeña ventana legal que hoy se defiende el acceso a la red.

Sin embargo, los derechos de cuarta generación no son estáticos, van evolu-
cionando a la par que evoluciona la tecnología, no es lo mismo la ciudadanía 
digital de hoy en día que hace veinte años, y por lo mismo crear un ordenamiento 
jurídico de tipo vinculante sería un proceso increíblemente largo y además que 
tendría que estar en constantes reformas, por esta razón, los organismos interna-
cionales acuden al soft law, que aunque no sean vinculantes, marcan precedente 
jurídico, además que apoyan a la interpretación de hard law, es decir gracias a 
que existe un instrumento soft law se puede interpretar tratados de manera que 
apliquen al sujeto o problemática tratada.

Pobreza digital y exclusión tecnológica
Abordar la exclusión tecnológica en la actualidad exige comprender que el con-

cepto de pobreza digital se expande más allá de una privación de acceso a internet; 
se trata, en realidad, de un estado multidimensional de vulnerabilidad y exclusión. 
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Esta pobreza es el resultado de una evidente brecha digital, que según la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), este término se 
refiere a “la diferencia que existe entre individuos, hogares, empresas y áreas geo-
gráficas de diferentes niveles socioeconómicos con respecto a sus oportunidades de 
acceso a las tecnologías de la información y la comunicación (tic)”. (2001).

Al hablar de una multidimensionalidad del concepto de brecha digital y por lo 
tanto de pobreza digital se usará tres enfoques y luego tres dimensiones de uso de 
la misma. Con respecto a los enfoques, el autor Larrea Pazmiño (2025) plantea:

El primero es la teoría de los capitales de Bourdieu, expresa que brecha digital 
no se limita a disparidades económicas, sino socioculturales también; ya que para 
conocer los beneficios se necesita un nivel óptimo de competencias y redes de 
contacto, por sí solo el capital económico no brinda los mecanismos suficientes 
para aprovechar las ventajas que un uso digital elevado proporciona. El Segundo 
enfoque nos presenta a la tecnología como objeto amplificador de desigualda-
des por Van Dijk y Hacker, este hace referencia a como el acceso limitado de la 
misma crea más desigualdades que las que existían antes del acceso a la nueva 
tecnología. Por último, el tercer enfoque nos explica la multidimensionalidad de 
Warschauer, se argumenta que la brecha digital no puede ser considerado por un 
único factor, ya que las tic se desenvuelven de manera compleja y se entrelazan 
con los procesos sociales, por lo tanto, se requiere de un análisis donde se incluso 
se tengan en cuenta factores ajenos a lo digital. (p. 73).

Justamente entendiendo estos tres enfoques sobre todo el de la multidimensio-
nalidad es que se presentan tres dimensiones o niveles para entender la brecha 
digital, primero la brecha de acceso que es cuando las personas no tienen dis-
positivos ni acceso a las tic, segundo, la brecha de uso, referida a personas que, 
aún teniendo acceso, no saben cómo usar las herramientas digitales y tercero la 
brecha de aprovechamiento, cuando se usan las tecnologías, pero no se les saca 
el máximo provecho.

 
El Gobierno Electrónico

En el contexto ecuatoriano contemporáneo, la automatización y digitaliza-
ción de los servicios públicos (gobierno electrónico) constituye una realidad in-
negable, desde la perspectiva administrativa, la migración de trámites presencia-
les hacia plataformas digitales busca cumplir con la aplicación de los principios 
constitucionales del artículo 227: eficacia, celeridad y economía institucional, la 
transición a un gobierno electrónico reduce significativamente los costos operati-



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

17

vos, optimiza el gasto público y en teoría, garantiza una interacción más ágil con 
la ciudadanía.  

Como consecuencia de esta implementación, trámites que hasta hace cinco 
años exigían estricta comparecencia, hoy se ejecutan de manera casi exclusiva a 
través de sistemas automatizados, en Ecuador ya existen trámites que son 100% 
realizados de manera virtual, como lo son la obtención del ruc, declaraciones de 
impuestos, trámite administrativo para la obtención de un nuevo medidor de luz, 
trámite económico y administrativo para la obtención de cédula de identidad 
y pasaporte (llenar el formulario, agendar la cita y pagar en línea), entre otros. 
(Trámites En GOB.EC - Intersri -, 2026)

Sin embargo, esta acelerada transición hacia un gobierno digital genera una 
profunda contradicción constitucional, ya que, al intentar cumplir con los prin-
cipios del artículo 227 de La Constitución de la República del Ecuador, condi-
cionando el acceso a los servicios básicos al uso obligatorio de plataformas tec-
nológicas, para el ciudadano que se encuentra inmerso en la pobreza digital, esta 
modernización administrativa se traduce en una barrera al acceso de sus dere-
chos.  Aquella persona que se encuentre en estado de pobreza digital se enfrenta 
a una exclusión, donde el propio Estado, en su afán de maximizar la eficiencia 
termina invisibilizando y excluyéndose del sistema de bienestar.

La Regresividad De Los Derechos Como Consecuencia De La Pobreza Digital
Esta transición digital asimétrica está restringiendo el acceso a derechos fun-

damentales básicos, ya que, al no concebirse el acceso a las tecnologías como 
un mínimo vital indispensable, la falta de regulación de los derechos de cuarta 
generación está ensanchando la brecha digital.

La manera más evidente de entender cómo esta pobreza digital afecta a los 
derechos humanos es la crisis sanitaria ocasionada por la pandemia de Covid-19, 
el derecho a la educación sufrió una afectación regresiva sin precedentes, “en 
2020, menos de 6 de cada 10 hogares rurales tenían acceso a internet y apro-
ximadamente 2 de cada 10 hogares tenían computadora”. (unicef Ecuador & 
Ministerio de Educación del Ecuador, 2022, p. 4).

Y es que la migración momentánea a aulas virtuales excluyó de facto a los es-
tudiantes que se encontraban en situación de pobreza digital, como ya se expresó 
en el informe de la unicef menos de la mitad de los hogares contaban con una 
computadora, transgrediendo el mandato constitucional de igualdad de oportu-
nidades.
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En esta misma línea argumentativa, no solo el derecho a la educación se vio 
afectado, sino, otros derechos fundamentales, también presentaron deficiencias 
ante la crisis, ya lo indica el mismo informe de la unicef:  

Las niñas y adolescentes que no asisten a la escuela son más vulnerables a la violen-
cia basada en género, al abuso sexual, el matrimonio forzado y el embarazo durante 
la niñez y la adolescencia. Las mujeres, al tener una carga de labores domésticas y 
reproductivas desproporcionada, que aumentó debido a la presencia de niños, niñas 
y adolescentes en el hogar, tienen mayores dificultades para trabajar, lo que agranda 
la brecha de género en el trabajo y el ingreso. (unicefEcuador & Ministerio de Edu-
cación del Ecuador, 2022, p. 4).

Siendo esta cita una fracción muy breve de derechos que se vieron afectados 
por la pobreza digital, aun así, se reconoce que aparte del derecho básico de la 
educación, también el derecho a la integridad física, psíquica, moral y sexual, 
encontrado en el artículo 66 de la Constitución Ecuatoriana, principios básicos 
como el del Interés superior del niño, que se encuentra en el artículo 11 del Códi-
go Orgánico de la Niñez y Adolescencia, incluso indicios de violencia de género.

Aquellos ciudadanos que se encuentran atrapados en las brechas de acceso y 
uso quedan confinados a la precariedad y a la economía informal, anulando sus 
posibilidades de movilidad social y configurándose una nueva forma de discrimi-
nación estructural por razones tecnológicas.

Por otro lado, también la inminente modernización de la Función Judicial, 
manifestada en la implementación de expedientes electrónicos, casilleros virtua-
les, firmas electrónicas y audiencias telemáticas, representa un avance innegable 
en la economía procesal, está creando brechas sociales más evidentes ya que, 
para el individuo carente de este mínimo vital digital, estas herramientas infor-
máticas pueden ser consideradas barreras de acceso a la jurisdicción, dejándolo 
en un estado de indefensión y evidenciando que en la actualidad, la desconexión 
tecnológica es equivalente a la exclusión civil.

 
Doctrina Del Mínimo Vital

Al hablar sobre un derecho mínimo vital o derecho al mínimo vital, tenemos a 
varios autores que lo describen de formas diferentes. Mayoritariamente se habla 
sobre un derecho económico, el mínimo de remuneración que debe percibir una 
persona para satisfacer los servicios básicos, esta percepción se apoya principal-
mente en la institución en Roma de una garantía de base, en la cual los ciudada-



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

19

nos tenían derecho a un mínimo de trigo, a lo largo de la historia esta concepción 
fue cambiando como en la Edad Media, los teólogos y su derecho de los pobres 
hablaban del mínimo vital como una cuestión más ética, posteriormente, en el 
siglo xx en Francia, se propugnó un mínimo social garantizado para todo indi-
viduo desde el nacimiento hasta la muerte, independientemente de su trabajo 
o condición, y en Inglaterra se reivindicó la creación de un dividendo social. 
(Quintero et al., 2019).

Para este análisis el mínimo vital se conceptualiza como la garantía funda-
mental que tiene toda persona a recibir los recursos y condiciones materiales 
indispensables, en este sentido, también existen derechos mínimos vitales, uno 
de estos es la educación y sus derechos conexos como lo es el de no ser excluido 
de los servicios escolares. (De Paz González & Bernal Ballesteros, 2016, p. 111). 

Se analiza también a los derechos fundamentales como aquellas garantías y 
facultades esenciales que protegen la dignidad, las cuales se encuentran recono-
cidas en la Constitución de un país. (Chiriboga Zambrano & Salgado Pesantes, 
1995). Asimismo, los servicios públicos son un conjunto de actividades y presta-
ciones que el Estado o empresas privadas bajo su control realizan para satisfacer 
las necesidades básicas de la comunidad, de igual forma regulados en la constitu-
ción, en el caso del Ecuador, en el artículo 314 de su Carta Magna.

Desde una perspectiva filosófico-jurídica, este concepto se fundamenta en la 
preservación de la dignidad humana, en la necesidad de garantizar condiciones 
que permitan el ejercicio efectivo de la autonomía personal y la participación 
social y pública, el mínimo vital trasciende la mera satisfacción de necesidades 
básicas; se constituye como un material indispensable para el goce efectivo de los 
derechos fundamentales.

Para ilustrar la aplicación de este concepto, nos remitimos a jurisprudencia de 
la Corte Constitucional Ecuatoriana, Sentencia 232-15-JP/21, en este fallo, se  
ampara al agua bajo la figura del mínimo vital y explica que “la suspensión total 
del suministro o retiro de medidor por falta de pago del servicio de agua potable 
de una persona o su grupo familiar que se encuentren en situación de vulnerabi-
lidad constituye una vulneración de su derecho al agua y aquellos que se derivan 
de la atención prioritaria” (Corte Constitucional del Ecuador, 2021, párr. 126).

Frente a este precedente jurisprudencial, se podría objetar que equiparar el 
acceso a internet con el derecho humano al agua constituye una falacia jurídi-
ca, sin embargo, la defensa del internet como mínimo vital contemporáneo no 
pretende igualarlos en su naturaleza biológica, sino en su dimensión habilitante, 
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bajo esta premisa, garantizar el acceso a las tecnologías digitales no implica la 
obligación del Estado a proveer planes de datos móviles individuales o dispositi-
vos suntuarios a cada ciudadano.

La exigencia va más en el sentido, de la prohibición de la desconexión absolu-
ta, se debería buscar que ninguna localidad o comunidad se encuentre totalmen-
te marginada de la red.

Al fundamentar este reconocimiento de un mínimo vital digital, constituye 
una directa aplicación del principio de no regresividad expresó en el artículo 11 
numeral 8 de la Constitución de la República (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008). Si bien la sentencia 232-15-JP/21 aborda el concepto de míni-
mo vital en el marco del derecho del agua, el precedente jurídico principal que 
dejó ese fallo es muy claro: se prohíbe la desconexión total de un servicio básico 
cuando esto deje en indefensión o vulnere la dignidad de personas en situación 
de vulnerabilidad (Corte Constitucional del Ecuador, 2021). Aplicando esta mis-
ma lógica, la doctrina constitucional contemporánea enfatiza que el mínimo vi-
tal es una garantía cuya cobertura debe expandirse a la par de las necesidades 
sociales, convirtiendo a la conectividad no en una prestación suntuaria, sino en 
el presupuesto material indispensable para el ejercicio efectivo del derecho a la 
educación, la información y el trabajo en el ordenamiento jurídico ecuatoriano.

 
La nueva necesidad humana

Tal como se explicó anteriormente, el desarrollo dogmático del mínimo vital 
no es estático, ha evolucionado desde la antigua Roma, donde se basaba en la 
cantidad de trigo necesaria para subsistir, hasta abarcar derechos sociales com-
plejos como la educación, es más que evidente, que esta doctrina se desarrolla y 
se adapta a la par de las necesidades humanas.

Teniendo en cuenta la innegable existencia de la pobreza digital y los debates 
actuales sobre los derechos de cuarta generación, mencionados anteriormente, 
la supervivencia biológica o material ya no es el único parámetro para garantizar 
una existencia digna. En la época actual, las personas requieren integrarse a la 
dinámica del ciberespacio para garantizar el libre desarrollo y el cumplimiento 
de sus necesidades.

Bajo esta perspectiva, el acceso a internet, deja de ser un mero servicio co-
mercial para convertirse en un derecho habilitante y un mínimo vital, exigir a 
un ciudadano en situación de pobreza digital que interactúe con un Estado au-
tomatizado, sin garantizar previamente las condiciones básicas de conectividad, 
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es sostener una ficción jurídica que legitima la marginación social, el internet, en 
consecuencia, debe ser reconocido dogmáticamente como el nuevo componente 
esencial del mínimo vital contemporáneo.

 
Brecha digital en El Ecuador

Al analizar la realidad fáctica del Estado ecuatoriano, se comprueba la exis-
tencia de una profunda pobreza digital, la diferencia existente entre los sectores 
poblacionales plenamente integrados a la sociedad de la información y aquellos 
que se encuentran en situación de desconexión crea una barrera estructural evi-
dente que pone en riesgo sus derechos.

Dentro de esta problemática, uno de los factores más críticos es el analfa-
betismo digital, al respecto, el Instituto Nacional de Estadística y Censos (inec) 
considera a una persona como analfabeta digital a aquella comprendida “entre 
15 y 49 años que cumple simultáneamente tres características: 1. No tiene celu-
lar activado. 2. En los últimos 12 meses no ha utilizado computadora. 3. En los 
últimos 12 meses no ha utilizado internet” (Marcayata, 2023).

Según un reporte de la cepal, mientras que un 81% de los hogares con ingre-
sos altos o estables en Ecuador tienen conexión a internet, en hogares con menor 
ingreso solamente un 38% cuentan con el servicio (Marcayata, 2023). Con estos 
datos se evidencia la insuficiencia de acceso a la información digital, la deficien-
cia de un marco jurídico que aporte una inclusión digital es evidente.

 
El déficit normativo

En La Constitución de la República del Ecuador (2008), artículo 16 expresa que 
todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho al acceso univer-
sal a las tecnologías de información y comunicación. Aun así, aquí se consagra como 
un derecho para los ciudadanos, en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones se tra-
tan estas tecnologías de comunicación estrictamente como un objeto más mercantil.

Al entender el internet desde una perspectiva predominantemente mercan-
til, que como un derecho básico, limita el problema al alcance físico de líneas 
telefónicas, redes, señal telefónica como fuente de la problemática principal, sin 
embargo deja a la alfabetización digital fuera de esto; Villalva-Salguero y Tosca-
no-Quispe (2025) afirman que: “la superación de la brecha digital no se limita a 
la infraestructura y la disponibilidad de equipos, sino que depende de la capaci-
dad de las comunidades para apropiarse de las tecnologías y transformarlas en 
herramientas para el desarrollo social, económico y cultural”. (p. 291).
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El internet y las tecnologías digitales como servicio público esencial y míni-
mo vital

Toda la teoría desarrollada a lo largo de esta investigación concluye en una 
interrogante fundamental: ¿Debe el Estado ecuatoriano elevar el acceso a inter-
net y a las tecnologías digitales a la categoría jurídica de servicio público esencial 
y mínimo vital?

 La investigación permite sostener que el ciberespacio ha mutado de ser una 
simple herramienta de comunicación a un objeto indispensable para el desarrollo 
integral de la nación, el hecho de excluir ciertas comunidades o individuos que 
no tengan las capacidades o aptitudes sociales para el manejo del mismo no solo 
vulnera derechos individuales, sino que estanca el progreso socioeconómico del 
país. Incluso si se plantea desde una perspectiva productiva, el conjunto de bene-
ficios de la conectividad es transversal; por ejemplo, Viera y Arroyo (2025, como 
se citó en Villalva-Salguero y Toscano-Quispe, 2025) demuestran en su revisión 
sistemática que, en el ámbito de las transiciones agroecológicas, la inclusión digi-
tal en zonas rurales actúa como un catalizador directo para la adopción de prác-
ticas sostenibles. Evidenciando que el internet y las tic son un factor importante 
en el desarrollo económico y territorial.

Sin embargo, en la regulación actual, estos avances sociales y productivos 
están condicionados a la capacidad adquisitiva de los ciudadanos, al dejar la 
conectividad en una lógica estrictamente mercantilista, el progreso nacional se 
ralentiza, creando una élite de ciudadanos conectados frente a una mayoría mar-
ginada, la solución más evidente a la problemática, es que el Estado ecuatoriano 
debe reformular urgentemente su visión dogmática y legislativa.

Si bien la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de Telecomunicacio-
nes (2025) busca el acceso universal a los servicios de telecomunicaciones sobre 
todo enfocado en zonas urbano marginales o rurales, este esfuerzo normativo 
sigue siendo insuficientemente dogmático, debido a que su aporte es mayoritaria-
mente logístico y financiero, permite la posibilidad de ejecutar planes, programas 
o proyectos para reducir la brecha digital. Se limita a un mecanismo de cana-
lización de recursos, dejando así, la ejecución en manos de futuros programas 
administrativos. En consecuencia, no logra consolidar el acceso a internet como 
un derecho subjetivo amparado en la figura del mínimo vital.

 Esta transformación exige ir más allá de la adhesión pasiva a declaraciones 
internacionales de soft law; es necesario que el ordenamiento jurídico interno re-
conozca y garantice el acceso a internet como un componente del mínimo vital, 
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situándolo al mismo nivel jerárquico que los derechos consagrados en el artículo 
314 de la Constitución de la República.

 “El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua 
potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, 
infraestructuras portuarias y aeroportuarias” (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008), la interpretación jurídica del término “telecomunicaciones” 
debe despojarse de su enfoque único, no basta con garantizar una señal telefó-
nica o delegar la infraestructura a la empresa privada, la norma constitucional 
debe interpretarse de manera evolutiva para reconocer a la banda ancha y a las 
tecnologías digitales como un servicio público de carácter esencial.

Adoptar esta figura jurídica transformaría la obligación del Estado: pasaría 
de ser un regulador del mercado a un garante directo, asumiendo el deber inde-
legable de asegurar parámetros de universalidad, continuidad, calidad y, sobre 
todo, accesibilidad tanto para los sectores vulnerables como para el resto de la 
población.

Frente a esta propuesta, sectores vinculados a la industria de las telecomuni-
caciones y posturas sobre el análisis económico del derecho suelen objetar que 
declarar el internet como mínimo vital o servicio público indispensable, impone 
cargas presupuestarias excesivas al Estado y desincentiva la inversión de ope-
radores privados al restringir la libertad tarifaria. Sin embargo, esta aparente 
contradicción se supera al comprender que la categorización de servicio público 
bajo el artículo 314 de la Constitución de la República no implica la estatización 
de la red ni la gratuidad irrestricta de prestaciones suntuarias (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008). Resolviendo así que la doctrina del mínimo vital 
no busca anular el mercado, sino fijar un umbral de protección indispensable; 
por ende, la intervención estatal debe enfocarse en establecer obligaciones de ser-
vicio universal, tarifas sociales y esquemas que impidan la desconexión absoluta 
por razones socioeconómicas, garantizando la sostenibilidad financiera de los 
operadores sin supeditar el ejercicio de derechos fundamentales a la capacidad 
de pago del usuario.

Conclusión
Para terminar, es un hecho que existe un debate internacional sobre los derechos 
de cuarta generación, y el hecho de ampararse en la ausencia de instrumentos 
jurídicos vinculantes (hard law) resulta una justificación inaceptable frente a la ex-
clusión tecnológica. Esa exclusión algorítmica debe ser entendida bajo el enfoque 
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de los derechos humanos de cuarta generación, a su vez constituye una forma de 
marginación social estructural, esta carencia no exime a los Estados de su obliga-
ción de interpretar proactivamente las normativas existentes, apoyándose en los 
principios consagrados en los instrumentos de soft law.

Asimismo, la falta de reconocimiento normativo del internet como un mínimo 
vital en los ordenamientos jurídicos ecuatorianos, aparte de que está frenando el 
desarrollo integral de las comunidades más vulnerables e impidiendo el ejercicio 
material de sus derechos fundamentales, como ya se vivió en la emergencia sa-
nitaria del Covid-19 el no reconocimiento de estos derechos a individuos con un 
nivel socioeconómico bajo, crea una pobreza digital y por ende una  brecha digi-
tal sumamente amplia, y que esta brecha no debe ser entendida como algo ajeno 
a la realidad tangible, ya que por más que esta brecha haga alusión solamente 
al ciberespacio, el aumento de esta crea carencias en derechos fundamentales 
como el de la no exclusión o el de la educación, lo que constituye un impacto en 
el ejercicio de derechos fundamentales contemporáneos.

Al enfrentarnos a un nuevo paradigma social, en el que la realidad tal y como 
la conocíamos hace una década está trasladándose progresivamente al ciberespa-
cio, como es el caso de los gobiernos digitales, la incorporación y garantía de los 
derechos de cuarta generación en los ordenamientos jurídicos internos constituye 
una urgencia estatal ineludible, para que los ciudadanos puedan satisfacer sus 
necesidades básicas, que es en sí parte del concepto mínimo vital.

Finalmente, a partir de esta investigación, se hace un llamado crítico al poder 
legislativo para impulsar un debate parlamentario profundo y estructurado sobre 
la ampliación de los derechos digitales con base en estándares y jurisprudencia 
internacional, y considerarlos como un mínimo vital, con el objeto de superar la 
visión mercantilista actual.  El acceso a internet y a las tecnologías digitales debe 
ser categorizado expresamente como un servicio público esencial y un derecho 
fundamental, situándose dogmática y materialmente al amparo de las garantías 
dispuestas en el artículo 314 de la Constitución de la República del Ecuador, de 
manera que se garantice la igualdad material y asegure una verdadera inclusión 
tecnológica en el siglo XXI.

 
Referencias
Asamblea Nacional del Ecuador. (2015, 18 de febrero). Ley Orgánica de Telecomunicaciones. Tercer 

Suplemento del Registro Oficial No. 439
Asamblea Nacional del Ecuador. (2025, 13 de junio). Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de 



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

25

Telecomunicaciones. Registro Oficial Suplemento 59.
Bustamante Donas, J. (2010). La cuarta generación de derechos humanos en las redes digitales. 

Revista TELOS (Revista de Pensamiento, Sociedad y Tecnología), 85, 2. https://telos.fundaciontelefo-
nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-
tales/?output=pdf

Cabrera Vélez, J. P., Chacón Abarca, M. C., & Yánez Olalla, T. E. (2020). Los derechos humanos 
de primera y segunda generación y su realización por parte de los Estados. Magazine de las Cien-
cias: Revista de Investigación E Innovación, 5(7), 116-124. https://revistas.utb.edu.ec/index.php/
magazine/article/view/961

Chiriboga Zambrano, G., & Salgado Pesantes, H. (1995). Derechos fundamentales en la cons-
titución ecuatoriana. Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales (ILDIS) / Frie-
drich-Ebert-Stiftung. https://ecuador.fes.de/fileadmin/user_upload/pdf/0281.pdf

Constitución de la República del Ecuador [CRE] (2008). 20 de octubre de 2008 (Ecuador).
Corte Constitucional del Ecuador. (2021, 28 de julio). Sentencia No. 232-15-JP/21 (M. P. Her-

nán Salgado Pesantes). https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_
FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOiczYTFhMTliNS02MjJhLTQ0Z-
mEtYWZjMC02ZTljMWVhNzEyYzcucGRmJ30=

De Paz González, I., y Bernal Ballesteros, M. J. (2016). Derechos fundamentales y el mínimo 
vital: una visión desde la filosofía política y la dogmática constitucional en torno a los derechos 
sociales. En Fundamentos axiológicos de los derechos humanos. Órganos constitucionales y supranacionales 
(pp. 91-126). Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. https://archivos.juridi-
cas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4809/6.pdf

Larrea Pazmiño, R. S. (2025). Brecha digital en Tres Niveles: Un Análisis Comparativo entre 
Europa del Sur y la Alianza del Pacífico. Revista de Estudios Socioeducativos RESED, 13. https://
doi.org/10.25267/rev_estud_socioeducativos.2025.i13.06

Marcayata, C. (2023, 7 mayo). La brecha digital es la gran deuda pendiente en
Ecuador, más en la ruralidad. PRIMICIAS. https://revistagestion.primicias.ec/analisis-sociedad/la-

brecha-digital-es-la-gran-deuda-pendiente-en-ecuador-mas-en-la-ruralidad/
Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, (16 de diciembre de 1966). 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-ci-
vil-and-political-rights

Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, (16 de 
diciembre de 1966). https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/inter-
national-covenant-economic-social-and-cultural-rights

Naciones Unidas, Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet (A/
HRC/RES/47/16), (13 de julio de 2021). https://docs.un.org/es/a/hrc/res/47/16

OCDE (2001), “Comprender la brecha digital”, Documentos de la OCDE sobre la economía digital , n.º 
49, OCDE Publishing, París, https://doi.org/10.1787/236405667766 

Quintero, S. P. D., Quintero, M. D., & Sánchez, P. G. (2019). Sobre el derecho fundamental al mínimo vital 
o a la subsistencia: análisis jurisprudencial. https://www.redalyc.org/journal/4766/476661525007/
html/

Trámites en GOB.EC - intersri - Servicio de Rentas Internas. (s. f.). https://www.sri.gob.ec/tramites-en-
gob-ec

https://telos.fundaciontelefo-nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-tales/?output=pdf
https://telos.fundaciontelefo-nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-tales/?output=pdf
https://telos.fundaciontelefo-nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-tales/?output=pdf
https://telos.fundaciontelefo-nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-tales/?output=pdf
https://telos.fundaciontelefo-nica.com/archivo/numero085/la-cuarta-generacion-de-derechos-humanos-en-las-redes-digi-tales/?output=pdf
https://revistas.utb.edu.ec/index.php/
https://ecuador.fes.de/fileadmin/user_upload/pdf/0281.pdf
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_
https://archivos.juridi-cas.25
https://archivos.juridi-cas.25
https://archivos.juridi-cas.25
https://doi.org/10.25267/rev_estud_socioeducativos.2025.i13.06
https://doi.org/10.25267/rev_estud_socioeducativos.2025.i13.06
https://revistagestion.primicias.ec/analisis-sociedad/la-brecha-digital-es-la-gran-deuda-pendiente-en-ecuador-mas-en-la-ruralidad/
https://revistagestion.primicias.ec/analisis-sociedad/la-brecha-digital-es-la-gran-deuda-pendiente-en-ecuador-mas-en-la-ruralidad/
https://revistagestion.primicias.ec/analisis-sociedad/la-brecha-digital-es-la-gran-deuda-pendiente-en-ecuador-mas-en-la-ruralidad/
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-ci-vil-and-political-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-ci-vil-and-political-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-ci-vil-and-political-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/inter-national-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/inter-national-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/inter-national-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://docs.un.org/es/a/hrc/res/47/16
https://doi.org/10.1787/236405667766
https://www.redalyc.org/journal/4766/476661525007/
https://www.sri.gob.ec/tramites-en-gob-ec
https://www.sri.gob.ec/tramites-en-gob-ec
https://www.sri.gob.ec/tramites-en-gob-ec


 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

26

UNICEF Ecuador & Ministerio de Educación del Ecuador. (2022). Impacto de la pandemia 
de COVID-19 en la comunidad educativa ecuatoriana. En UNICEF Ecuador. https://www.
unicef.org/ecuador/informes/impacto-de-la-pandemia-de-covid-19-en-la-comunidad-educa-
tiva-ecuatoriana

UNIR. (2025, 23 enero). ¿Cuál es la Tercera Generación de los Derechos Humanos? UNIR: La Uni-
versidad En Internet. Recuperado 2 de mayo de 2026, de https://ecuador.unir.net/actuali-
dad-unir/tercera-generacion-derechos-humanos/

Van Dijk, J. (2005). The deepening divide: Inequality in the information society. SAGE Publications.
Villalva-Salguero, T., & Toscano-Quispe, S. Y. (2025). La brecha digital como obstáculo para la 

comunicación comunitaria en zonas rurales del Ecuador. Revista Científica Ciencia y Método, 3(3), 
278-294. https://doi.org/10.55813/gaea/rcym/v3/n3/75

Warschauer, M. (2003). Technology and social inclusion: Rethinking the digital divide. MIT Press. https://
doi.org/10.7551/mitpress/6699.001.0001

https://www
https://ecuador.unir.net/actuali-dad-unir/tercera-generacion-derechos-humanos/
https://ecuador.unir.net/actuali-dad-unir/tercera-generacion-derechos-humanos/
https://ecuador.unir.net/actuali-dad-unir/tercera-generacion-derechos-humanos/
https://doi.org/10.55813/gaea/rcym/v3/n3/75
https://doi.org/10.7551/mitpress/6699.001.0001
https://doi.org/10.7551/mitpress/6699.001.0001


 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz 27

Prevención del delito en jóvenes de Tonalá,
Jalisco, México: un análisis desde la cultura de 

paz y la reconstrucción del tejido social
Crime prevention among youth in Tonalá, Jalisco, Mexico: an analysis ba-
sed on the culture of peace and the reconstruction of the social fabric

Alicia Livier Estrada Gutiérrez1

José Miguel Jacinto Fajardo2 

Mientras existan injusticias e insatisfacciones de las necesidades humanas básicas por 
parte de algunos seres humanos, no existe la paz.

Johan Galtung 1960

Resumen
La presente investigación analizó la relación entre la cultura de paz, la recons-

trucción del tejido social y la prevención del delito en niñas, niños y adolescentes de 
la colonia Jalisco, en el municipio de Tonalá, Jalisco, México. El estudio partió del 
reconocimiento de un contexto marcado por la presencia de factores estructurales y 
culturales que favorecen a la normalización de la violencia, tales como la limitación 
en oportunidades educativas, deportivas, culturales, así como la exposición a dinámi-
cas delictivas desde edades tempranas.

El problema de investigación se centró en determinar cómo la cultura de paz con-
tribuye al fortalecimiento del tejido social y puede disminuir las actividades delictivas 
en este tipo de contextos. Para ello, se adoptó un enfoque cualitativo, mediante una 
investigación de carácter teórico-práctico, utilizando el método inductivo y técnicas 
como la revisión documental y la observación contextual.

Los resultados evidenciaron que la violencia no puede entenderse únicamente 
como un fenómeno delictivo, sino como una consecuencia de condiciones estructu-
rales que limitan las oportunidades sociales. Por otro lado, se identificó que el fortale-
cimiento de factores de protección —como la alimentación, el deporte, la cultura y la 
educación— incide de manera significativa en la reducción de actividades delictivas.

Se concluyó que la cultura de paz, representa una estrategia viable para la reconstruc-
ción del tejido social y con ello a la prevención del delito, al generar condiciones de de-
sarrollo integral y alternativas reales para las juventudes en contextos de vulnerabilidad.

1	 Doctora por el instituto Internacional de derecho y estado, abogada y maestra por la Univer-
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2	 Estudiante de la licenciatura en Derecho por la Universidad de Guadalajara Correo electróni-
co: jose.jacinto5603@alumnos.udg.mx ORCID: https://orcid.org/0009-0008-8215-7090
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Abstract
This research analyzed the relationship between a culture of  peace, the reconstruc-

tion of  the social fabric, and crime prevention among children and adolescents in the 
*Colonia Jalisco* neighborhood of  Tonalá, Jalisco, Mexico. The study was grounded 
in the recognition of  a context marked by structural and cultural factors that foster 
the normalization of  violence—such as limited educational, athletic, and cultural 
opportunities, as well as exposure to criminal dynamics from an early age.

The research focused on determining how a culture of  peace contributes to stren-
gthening the social fabric and can reduce criminal activity in such contexts. To this 
end, a qualitative approach was adopted through a study combining theory and prac-
tice, utilizing the inductive method and techniques such as document review and 
contextual observation.

The results demonstrated that violence cannot be understood solely as a criminal 
phenomenon but rather as a consequence of  structural conditions that limit social 
opportunities. Furthermore, the study identified that strengthening protective fac-
tors—such as nutrition, sports, culture, and education—significantly impacts the re-
duction of  criminal activity.

It was concluded that a culture of  peace represents a viable strategy for reconstruc-
ting the social fabric and, consequently, for crime prevention, as it fosters conditions 
for holistic development and creates real alternatives for young people living in vul-
nerable contexts.

Palabras Clave
Cultura de paz, delito, jóvenes.

Keywords
Culture of  peace, crime, youth.

Introducción
Históricamente, la violencia es uno de los principales desafíos en América latina, 
específicamente en contextos urbanos que se caracterizan por un alto nivel de 
desigualdad social y marginación. En países como México, el fenómeno de la 
violencia no puede abordarse desde un punto de vista aislado, sino como el resul-
tado histórico de dinámicas estructurales complejas que involucran factores to-
rales para el desarrollo humano, tales como los económicos, sociales y culturales.

Desde una óptica teórica, la violencia ha sido ampliamente estudiada por 
autores como Johan Galtung (1969), quien plantea que esta no se limita a su di-
mensión directa, también se manifiesta desde raíz, desde la estructura y cultura 
de una sociedad. Este enfoque ha sido retomado y complementado por estudios 
recientes, los cuales señalan que la desigualdad, la pobreza y la falta de acceso a 
oportunidades son la perfecta expresión de lo que significa la violencia estructu-
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ral, mientras que la violencia cultural contribuye a la legitimación y normaliza-
ción de estas condiciones. Este enfoque permite comprender por qué en diversos 
contextos, la violencia funge como un elemento cotidiano en la vida de las per-
sonas, pero sobre todo en el grupo conformado por niñas, niños y adolescentes.

Algo importante para subrayar, es que cuando hablamos de “Cultura de Paz”, 
no necesariamente se menciona a la “Paz” como una situación de postguerra. La 
paz puede entenderse también como todas las actitudes no violentas que promue-
ven el equilibrio y el bienestar entre las personas habitantes de una comunidad. 
El concepto de paz ha evolucionado desde la segunda guerra mundial, pues no es 
solo ausencia de conflictos o de guerra, sino es un fin, un objetivo imprescindible 
para ejercer y disfrutar los derechos humanos (Durling, 2007).

Organismos internacionales como la Organización de las Naciones Unidas, 
en la resolución A/52/13 específica que la cultura de paz consiste en una serie de 
valores, actitudes y comportamientos que rechazan la violencia y previenen los 
conflictos tratando de atacar sus causas para solucionar los problemas mediante 
el diálogo y la acción de negociación entre personas, grupos y naciones.3 Desde 
hace tiempo han promovido el concepto de cultura de paz como una estrategia 
orientada a prevenir la violencia desde sus causas, basándose en la promoción 
de valores, actitudes y condiciones que favorezcan a la pacificación de la con-
vivencia, la justicia social y el respeto a los derechos humanos. Resulta de suma 
relevancia el papel de la educación, la participación de los integrantes de una 
comunidad para el mejoramiento de las condiciones y desarrollo sociales para la 
construcción de entornos más seguros.

El concepto de cultura de paz fue utilizado por primera vez en 1989 durante 
el Congreso Internacional sobre la Paz en la Mente de los Hombres, organizado 
por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (Unesco).4

Otro teórico, como el estadounidense John Paul Lederach (2005), conocido 
por su arduo labor por la construcción de la paz, propone una visión que se cen-
tra principalmente en el fortalecimiento del tejido social, entendiendo que la paz 
se construye desde las relaciones humanas, la confianza, la solidaridad, la em-
patía y la participación comunitaria, y no impuesta desde las instituciones. Esta 
perspectiva resulta particularmente relevante en contextos donde la violencia ha 

3	 Naciones Unidas. (1998). Declaración y Programa de Acción sobre una Cultura de Paz.
4	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. (2024). Estándares Internacionales sobre Cul-

tura de Paz.
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superado a las dinámicas sociales y con ello, debilitado los vínculos comunitarios, 
llegando a generar entornos desfavorables.

En esta línea, Francisco Jiménez Bautista (2018) sostiene algo muy similar a 
Lederach, al argumentar que la paz constituye un proceso dinámico e imperfecto 
que requiere de la participación activa de la sociedad y de la construcción perma-
nente de condiciones que favorezcan la convivencia armónica y la justicia social. 
Además de que la cultura de paz lleva consigo de manera implícita la promoción 
de una serie de valores de suma importancia, como lo son la solidaridad, la coo-
peración, la empatía y el respeto a los derechos humanos.

Esto no quiere decir que no existan conflictos entre las relaciones humanas 
—algo que es imposible, pues el conflicto es parte natural entre dichas relacio-
nes— sin embargo —y lo que hace la diferencia— es que estos deben resolverse 
por la vía pacífica y no violenta. Bajo esta premisa y visión, la construcción de 
paz depende en muchas de las ocasiones de la participación comunitaria y de los 
fortalecimientos de lazos sociales, siendo esta perspectiva relevante en contextos 
marcados por la violencia y exclusión social, como ocurre en diversas zonas ur-
banas de México.

Por su parte, Amartya Sen (1993), en el ámbito del desarrollo, sostiene que el 
bienestar de las personas depende de su capacidad para acceder a oportunidades 
que les permitan desarrollar sus habilidades y sus potencialidades. Partiendo de 
esta idea, factores como la educación, la salud y el acceso a condiciones de vida 
digna, además de contribuir al desarrollo humano, también actúan como pilares 
fundamentales para la prevención de la violencia, al fungir como alternativas 
frente a contextos de exclusión social.

Es importante señalar que en México, durante los últimos años, las políticas 
públicas orientadas a la atención de las causas de la violencia han adquirido 
mayor relevancia dentro del discurso gubernamental en materia de seguridad y 
prevención. En este contexto, se impulsaron diversos programas sociales —mis-
mos que alcanzaron rango constitucional al consagrarse en el artículo 4° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos— dirigidos a jóvenes en 
situación de vulnerabilidad, con el objetivo de ampliar el acceso a oportunidades 
educativas, laborales y de desarrollo social. El Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social (Coneval), ya se expresó al respecto, y señaló 
que los programas sociales enfrentan desafíos que se relacionan con su continui-
dad, articulación y adaptación a las necesidades específicas de las comunidades, 
lo que significa una poca funcionalidad en la reducción de la violencia.
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Por otro lado, investigaciones recientes han evidenciado la importancia de los 
factores de protección como elementos clave para la prevención de la violencia 
en jóvenes. Entre estos factores se encuentra el acceso a la educación, la partici-
pación en actividades deportivas y culturales, también muestran lo importante 
que son los entornos familiares y comunitarios favorables. Sin embargo, la teoría 
coincide en que todos estos elementos se suelen aplicar de forma aislada, lo que 
significa una limitación en su efectividad en contextos donde la violencia nace 
como consecuencia de causas estructurales más profundas.

Del mismo modo, investigaciones realizadas en contextos urbanos con ca-
racterísticas similares al de la colonia Jalisco han evidenciado que la exposición 
temprana a la violencia genera procesos de normalización en la población juve-
nil. En particular, un estudio desarrollado en la colonia Santa Cecilia, ubicada 
en la misma zona metropolitana, identificó que los menores perciben la violencia 
como parte de su vida cotidiana, no solo en su entorno comunitario, sino tam-
bién en el ámbito familiar y escolar.

Se ha documentado la presencia de factores de riesgo como la violencia intra-
familiar, la ausencia de figuras parentales, el consumo y distribución de drogas, 
así como la influencia de contenidos mediáticos violentos, elementos que contri-
buyen a la reproducción de conductas agresivas y a la construcción de imagina-
rios en los que la violencia se percibe como un mecanismo válido de interacción 
social.

Estos sucesos refuerzan la idea de que la violencia en contextos como el ana-
lizado no es un fenómeno aislado, sino una problemática estructural y cultural 
que se produce desde edades tempranas, lo que incrementa la vulnerabilidad en 
diversos grupos juveniles frente a dinámicas delictivas.

A partir de lo anterior, existe la necesidad de desarrollar enfoques integrales 
que unan a la cultura de la paz, la reconstrucción del tejido social y el fortale-
cimiento de factores de protección como estrategias complementarias para la 
prevención del delito. En este contexto, la presente investigación se enfoca en 
analizar esta problemática en un contexto específico, la colonia Jalisco, en el mu-
nicipio de Tonalá, Jalisco, México, conocida por la coexistencia de dinámicas de 
convivencia social y presencia delictiva, lo que la convierte en un espacio idóneo 
para la relación entre violencia y oportunidades de desarrollo.

En los últimos años, México ha tenido un aumento en los niveles de violencia 
e inseguridad, especialmente en lugares urbanos caracterizados por la margina-
ción y una desigualdad social notable. De acuerdo con la teoría de la violencia 
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estructural desarrollada por Johan Galtung, la violencia no se limita a su mani-
festación directa a través de conductas delictivas, sino que también puede expre-
sarse mediante estructuras sociales que limitan las posibilidades de desarrollo y la 
satisfacción de necesidades humanas (Galtung, 1969).

En ese contexto, comunidades como la colonia Jalisco, reflejan la coexistencia 
de espacios destinados a la convivencia y el desarrollo social con condiciones de 
vulnerabilidad que pueden favorecer la exposición de niñas, niños y adolescen-
tes a distintas formas de violencia. Por un lado, hay espacios de convivencia y 
desarrollo como unidades deportivas, centros educativos y entornos familiares 
que promueven un desarrollo integral para los sectores juveniles. Sin embargo, 
también persisten prácticas delictivas y hechos generadores de violencia y activi-
dades ilícitas que forman parte del entorno cotidiano, aspecto que contribuye a 
la normalización de la violencia desde edades tempranas.

Esta dualidad en el ambiente social se traduce en un escenario complejo 
en el que los jóvenes crecen expuestos tanto a factores de riesgo (como la de-
lincuencia, el consumo de drogas y la falta de oportunidades) como a factores 
de protección (como la educación, el deporte, la cultura y el acompañamiento 
familiar). Asimismo, organismos internacionales como el Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia (Unicef) han señalado que la violencia que afecta 
a este grupo vulnerable se encuentra relacionada con factores individuales, fa-
miliares, comunitarios y sociales, por lo que su prevención requiere intervencio-
nes integrales que fortalezcan los entornos de protección y desarrollo (Unicef 
México, 2026). Estas acciones, además de contribuir al desarrollo integral de 
las juventudes, también son una pieza importante para la disminución de con-
ductas de riesgo y el fortalecimiento de entornos comunitarios más seguros y 
participativos.

La relación entre las condiciones sociales y familiares y la exposición de las 
juventudes a dinámicas delictivas también ha sido documentada en el contexto 
de Guadalajara. Salazar-Estrada et al. (2011), a partir del análisis de 122 expe-
dientes de adolescentes remitidos al Centro Tutelar de Menores de Jalisco, iden-
tificaron la presencia de factores relacionados con la marginación, el consumo 
de drogas, la insuficiencia económica familiar, el maltrato, la desestructuración 
familiar y la ausencia de apoyo familiar entre los adolescentes estudiados. Los 
autores advierten que la delincuencia juvenil debe comprenderse como un fe-
nómeno de origen multifactorial, en el que intervienen condiciones familiares, 
sociales y económicas.
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Por su parte, la participación de niñas, niños y adolescentes en actividades 
deportivas, artísticas y extracurriculares puede constituir un factor de protección 
al favorecer el desarrollo de recursos personales y sociales. En este sentido, Ru-
valcaba et al. (2017), a partir de un estudio realizado con 840 adolescentes mexi-
canos de entre 12 y 17 años, encontraron que la pertenencia a grupos deportivos 
y artísticos se relacionaba significativamente con mayores niveles de resiliencia, 
mientras que la participación en grupos artísticos y de scouts se asociaba con ma-
yores niveles de inteligencia emocional. Estos resultados permiten considerar que 
la incorporación de las juventudes a espacios estructurados de convivencia puede 
contribuir al fortalecimiento de capacidades individuales y vínculos sociales que 
resultan relevantes para la prevención de conductas de riesgo.

En el ámbito educativo también existen elementos que pueden contribuir a 
la prevención de la violencia y la delincuencia. Jasso López y García Montoya 
(2020), a partir del análisis de información correspondiente a 13,366 adolescen-
tes en México, encontraron que la educación cívica puede contribuir a la for-
mación de capital social, al fortalecimiento de la participación ciudadana y al 
respeto y cumplimiento de las normas de convivencia. Desde esta perspectiva, 
la educación constituye no solamente un medio para la adquisición de conoci-
mientos, sino también un espacio para desarrollar capacidades de participación, 
convivencia y resolución pacífica de problemas dentro de la comunidad.

Por ello, las estrategias orientadas a la prevención de la violencia deben partir 
de una visión integral que atienda simultáneamente las necesidades educativas, 
recreativas, culturales y alimentarias de las juventudes, particularmente en co-
munidades caracterizadas por condiciones de marginación y desigualdad social.

Ahora bien, en el ámbito de las políticas públicas implementadas en México, 
durante el gobierno de Andrés Manuel López Obrador se impulsaron programas 
dirigidos a atender condiciones sociales y económicas asociadas con la vulnera-
bilidad de las juventudes. Entre ellos destaca el programa Jóvenes Construyen-
do el Futuro, implementado a partir de 2019 con el propósito de proporcionar 
capacitación para el trabajo a jóvenes de entre 18 y 29 años que no estudiaban 
ni trabajaban, bajo una lógica de generación de oportunidades y atención de 
factores relacionados con la exclusión económica y social.

Esta política resulta particularmente relevante para la prevención del delito 
debido a que parte de una perspectiva que busca intervenir sobre condiciones so-
ciales previas a la comisión de conductas delictivas. En este sentido, Sumano Ro-
dríguez y Reyes Figueroa (2025) analizaron la relación entre la implementación 
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de Jóvenes Construyendo el Futuro y los homicidios dolosos en México. Si bien 
los autores identificaron una reducción en los niveles y tendencias de homicidio a 
nivel nacional después de la implementación del programa, el análisis realizado a 
nivel estatal sugiere que dichas reducciones podrían estar relacionadas con otros 
factores, por lo que no es posible atribuir exclusivamente al programa.

Lo anterior permite advertir que las políticas sociales orientadas a generar 
oportunidades para las juventudes constituyen una herramienta relevante dentro 
de una estrategia integral de prevención, aunque sus resultados deben ser eva-
luados de manera permanente para determinar su eficacia y su capacidad para 
responder a las condiciones particulares de cada comunidad. Desde esta perspec-
tiva, atender las causas sociales de la violencia no significa sustituir las acciones de 
seguridad y procuración de justicia, sino complementarlas mediante políticas que 
fortalezcan las oportunidades educativas, laborales, comunitarias y de desarrollo 
para las juventudes.

La experiencia mexicana demuestra que esta perspectiva de prevención social 
no se limita al ámbito teórico. La implementación de programas como Jóvenes 
Construyendo el Futuro representa un ejemplo de política pública orientada a in-
tervenir sobre algunas de las condiciones económicas y sociales que afectan a las 
juventudes. Sin embargo, la evidencia disponible también muestra la necesidad 
de evaluar rigurosamente sus resultados y de evitar asumir una relación causal 
automática entre la implementación de un programa social y la disminución de 
la violencia.

Lo anterior resulta relevante debido a que las condiciones estructurales de 
desigualdad, exclusión y falta de oportunidades pueden incrementar la vulnera-
bilidad de niñas, niños y adolescentes frente a distintos factores de riesgo asocia-
dos con la violencia y las dinámicas delictivas.

Por su parte, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(unodc) ha señalado que la prevención del delito requiere estrategias integrales 
que no se limiten a responder a las conductas delictivas una vez que estas ocu-
rren, sino que también atiendan los factores sociales y comunitarios relacionados 
con su aparición.

Sin embargo, diversos programas sociales y políticas públicas orientadas a 
la prevención del delito han mostrado resultados limitados en este tipo de con-
textos, principalmente por una falta de acompañamiento, esencialmente porque 
estos programas suelen ser temporales y desvinculados a las necesidades y con-
textos específicos de las comunidades.
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En este sentido, la exposición de las juventudes a determinados factores de 
riesgo puede incrementar su vulnerabilidad frente a conductas violentas y delic-
tivas. Bauche Madero y Rodríguez Aké (2023), en un estudio realizado con 471 
adolescentes mexicanos, identificaron asociaciones significativas entre conductas 
violento-delictivas y factores de propensión y exposición al riesgo, entre ellos las 
conductas adictivas, el apoyo familiar y la exposición a situaciones de riesgo con 
pares. Estos resultados permiten advertir la importancia de fortalecer factores de 
protección y desarrollar estrategias preventivas dirigidas específicamente a las 
juventudes.

Aquí resalta algo importante, la reconstrucción del tejido social adquiere re-
levancia como una vía para fortalecer los vínculos comunitarios afectados por la 
violencia. Mendoza y González (2016) plantean que el tejido social se encuentra 
relacionado con la configuración de vínculos sociales e institucionales que favo-
recen la cohesión, la confianza, el cuidado y la participación colectiva. Desde 
esta perspectiva, prevenir la violencia no implica únicamente reducir conductas 
delictivas, sino también fortalecer las relaciones comunitarias que permiten a las 
personas desarrollar mecanismos de apoyo y convivencia.

En el contexto mexicano, Lamas Meza y Cervantes Bravo (2023) sostienen 
que la cultura de paz debe comprenderse como un proceso que trasciende el 
ámbito estrictamente jurídico y se proyecta hacia las dimensiones sociales y co-
munitarias, vinculándose con mecanismos de justicia restaurativa y con el for-
talecimiento del tejido social. Desde esta perspectiva, la cultura de paz puede 
constituir un referente para desarrollar estrategias orientadas a la transformación 
de los conflictos y al fortalecimiento de formas de convivencia pacífica.

Por consiguiente, nace la siguiente pregunta de investigación:
¿Cómo puede la cultura de paz, a través del fortalecimiento de factores de 

protección, contribuir a la prevención del delito y al desarrollo de estilos de vida 
alejados de la violencia en niñas, niños y adolescentes de la colonia Jalisco, en 
Tonalá?

Necesidad, pertinencia e impacto
La presente investigación surge por la necesidad de analizar el porqué de la vio-
lencia en contextos urbanos marginados, donde, a pesar de la implementación de 
diversos programas sociales y políticas públicas encaminadas a la instauración de 
la cultura de paz como estilo de vida, los resultados no han sido favorables. Por lo 
mismo, es necesario profundizar en las causas que han impedido esto, es decir, la 
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disminución significativa de la violencia, especialmente en comunidades donde 
es común la mezcla entre factores de riesgo y factores de protección que resultan 
de suma importancia para el desarrollo de los menores de edad.

La pertinencia de este estudio se basa en la importancia de abordar la proble-
mática de la violencia desde un enfoque distinto al tradicional, sin centrarse úni-
camente en la reacción punitiva, sino en la prevención a partir de la instauración 
de la cultura de paz y la reconstrucción del tejido social. En contextos como los 
que tiene la colonia Jalisco, donde se presentan dinámicas de convivencia social, 
así como actividades delictivas, resulta adecuado analizar cómo la educación, el 
acceso a la cultura, el deporte y la alimentación —aspectos fundamentales de los 
factores de protección— pueden incidir en la reducción de la violencia y en la 
generación de oportunidades para la población juvenil. En otro orden de ideas, 
para que la población juvenil aspire a ser profesionistas, deportistas, artistas, o 
algún otro estilo de vida que contribuya en beneficio de la sociedad y no a ser un 
generador de violencia.

Por otra parte, este estudio es pertinente en el ámbito académico y social, 
ya que contribuye al análisis crítico de las estrategias de prevención del delito 
implementadas en México, identificando sus limitaciones y proponiendo alterna-
tivas adecuadas e integrales a los contextos específicos de la comunidad. Desde 
una perspectiva jurídica y de políticas públicas, la presente investigación permite 
reflexionar sobre la necesidad de diseñar intervenciones que atiendan las causas 
estructurales de la violencia, más allá de las soluciones inmediatas.

En cuanto al impacto, está investigación busca aportar elementos teóricos y 
prácticos que permitan comprender la relación entre cultura de paz y la recons-
trucción del tejido social a fin de que los sectores juveniles crezcan en un ambien-
te libre de violencia y tengan la posibilidad de acceder a una mejor calidad de 
vida. También se pretende generar una propuesta que pueda ser considerada en 
el diseño de programas y políticas sociales que tengan su enfoque en contextos de 
alta vulnerabilidad, contribuyendo a la mejora de los entornos sociales, con base 
en la seguridad y el fortalecimiento integral del desarrollo social.

Finalmente, esta investigación adquiere relevancia al centrarse en un caso es-
pecífico, aspecto que permite ofrecer un análisis contextualizado que puede ser 
punta de lanza para otras comunidades con características similares, promovien-
do el replicar las mismas estrategias, pero sin caer en el error que en la presente 
investigación se analiza, es decir, aplicar dichas estrategias sin adaptar y contex-
tualizar a las necesidades de cada comunidad que se pretende rescatar.
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Objetivo general
Determinar cómo la cultura de paz y la reconstrucción del tejido social, a 

través del fortalecimiento de factores de protección, contribuyen a la prevención 
del delito en jóvenes de la colonia Jalisco, Tonalá.

 
Objetivos específicos

1. Identificar los factores de riesgo y las condiciones de violencia que están 
presentes en las vidas de jóvenes en contextos de marginación urbana.

2. Examinar el papel de la cultura de paz y la reconstrucción del tejido social 
como enfoques de prevención del delito en contextos vulnerables.

3. Proponer un modelo integral basado en factores de protección —educa-
ción, deporte, cultura y alimentación— orientado a la prevención del delito en 
la colonia Jalisco.

Metodología
La presente investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, debido a que 
su propósito es comprender la relación entre la cultura de paz, la reconstrucción 
del tejido social y la prevención del delito en un contexto específico, a partir de la 
interpretación de fenómenos sociales.

En cuanto al tipo de investigación por su método, es una investigación de 
carácter documental ya que se aborda el análisis documental de teorías relacio-
nadas con la cultura de paz, así como la observación del contexto social de la 
colonia Jalisco, en Tonalá.

El tratamiento del tema es de carácter teórico-práctico, debido a que parte de 
fundamentos teóricos desarrollados por diversos autores, mismos que son aplica-
dos al análisis de una realidad concreta.

Se empleó el método inductivo, pues se parte de la observación de un caso 
particular para generar conclusiones generales sobre la cultura de paz en contex-
tos similares.

Por último, se recurrió a la revisión documental de literatura en la materia, 
así como la observación contextual, derivada del conocimiento directo sobre el 
entorno social que es objeto de estudio.

Resultado y análisis
1. Contexto de violencia y factores de riesgo

El análisis del contexto social de la colonia Jalisco, permite identificar factores 
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que involucran a lo estructural y cultural y que inciden de manera directa en la 
generación de dinámicas de violencia, especialmente entre niñas, niños y adoles-
centes. Los principales factores de riesgo que se destacan son la normalización de 
conductas delictivas, el consumo y la distribución de drogas, y lo más delicado, la 
limitada disponibilidad de oportunidades reales de desarrollo en la educación, el 
deporte y la cultura.

Algo a destacar, es la coexistencia de entornos que a primera vista parecen 
positivos pero en los que también existen prácticas que fomentan la violencia. 
Por un lado, existen espacios de integración y esparcimiento como unidades de-
portivas y centros educativos que sirven para promover la convivencia social y la 
práctica de valores y buenas costumbres; sin embargo, en estos mismos espacios 
se encuentran la presencia de dinámicas delictivas, lo que genera un impacto de 
conductas contradictorias.

Esta situación tiene un alto nivel de riesgo y presenta a la violencia como una 
alternativa viable de vida entre las infancias y las juventudes, y aún con mayor 
probabilidad en contextos donde las oportunidades legítimas de desarrollo son 
limitadas. En este sentido, el entorno social no influye solo en las decisiones de 
cada individuo, sino que va más allá, pues también configura expectativas, aspi-
raciones y formas de las relaciones sociales.

En relación con lo anterior, Paulo Freire (1970) sostiene que la educación no 
debe reducirse únicamente a la transmisión mecánica de conocimientos, sino 
que debe constituirse como una herramienta de transformación social capaz de 
generar conciencia crítica en las personas, así como modificar las condiciones 
de desigualdad y exclusión que se dan dentro de las comunidades. La educación 
adquiere una función vital en la prevención de la violencia debido a que, ayuda 
al desarrollo de capacidades para la reflexión, la toma de decisiones y la construc-
ción de proyectos de vida legítimos para la comunidad juvenil.

Lo anterior coincide con el planteamiento de Johan Galtung, quien sostiene 
que la violencia no se reduce a su manifestación directa, sino que también se ex-
presa a través de las estructuras sociales y culturales, mismas que limitan el acceso 
a oportunidades y generan condiciones de desigualdad. Bajo esta perspectiva, la 
violencia presente en la colonia no puede entenderse como un problema aislado 
y/o de seguridad, sino como consecuencia de factores estructurales más amplios 
que afectan el desarrollo social, pues mientras existan injusticias e insatisfaccio-
nes de las necesidades humanas básicas por parte de algunos seres humanos, no 
existe la paz (Galtung, 1960).
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2. Cultura de paz y reconstrucción del tejido social.
A partir del análisis teórico y contextual, se logra identificar que la cultura de 

paz es pertinente para abordar las causas profundas de la violencia en contextos 
como el que se estudió. Este enfoque implica la construcción de condiciones que 
favorezcan la convivencia pacífica, la inclusión social, la garantía de los derechos 
humanos y el respeto a la dignidad humana.

En este contexto, de acuerdo con Romero (2009), el tejido social se encuentra 
conformado por los vínculos de confianza y reciprocidad, pilares en la facili-
tación de la interacción entre las personas para generar mecanismos de apoyo 
mutuo dentro de las comunidades.

Cuando dichos vínculos se debilitan debido a la violencia, la pobreza, la des-
integración familiar y la exclusión social, las comunidades naturalmente se frag-
mentan y en automático se dificultan la convivencia pacífica, favoreciendo el 
incremento en las conductas antisociales y delictivas. Por ello se insiste, la recons-
trucción del tejido social requiere no sólo de acciones institucionales, sino de la 
participación activa de la colectividad.

Bajo este entendido, la cultura de paz y la reconstrucción del tejido social van 
de la mano al fortalecer las capacidades comunitarias con el fin de resolver con-
flictos de manera pacífica.

La reconstrucción del tejido social se presenta como un componente esencial 
dentro de la cultura de paz, ya que es un eje central en el fortalecimiento de las 
relaciones comunitarias, la generación de confianza, la práctica de valores como 
el amor, la convivencia, la solidaridad y la justicia y la promoción de la comuni-
dad en actividades sociales. Así, la participación social activa se convierte en un 
factor clave para prevenir la violencia y ayuda a generar mecanismos internos de 
regulación y apoyo.

La violencia ha debilitado de manera significativa a los vínculos sociales, tra-
yendo con ello una desconfianza y fragmentación entre las relaciones humanas 
dentro de una comunidad, y como se citó con anterioridad, de acuerdo a John 
Paul Lederach, la paz no puede imponerse únicamente desde las instituciones, 
sino que se debe construir otra vez desde la relaciones humanas. Asimismo, este 
análisis también nos permite identificar que los esfuerzos realizados por las ins-
tituciones con el fin de promover la cultura de paz han sido insuficientes o poco 
sostenibles en el tiempo.

Aunado a lo anterior, diversas investigaciones –como la titulada “Círculos para 
la paz, comunicación y cultura en Educación básica en Santa Cecilia, Guadala-
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jara, Jalisco–5  han demostrado que la implementación de estrategias basada en la 
cultura de paz puede generar impactos positivos en contextos de vulnerabilidad 
social. Un ejemplo de ello es la aplicación estructura– en transmitir ciertas ideas y 
valores importantes sin necesidad de discusión, tales como la igualdad, seguridad 
y confianza, responsabilidad, facilitación, propiedad y conexiones, mismos que 
propician la comunicación, la confianza y la participación igualitaria entre los 
sectores juveniles, favoreciendo la construcción de relaciones más sanas y colabo-
rativas. Una investigación al respecto es la de Círculos para la Paz, comunicación 
y cultura en Educación básica de Santa Cecilia, Guadalajara, Jalisco

Este tipo de estrategias muestran que la reconstrucción del tejido social no 
solo es posible, sino que requiere de espacios de participación activa donde las 
personas puedan dialogar, expresar sus experiencias y construir soluciones colec-
tivas. Por ende, la cultura de paz se consolida como un enfoque práctico que tras-
ciende lo teórico y se materializa en acciones concretas dentro de la comunidad.

3. Propuesta: fortalecimiento de factores de protección.
Se propone un modelo integral basado en el fortalecimiento de factores de 

protección para la instauración de la cultura de paz, partiendo del reconocimien-
to de que la prevención de la violencia no debe centrarse únicamente en la reduc-
ción de factores de riesgo, en aumentar los centros penitenciarios, las penas en los 
delitos o en el uso de la fuerza pública, sino en la generación de condiciones que 
favorezcan el desarrollo integral de personas.

El modelo se estructura en tres ejes fundamentales:

a) Alimentación
La garantía al acceso a una alimentación adecuada es un elemento esencial 

para el desarrollo físico y cognitivo de la colectividad juvenil. La implementación 
de comedores comunitarios, con una participación tanto de familias, autoridades 
locales, e incluso de organizaciones civiles, no solo contribuiría a mejorar las 
condiciones de vida, sino que también generaría espacios de convivencia y cohe-
sión social, además estos espacios podrían funcionar como puntos de encuentro 
comunitario que fortalezcan los lazos de pertenencia.

5	 Navejas, R, Orozco, A, & Rodriguez, P. (2021) Círculos para la Paz, comunicación y cultura 
en Educación básica de Santa Cecilia, Guadalajara, Jalisco [Archivo PDF] https://dialnet.
unirioja.es/servlet/articulo?codigo=8093440

https://dialnet
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b) Deporte y cultura
Las niñas, niños y adolescentes tienen un sentido de admiración y de aspira-

ción, en este sentido, el deporte y la cultura representan herramientas importan-
tes para la construcción de identidad disciplina y el fortalecimiento en las aspira-
ciones de este grupo juvenil. La promoción de actividades deportivas, artísticas y 
culturales permite ofrecer alternativas de estilos de vida positivos, uso de tiempo 
libre, reduciendo la exposición a entornos de riesgo, además de generar la in-
fluencia de aspiraciones a ser un deportista, artista o en general una persona que 
aporte en favor de la comunidad y no se relacione con la violencia o delincuencia.

c) Educación
Por último, construir una cultura de paz, dónde la educación es el pilar en 

el cual se apoya cualquier intento de construir un modelo antropológico de cul-
tura de paz (Jímenez 2018) y es que el acceso a una educación de calidad, es el 
principal factor de protección frente a la violencia. Más allá de la formación 
académica, la educación contribuye al desarrollo de habilidades sociales, pro-
yectos de vida y un pensamiento crítico. La vinculación entre escuelas, familias 
y comunidad es fundamental para generar entornos educativos adaptados a las 
necesidades reales de las y los estudiantes y ampliando las capacidades de las 
personas como condición para su desarrollo.

En conjunto, estos tres ejes permiten generar condiciones que favorecen a la 
consolidación de la cultura de la paz y con ello la reconstrucción del tejido social, 
pues inciden directamente en las vidas de los menores.

Conclusión
La presente investigación permitió concluir que la cultura de paz puede ser una 
vía efectiva para la reconstrucción del tejido social en las juventudes de la colonia 
Jalisco, en el municipio de Tonalá, Jalisco. Con el análisis realizado, se logró iden-
tificar que la violencia es imposible de entender como un problema de seguridad 
pública, sino también como el resultado de condiciones estructurales y culturales 
que se traducen en una limitación al acceso y oportunidades de desarrollo y favo-
recen a la reproducción de dinámicas delictivas.

La cultura de paz se posiciona como un enfoque que permite atender las cau-
sas profundas de violencia, al promover valores como el respeto, la inclusión, la 
solidaridad, el amor, la justicia, y la resolución pacífica de conflictos. Sin embar-
go, su impacto depende en gran medida de que tan débil o fuerte esté el tejido 
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social, definido éste último por Romero (2009) como aquel “conjunto de relacio-
nes efectivas que determinan las formas particulares de ser, producir, interactuar 
y proyectarse en los ámbitos familiar, comunitario, laboral y ciudadano” (p. 225).

Derivado de lo anterior, se concluye que el fortalecimiento de factores de pro-
tección — que son las condiciones básicas de bienestar como la alimentación, el 
acceso a actividades deportivas, culturales, y de educación— incide de manera 
directa en la probabilidad de que las infancias y juventudes tengan como opción 
el involucrarse en conductas y/o actividades delictivas. Estos factores de protec-
ción no solo amplían las oportunidades de desarrollo, sino que también contribu-
yen a la construcción de entornos más prósperos, seguros y resilientes.

Se identificó que los programas tradicionales que buscan la instauración de 
la cultura de paz tienen un impacto limitado en contextos como el estudiado, 
debido a la falta de continuidad y a la poca adaptación a las necesidades especí-
ficas de las comunidades. Por ello, resulta importante replantear los enfoques de 
intervención, privilegiando a las estrategias integrales, sostenidas y centradas en 
el desarrollo humano.

En conclusión, la protección de las juventudes no debe abordarse exclusiva-
mente desde una perspectiva punitiva, sino que se tienen que atender las cau-
sas generadoras de las conductas antisociales, privilegiando a la cultura de paz 
como estilo de vida y la generación de condiciones de vida que fortalezcan sus 
capacidades, oportunidades y vínculos sociales. La cultura de paz, a través del 
fortalecimiento de los factores de protección, no solo contribuyen a disminuir la 
violencia ni a la reconstrucción del tejido social, sino que representan una alter-
nativa viable en las trayectorias de vida de las nuevas generaciones.
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Laicidad e ideología en la Nueva Escuela 		
Mexicana: análisis de libros de texto

Secularism and ideology in the New Mexican School: analysis
of textbooks

Perla Deniss Hernández Basulto1

 

Resumen
La presente investigación tiene como objeto analizar la posible presencia de in-

dicadores de orientación ideológica en contenidos seleccionados del libro Proyec-
tos Comunitarios de quinto grado de primaria, elaborado en el marco de la Nueva 
Escuela Mexicana (NEM). El estudio surge a partir del debate académico y social 
generado en torno a los nuevos libros de texto gratuitos y la necesidad de examinar 
la relación entre la formación en valores, la laicidad educativa y el desarrollo del 
pensamiento crítico en la educación básica. Para ello, se empleó una metodología 
cualitativa basada en el análisis de contenido y el análisis del discurso, considerando 
indicadores como la pluralidad de perspectivas, la promoción del pensamiento críti-
co, la orientación valorativa del lenguaje, la dirección pedagógica de las actividades y 
la libertad interpretativa del alumnado. El marco teórico se sustenta en aportaciones 
de autores como John Dewey, Paulo Freire, Émile Durkheim, Hannah Arendt y John 
Stuart Mill, complementadas con el análisis del marco jurídico aplicable en materia 
educativa y de derechos de la niñez. El estudio examinó tres proyectos contenidos en 
el libro referido, identificando distintos grados de orientación valorativa en los mate-
riales analizados. Los resultados muestran distintos grados de orientación valorativa: 
el proyecto sobre publicidad incluyente fue clasificado en el Nivel 1, el proyecto sobre 
violencia de género en el Nivel 2 y el proyecto sobre prevención comunitaria en el 
Nivel 0.

Estos resultados no permiten afirmar la existencia de un proceso sistemático de 
adoctrinamiento, pero sí muestran diferencias en la pluralidad discursiva y en la aper-
tura al contraste de perspectivas. El problema jurídico que se examina es más especí-
fico: determinar si, dentro de los contenidos seleccionados, la orientación valorativa 
de determinadas perspectivas se acompaña de condiciones suficientes de pluralidad, 
cuestionamiento y libertad interpretativa. Esta distinción permite diferenciar entre la 

1	 [1] Alumna de Pregrado, Carrera de Abogado en el Centro Universitario de Tonalá, de la Uni-
versidad de Guadalajara, perla.hernandez7762@alumnos.udg.mx ORCID 0009-0002-8884-
826X
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formación legítima en valores y una eventual orientación ideológica que limite la au-
tonomía intelectual del alumnado. En este sentido, la investigación aporta elementos 
para la reflexión sobre los alcances de la formación en valores dentro de la educación 
pública y la importancia de garantizar espacios que favorezcan la autonomía intelec-
tual, la pluralidad y el pensamiento crítico en el contexto educativo mexicano.

Abstract
This research aims to analyze the possible presence of  indicators of  ideological 

orientation in selected contents of  the fifth-grade primary school textbook Commu-
nity Projects (Proyectos Comunitarios), developed within the framework of  the New 
Mexican School (Nueva Escuela Mexicana, NEM). The study arises from the acade-
mic and social debate surrounding the new free textbooks and the need to examine 
the relationship between values education, educational secularism, and the develop-
ment of  critical thinking in basic education. To achieve this objective, a qualitative 
methodology based on content analysis and discourse analysis was employed, con-
sidering indicators such as plurality of  perspectives, promotion of  critical thinking, 
evaluative language orientation, pedagogical direction of  activities, and students’ in-
terpretive freedom. The theoretical framework draws on the contributions of  authors 
such as John Dewey, Paulo Freire, Émile Durkheim, Hannah Arendt, and John Stuart 
Mill, complemented by an analysis of  the legal framework governing education and 
children’s rights. The study examined three projects included in the aforementioned 
textbook, identifying different degrees of  evaluative orientation within the analyzed 
materials. The findings reveal differences in the way certain social issues are addres-
sed, as well as variations in the level of  discursive plurality and openness to contras-
ting perspectives. In this regard, the research contributes elements for reflection on 
the scope of  values education in public schooling and highlights the importance of  
ensuring educational spaces that promote intellectual autonomy, pluralism, and criti-
cal thinking within the Mexican educational context.

Palabras claves
Nueva Escuela Mexicana, Laicidad, Ideología, Libros de texto, Pensamiento crítico.

Keywords
New Mexican School, Secularism, Ideology, Textbooks, Critical Thinking

 
Introducción
La educación es uno de los principales mecanismos por los cuales la sociedad 
transmite conocimientos y aprende del mundo. Su función es formar la identidad 
personal, desarrollo del pensamiento crítico y la integración social y democráti-
ca. Debido a esta influencia, los contenidos educativos y los materiales pedagógi-
cos empleados en las escuelas adquieren una relevancia especial, particularmente 



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

47

durante la educación básica, etapa en la que niñas y niños se encuentran en 
pleno proceso de desarrollo cognitivo, moral y social.

Desde la implementación de la Nueva Escuela Mexicana se han desarrolla-
do debates académicos y públicos en torno a la transformación curricular y a 
las características de los nuevos Libros de Texto Gratuitos. Entre los aspectos 
discutidos se encuentran su organización por proyectos, la incorporación de pro-
blemáticas sociales y comunitarias y las formas en que determinados contenidos 
son presentados al alumnado (Hernández Manzanilla, 2024; Margarito Gaspar, 
2025). En este contexto, también resulta pertinente examinar si la orientación 
valorativa de determinados contenidos se acompaña de condiciones suficientes 
de pluralidad, cuestionamiento y libertad interpretativa.

Para este contexto, surge la necesidad de reflexionar sobre los límites de for-
mación de valores, promoción de derechos humanos y la evaluación existente de 
contenidos que pueden influir en la construcción de determinadas visiones de la 
realidad, sin ofrecer espacio para otras perspectivas. En esto, la presente investi-
gación tiene como objeto analizar la posible presencia de indicadores asociados 
con procesos de orientación ideológica en contenidos específicos del libro Proyec-
tos Comunitarios de quinto grado de primaria, elaborados dentro del modelo de la 
Nueva Escuela Mexicana.

Para examinar este supuesto se empleó un enfoque cualitativo mediante análi-
sis de contenido y análisis del discurso, aplicado a tres proyectos del libro Proyectos 
Comunitarios de quinto grado. El análisis consideró cinco dimensiones: fondo, con-
tenido, uso, sentido y resultado, así como cinco indicadores relacionados con la 
pluralidad de perspectivas, la promoción del pensamiento crítico, la orientación 
valorativa del lenguaje, la dirección de las actividades y la libertad interpretativa.

Este estudio busca contribuir a los debates en torno a la educación, la laicidad, 
la libertad de pensamiento y los derechos de niñas y niños, aportando elementos 
que permitan valorar críticamente los contenidos educativos desde una perspecti-
va jurídica y pedagógica. En particular, la investigación pretende identificar si los 
materiales examinados presentan elementos susceptibles de ser interpretados como 
orientación ideológica y determinar su relación con la pluralidad de perspectivas, 
la autonomía intelectual y el pensamiento crítico en el contexto educativo.

El objetivo de la investigación consiste en analizar la posible presencia de 
indicadores asociados con procesos de orientación ideológica en tres proyectos 
seleccionados del libro Proyectos Comunitarios de quinto grado de primaria, elabo-
rado en el marco de la Nueva Escuela Mexicana.
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Como supuesto de investigación, se plantea que los contenidos seleccionados 
pueden presentar diferentes grados de orientación valorativa, particularmente 
cuando determinadas problemáticas sociales son abordadas desde perspectivas 
específicas y con distintos niveles de pluralidad, contraste de ideas y libertad in-
terpretativa para el alumnado. Este supuesto no parte de considerar que la pre-
sencia de valores sociales o democráticos constituya por sí misma una forma de 
adoctrinamiento, sino que busca examinar si la manera en que dichos valores son 
presentados permite la reflexión crítica, el contraste de perspectivas y la cons-
trucción autónoma de criterios.

Para examinar este supuesto se empleó un enfoque cualitativo, mediante aná-
lisis de contenido y análisis del discurso, aplicado a tres proyectos del libro Proyec-
tos Comunitarios de quinto grado. El análisis consideró cinco dimensiones: fondo, 
contenido, uso pedagógico, sentido y resultado, así como cinco indicadores rela-
cionados con la pluralidad de perspectivas, la promoción del pensamiento crítico, 
la orientación valorativa del lenguaje, la dirección de las actividades y la libertad 
interpretativa.

 
Corrientes teóricas sobre la educación
Desde una perspectiva sociológica, Émile Durkheim (1975, p. 53) concibe la edu-
cación como una función social destinada a garantizar la continuidad y estabili-
dad de la vida colectiva. En Educación y sociología (1975), sostiene que la escuela 
no sólo transmite conocimientos, sino que también participa en la formación 
moral e intelectual de los individuos, preparándose para su integración en la 
sociedad. Esta visión permite comprender que los sistemas educativos reflejan 
valores y necesidades propias de cada contexto histórico y social.

Por otro lado, el autor Paulo Freire menciona una visión crítica de la educa-
ción que debe ser centrada en la creación de sujetos conscientes, reflexivos y ca-
paces de transformar la realidad social. En su autoría “pedagogía del oprimido”, 
él cuestiona los modelos educativos basados en la transmisión de conocimientos, 
denomina que el educador deposita contenidos e información en los estudiantes 
sin fomentar, criticar o cuestionar, sosteniendo que en la visión ‘bancaria’ de la 
educación, el ‘saber’ es una donación de aquellos que juzgan sabios a los que 
juzgan ignorantes (Freire, 2005, p. 77), afirmando que el educador busca que los 
educandos memorizan y repiten constantemente lo aprendido.

Freire propone una educación liberadora basada en el diálogo, la reflexión y 
construcción de conocimientos, desde este enfoque, la educación debe fomentar 
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la capacidad crítica de estudiantes y permitirle comprender la realidad social de 
forma autónoma y activa. Esta perspectiva resulta pertinente para la presente 
investigación porque permite considerar la importancia del diálogo, la reflexión 
y la problematización como condiciones de una educación crítica. Desde este 
enfoque, la ausencia de espacios para cuestionar y contrastar los contenidos cons-
tituye un aspecto relevante para el análisis de los materiales educativos.

John Dewey entiende la educación como un proceso estrechamente vincu-
lado con la vida democrática y la experiencia social. En su obra Democracia y 
educación (1998, p.239) sostiene que la escuela debe fomentar la participación, 
la reflexión y la capacidad de razonamiento de los estudiantes, permitiéndoles 
comprender su entorno y actuar dentro de él de manera crítica. Desde esta pers-
pectiva, la educación no debe limitarse a la transmisión de información, sino 
contribuir a la formación de ciudadanos capaces de participar activamente en la 
vida colectiva.

El estudio del desarrollo cognitivo infantil resulta fundamental para compren-
der la relevancia que posee la educación dentro de los procesos de formación 
intelectual, social y moral de niñas y niños. De esta manera, las aportaciones 
de Jean Piaget constituyen las principales bases teóricas para analizar cómo se 
desarrolla el pensamiento durante la primera etapa de los individuos y de qué 
manera los procesos educativos influyen en la construcción del conocimiento, la 
comprensión de la realidad y el razonamiento lógico. Piaget desarrolló la teoría 
del desarrollo cognitivo basado en la idea, de que la inteligencia infantil evolucio-
na progresivamente mediante distintas etapas según la maduración biológica y su 
interacción del individuo con su entorno. El niño no adquiere conocimientos de 
manera pasiva, es decir que aprende del mundo por sí mismo, sino que construye 
activamente su comprensión del mundo a través de experiencias, aprendizajes y 
procesos de adaptación.

En su obra La psicología del niño de 1966, Piaget sostiene que el desarrollo 
intelectual ocurre mediante la interacción del entorno social y educativo a tra-
vés de construcciones sucesivas (Piaget, 2007), las etapas en las cuales se dividen 
son; sensoriomotriz, preoperacional, operaciones concretas y operaciones for-
males; y a razón de esta investigación, resulta especialmente relevante la etapa 
de operaciones concretas, la cual se basa aproximadamente de los siete a doce 
años de edad, periodo que comprende una parte importante de los años corres-
pondientes a la educación primaria, momento en donde se encuentra el estudio 
presente.
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Durante esta etapa, se desarrollan capacidades de razonamiento lógico, or-
ganización mental y comprensión de relaciones causales concretas. De acuerdo 
con el autor, las niñas y niños adquieren habilidades relacionadas con la com-
prensión, clasificación, seriación y conservación, permitiendo la estructuración 
del pensamiento, es decir, el niño se vuelve capaz de coordinar puntos de vista 
diferentes y de razonar lógicamente respecto de situaciones concretas (Piaget, 
1971, p. 65). Aunque el pensamiento lógico comienza a consolidarse, todavía 
se encuentra en proceso de desarrollo, por ello es importante la influencia del 
entorno que se encuentra el menor, por ejemplo, el educativo, ya que construye 
la percepción de la realidad, valores e ideas. Durante esta etapa se consolidan ca-
pacidades de razonamiento lógico y coordinación de diferentes puntos de vista, 
elementos que resultan relevantes para analizar las condiciones de interpretación 
y reflexión que ofrecen los materiales educativos.

Durante esta etapa, las capacidades de razonamiento lógico y coordinación 
de diferentes puntos de vista se encuentran en proceso de consolidación. Estas 
características resultan relevantes para la presente investigación porque permiten 
considerar la importancia de que los materiales educativos ofrezcan actividades 
acordes con las posibilidades de análisis, comparación y reflexión de los estudian-
tes. Por ello, las características del desarrollo cognitivo constituyen un elemento 
contextual para examinar las condiciones de interpretación que ofrecen los pro-
yectos analizados, sin asumir que los materiales determinan por sí mismos la 
formación del pensamiento del alumnado.

La educación es el mecanismo mediante el cual las sociedades transmiten for-
mas de comprensión de la realidad a las nuevas generaciones, sin embargo, debido 
a su influencia en la formación intelectual y social, los autores ya mencionados, han 
señalado que también puede convertirse en espacios de transmisión ideológica, por 
consiguiente, la educación e ideología se puede estudiar respecto a los límites entre 
formación educativa, enseñanza de valores y adoctrinamiento. En términos gene-
rales, la educación democrática busca desarrollar capacidades críticas, reflexivas y 
autónomas en los estudiantes, permitiéndoles construir criterios frente a la realidad 
social. Pero cuando el proceso educativo limita la pluralidad de ideas como verda-
des absolutas e incuestionables, puede existir el riesgo de un adoctrinamiento. El ar-
tículo de Javier Valle (2025) titulado Cómo distinguir la delgada línea entre educar 
y adoctrinar, señala la diferencia principal, la cual radica en que educar implica fo-
mentar la capacidad de análisis y razonamiento propio, mientras que el adoctrinar, 
se refiere a transmitir ideas sin permitir cuestionamiento o reflexión crítica.
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La literatura especializada también ha distinguido la educación de la indoctri-
nación a partir de la posibilidad de cuestionamiento de los contenidos transmiti-
dos. Snook (1972) plantea el problema de la indoctrinación como una forma de 
enseñanza vinculada con la aceptación de determinadas creencias sin suficiente 
apertura al examen crítico. Esta distinción resulta pertinente para la presente 
investigación, pues permite evitar que la mera presencia de valores en los mate-
riales sea considerada equivalente a adoctrinamiento.

Desde una perspectiva curricular, Apple (2008) permite considerar que los ma-
teriales educativos no son instrumentos completamente ajenos a las relaciones so-
ciales y culturales, pues la selección y organización de contenidos también puede 
contribuir a transmitir determinadas representaciones de la realidad. Esta perspec-
tiva resulta útil para analizar los libros de texto como productos culturales y pedagó-
gicos, sin asumir por ello que toda selección curricular implique adoctrinamiento.

Arendt (1996) reflexiona sobre la relación entre educación, autoridad y trans-
misión del mundo común a las nuevas generaciones. Su planteamiento resulta 
pertinente para distinguir entre la responsabilidad formativa de la educación y 
la utilización de los espacios educativos para imponer determinadas posiciones 
políticas o doctrinales.

De igual forma, las infancias deben ser protegidas frente a conflictos ideoló-
gicos, ya que la escuela no es un espacio para tal adoctrinamiento. Los riesgos 
asociados al uso de la educación como instrumento de imposición ideológica 
pueden observarse en distintos momentos históricos. Un ejemplo fue el régimen 
nacionalsocialista alemán, donde las instituciones educativas y las organizaciones 
juveniles fueron utilizadas para promover una visión política única. Este antece-
dente permite advertir la importancia de preservar la pluralidad, la libertad de 
conciencia y el pensamiento crítico dentro de los sistemas educativos.

Uno de los principales referentes teóricos sobre libertad individual y autono-
mía es John Stuart Mill, quien, en su obra Sobre la libertad (2021), desarrolla 
una defensa amplia de la libertad de pensamiento e individualidad frente a la 
imposición del Estado. La libertad constituye una condición indispensable del 
desarrollo humano debido al libre intercambio de ideas y acercamiento al cono-
cimiento. Este autor sostiene que las ideas consideradas erróneas deben poder 
expresarse y discutirse libremente permitiendo fortalecer el razonamiento y evi-
tar la imposición absoluta de una única verdad, en este sentido, Mill (2001, p. 
76) afirma que si toda la humanidad, menos una persona, fuera de una misma 
opinión, y esa persona fuera de la opinión contraria, la humanidad sería tan in-
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justa impidiendo que hablase como ella lo sería si, teniendo el poder, impidiera 
hablar a la humanidad.

A partir de esta idea, se considera que la diversidad de opiniones es esencial 
para el progreso intelectual y social, por ello cuando se vulnera, se puede debi-
litar el desarrollo autónomo de la personalidad. Desde el concepto de la indivi-
dualidad como la libertad humana, cada persona debe tener la posibilidad de 
construir y desarrollar las capacidades morales e intelectuales sin imposición de 
terceros, por ejemplo, el Estado. Estas ideas adquieren relevancia en el ambiente 
educativo por la formación de pensamiento y personalidad de las niñas y los 
niños durante su desarrollo cognitivo. En otras palabras, la libertad de pensa-
miento dentro de la educación implica que los estudiantes deberían desarrollar 
criterios propios mediante el análisis, reflexión y conocimiento plural de distintas 
perspectivas sociales y para ello la formación académica deberá evitar mecanis-
mos que limiten la visión, la pluralidad de ideas y el cuestionamiento, por ello 
debe favorecer ambientes donde exista el respeto a la libertad de conciencia y el 
desarrollo de la personalidad.

 
Contexto de la Nueva Escuela Mexicana
La Nueva Escuela Mexicana (nem) surge a partir de la reforma educativa de 2019 
con el propósito de reorientar el sistema educativo hacia un enfoque humanis-
ta, inclusivo y comunitario. De acuerdo con la Secretaría de Educación Pública 
(sep), busca fortalecer la participación social, el respeto a los derechos humanos y 
la formación integral del alumnado, incorporando contenidos vinculados con el 
contexto social y comunitario.

De acuerdo con la sep (2022), este modelo busca formar ciudadanos críticos, 
solidarios y comprometidos con la transformación de su entorno social. Para la 
nem, su idea de la educación no solamente se limita a la transmisión de conoci-
mientos, sino en la contribución a la comunidad. Esta perspectiva tiene relación 
con autores como John Dewey (2004), quien sostiene que la educación está vin-
culada con una vida democrática y la experiencia social. Asimismo, se puede ver 
la influencia de Paulo Freire hablando de la educación crítica y conciencia social.

Los nuevos libros de texto incorporan ejes articuladores como pensamiento 
crítico, inclusión e interculturalidad crítica, particularmente en materiales como 
Proyectos Comunitarios. Sin embargo, su implementación ha generado debates entre 
especialistas, organizaciones civiles y actores políticos, quienes han discutido la 
posible presencia de sesgos ideológicos dentro de algunos contenidos escolares.
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La literatura reciente también ha comenzado a examinar de manera especí-
fica los contenidos de los nuevos libros de texto. Hernández Manzanilla (2024), 
al analizar el libro Nuestros Saberes de sexto grado, identifica áreas de oportunidad 
en la construcción de categorías vinculadas con la formación cívica. Este ante-
cedente permite advertir que el análisis de los materiales de la nem constituye un 
campo de investigación todavía en desarrollo y respalda la pertinencia de realizar 
estudios centrados en contenidos y grados escolares específicos.

Esta transformación de los materiales también ha sido objeto de análisis aca-
démico reciente, Margarito Gaspar (2025) señala que los nuevos Libros de Tex-
to Gratuitos modifican la organización tradicional por asignaturas y adoptan 
proyectos integradores vinculados con el aula, la escuela y la comunidad. Esta 
característica resulta relevante para la presente investigación, debido a que los 
contenidos analizados no se presentan únicamente como información temática, 
sino como actividades orientadas a la participación y resolución de problemáti-
cas contextualizadas.

La Secretaría de Educación Pública es la dependencia responsable de con-
ducir la política educativa federal y, en el ámbito de los materiales educativos, 
coordina su elaboración y distribución mediante las instancias correspondientes, 
entre ellas la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos (sep, 2024). Los 
materiales de la Nueva Escuela Mexicana se elaboran en el marco del Plan de 
Estudio para la educación preescolar, primaria y secundaria 2022, que reorgani-
za los contenidos mediante campos formativos, ejes articuladores y proyectos in-
tegradores. En este marco se ubica el libro Proyectos Comunitarios de quinto grado, 
objeto del análisis desarrollado en esta investigación.

La implementación de los nuevos materiales educativos también ha generado 
debates públicos y académicos respecto de su estructura, organización, conteni-
dos y orientación pedagógica. Las investigaciones recientes han señalado tanto 
las transformaciones que introducen estos materiales como áreas de oportunidad 
relacionadas con su organización y construcción discursiva (Hernández Manza-
nilla, 2024; Margarito Gaspar, 2025). En este contexto, la presente investigación 
no parte de asumir que dichas características constituyan por sí mismas una for-
ma de orientación ideológica, sino que propone examinarlas mediante categorías 
e indicadores específicos.

Asimismo, los libros promueven el trabajo colaborativo y la participación so-
cial como elementos esenciales del proceso educativo. Las actividades suelen re-
querir diálogo grupal, investigación comunitaria, reflexión colectiva y propuestas 



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

54

de acción social. En consecuencia, el alumno deja de ser concebido únicamente 
como receptor de información y se convierte en un participante activo dentro 
de su comunidad educativa. Otra característica que promueve estos libros es la 
incorporación de ejes articuladores, donde se destaca la inclusión, igualdad de 
género, interculturalidad crítica, pensamiento crítico y vida saludable, lo que pro-
voca una configuración de una orientación pedagógica.

La incorporación de contenidos relacionados con problemáticas sociales y 
comunitarias constituye una característica relevante de la propuesta educativa 
de la Nueva Escuela Mexicana. Sin embargo, la inclusión de estos temas no per-
mite determinar por sí misma la existencia de una orientación ideológica. Para 
efectos de esta investigación, el interés se centra en examinar la forma en que 
tales contenidos son construidos y presentados al alumnado, particularmente con 
relación con la pluralidad de perspectivas, la posibilidad de cuestionamiento, la 
orientación valorativa del lenguaje y la libertad para desarrollar interpretaciones 
propias. En consecuencia, la posible existencia de orientación ideológica no se 
presupone por el contenido temático, sino que constituye una cuestión empírica 
que será examinada mediante las categorías e indicadores establecidos.

 
Marco jurídico
El análisis jurídico parte del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (cpeum), que reconoce el derecho a la educación, establecien-
do los principios, fines y criterios que deben regir la educación impartida por el 
Estado. Entre sus disposiciones se encuentra el carácter laico de la educación 
estatal, vinculado expresamente con la libertad de creencias y con la obligación 
de mantenerla ajena a cualquier doctrina religiosa. Asimismo, se establecen fi-
nes relacionados con el desarrollo armónico de las facultades de las personas, el 
respeto a los derechos humanos, la dignidad, la igualdad y otros principios que 
orientan la función educativa del Estado.

A partir de esta disposición constitucional, es necesario distinguir entre el sig-
nificado jurídico expreso de la laicidad y su interpretación doctrinal, para efectos 
de esta investigación. En sentido constitucional, la laicidad educativa implica que 
la educación impartida por el Estado debe mantenerse ajena a cualquier doc-
trina religiosa. No obstante, desde una perspectiva doctrinal, la laicidad puede 
analizarse también en relación con la protección de la libertad de conciencia, la 
pluralidad de convicciones y la ausencia de imposiciones doctrinales dentro de los 
espacios públicos. Esta segunda dimensión constituye una interpretación analítica 
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que permite examinar la relación entre la laicidad y la libertad de pensamiento, 
pero no debe atribuirse literalmente al texto del artículo 3o. constitucional.

En este marco, la investigación utiliza el concepto de neutralidad ideológica 
como una categoría analítica y no como una definición textual de la cpeum. La 
neutralidad se entiende, para efectos del presente estudio, como la obligación de 
evitar que los materiales educativos estatales presenten una determinada pers-
pectiva ideológica como incuestionable, cuando ello pueda limitar la pluralidad, 
el contraste de ideas o la formación autónoma del pensamiento. Esta interpre-
tación se relaciona con los fines constitucionales de la educación y con la necesi-
dad de garantizar el respeto a los derechos humanos y al desarrollo integral del 
alumnado.

La Ley General de Educación (Cámara de Diputados del H. Congreso de la 
Unión, 2024). complementa este marco constitucional. En particular, establece 
principios relacionados con el interés superior de niñas, niños, adolescentes y 
jóvenes en el ejercicio de su derecho a la educación, así como con el desarrollo in-
tegral y la formación de capacidades. La legislación también incorpora dentro de 
los fines educativos elementos vinculados con el pensamiento crítico, la participa-
ción y el análisis de la realidad, aspectos relevantes para la presente investigación.

En cuanto a los materiales educativos, la Ley General de Educación con-
templa los libros de texto y demás materiales como herramientas del Sistema 
Educativo Nacional para contribuir al cumplimiento de los fines de la educación 
establecidos en el artículo 3° ya mencionado. Por ello, su análisis resulta jurídica-
mente relevante cuando se examina si la forma en que determinados contenidos 
favorecen o limitan los principios de pensamiento crítico, pluralidad y autonomía 
intelectual.

Por otra parte, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes (2014) reconoce como principios rectores, entre otros, el interés superior de 
la niñez, la participación y la autonomía progresiva. Estos principios adquie-
ren especial relevancia en el análisis de materiales dirigidos a estudiantes de 
educación primaria, debido a que obligan a considerar a niñas y niños como 
sujetos de derechos y no únicamente como receptores pasivos de contenidos 
educativos.

De igual manera, el marco internacional de protección de los derechos de la 
niñez reconoce la libertad de pensamiento y el derecho a una educación orien-
tada al desarrollo integral de la persona. En consecuencia, el marco jurídico de 
esta investigación permite establecer los parámetros desde los cuales serán exa-
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minados los materiales: laicidad, derechos humanos, interés superior de la niñez, 
autonomía progresiva, libertad de pensamiento y formación crítica.

Desde esta perspectiva, la investigación no sostiene que la promoción de va-
lores constitucionales o democráticos sea incompatible con la laicidad. El pro-
blema jurídico que se examina es más específico: determinar si, dentro de los 
contenidos seleccionados, la orientación valorativa de determinadas perspectivas 
se acompaña de condiciones suficientes de pluralidad, cuestionamiento y libertad 
interpretativa. Esta distinción permite diferenciar entre la formación legítima en 
valores y una eventual orientación ideológica que limite la autonomía intelectual 
del alumnado.

Desde una perspectiva doctrinal, la laicidad puede relacionarse con la protec-
ción de la libertad de conciencia y la pluralidad de convicciones dentro del es-
pacio público. Esta interpretación complementa, pero no sustituye, el contenido 
expreso del artículo 3o. constitucional. En este sentido, Carbonell (2004) analiza 
los derechos fundamentales como límites al ejercicio del poder público y como 
mecanismos de protección de las libertades individuales.

A partir de esta aproximación doctrinal, la presente investigación utiliza la 
neutralidad ideológica como una categoría analítica para valorar si determina-
dos contenidos presentan una perspectiva como única o incuestionable. No se 
sostiene que el Estado deba carecer de toda orientación valorativa, sino que la 
formación en valores debe analizarse en relación con la libertad de pensamiento, 
la pluralidad y la posibilidad de desarrollar criterios propios.

 
Metodología
La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, debido a que el objeto 
de estudio requiere examinar significados, orientaciones valorativas, formas de 
construcción discursiva y posibilidades de interpretación presentes en materiales 
educativos. El método empleado fue el análisis de contenido cualitativo, enten-
dido como un procedimiento sistemático para identificar y examinar categorías, 
significados y patrones presentes en un conjunto determinado de materiales.

De manera complementaria, se empleó el análisis del discurso, aplicado espe-
cíficamente a las expresiones valorativas, instrucciones, formulaciones de las acti-
vidades y formas de representación de los problemas sociales, con el propósito de 
identificar cómo se construyen determinadas interpretaciones y si se presentan 
como abiertas al cuestionamiento o como respuestas previamente establecidas.

La técnica de investigación consistió en el análisis documental del libro Pro-
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yectos Comunitarios de quinto grado de primaria, correspondiente al ciclo escolar 
2024–2025 y elaborado por la Secretaría de Educación Pública. La unidad de 
análisis estuvo constituida por tres proyectos seleccionados, debido a que abor-
dan problemáticas sociales relacionadas con inclusión, igualdad de género y par-
ticipación comunitaria.

La muestra quedó integrada por los siguientes contenidos: “¡Por una publici-
dad incluyente!”, correspondiente a las páginas 34–43; “La niñez unida contra la 
violencia de género”, correspondiente a las páginas 204–215; y “Juntos hacemos 
comunidad para prevenir”, correspondiente a las páginas 264–277. La selección 
se realizó de manera intencional, considerando que los tres proyectos permiten 
observar distintas formas de abordar problemáticas sociales y valores dentro de 
los materiales educativos.

Para el análisis se establecieron cinco dimensiones: fondo, contenido, uso, 
sentido y resultado. Las dimensiones fueron construidas tomando como referen-
cia los principios del análisis de contenido cualitativo desarrollados por Bardin 
(2002) y Krippendorff (2018), complementados con elementos del análisis del 
discurso de Van Dijk (1999). Estos referentes permitieron orientar la identifica-
ción sistemática de unidades de significado, expresiones valorativas, formas de 
representación y patrones discursivos presentes en los materiales.

Esta elección metodológica resulta pertinente debido a que investigaciones 
recientes han empleado el análisis crítico del discurso para examinar la relación 
entre ideología, poder y discurso educativo en el contexto de la Nueva Escuela 
Mexicana. González González (2026), por ejemplo, emplea un corpus compues-
to por documentos normativos, curriculares, materiales pedagógicos y discursos 
políticos vinculados con la nem e identifica operaciones discursivas relacionadas 
con legitimación, autonomía, control y orientación política del pensamiento crí-
tico. En el presente estudio, esta perspectiva se retoma únicamente como apo-
yo para examinar la construcción discursiva de los materiales seleccionados, sin 
trasladar directamente sus categorías al instrumento de análisis.

La dimensión de fondo comprende el contexto general de cada proyecto, 
la problemática social abordada y los valores que enmarcan el contenido. La 
dimensión de contenido examina los conceptos, expresiones, ideas, mensajes e 
imágenes presentes en los materiales. La dimensión de uso analiza la finalidad 
pedagógica de las actividades, las acciones solicitadas al alumnado y la manera 
en que se promueve la reflexión o la adopción de determinadas posturas. La 
dimensión de sentido examina el mensaje principal y la orientación valorativa 
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del discurso, mientras que la dimensión de resultado considera los aprendizajes, 
actitudes o formas de pensamiento que potencialmente pretende favorecer el 
contenido, a partir de las actividades, instrucciones y mensajes analizados. Esta 
dimensión no pretende medir efectos reales en el alumnado, sino identificar los 
resultados formativos que el propio material parece orientar o promover.

A partir de estas dimensiones se establecieron cinco indicadores de análisis: a) 
pluralidad de perspectivas, para identificar si se presentan diversas interpretacio-
nes sobre un mismo tema; b) promoción del pensamiento crítico, para determi-
nar si las actividades permiten cuestionar, comparar o debatir diferentes puntos 
de vista; c) orientación valorativa del lenguaje, para identificar expresiones que 
presentan determinadas posturas como superiores, correctas o indiscutibles; d) 
dirección de las actividades, para observar si las instrucciones permiten construir 
conclusiones propias o conducen hacia una respuesta previamente establecida; y) 
libertad interpretativa, para determinar si el alumnado dispone de espacio sufi-
ciente para desarrollar una opinión propia sobre el tema abordado.

La presencia de valores sociales, democráticos o de derechos humanos no fue 
considerada, por sí misma, como evidencia de adoctrinamiento. El análisis se 
concentró en determinar la forma en que dichos valores son presentados y en 
identificar si existen condiciones de pluralidad, cuestionamiento, contraste de 
perspectivas y libertad interpretativa. De esta manera, la investigación distingue 
entre la formación legítima en valores y la posible orientación ideológica cuando 
una determinada perspectiva limita de manera significativa la posibilidad de re-
flexión o contraste.

Para sistematizar los hallazgos se estableció una escala cualitativa de cuatro 
niveles. (Tabla 1)

La asignación del nivel no equivale a determinar la existencia de adoctrina-
miento, sino que representa el grado de presencia de los indicadores definidos 
para este estudio.

Finalmente, el procedimiento consistió en examinar cada uno de los tres pro-
yectos conforme a las cinco dimensiones y los cinco indicadores establecidos, 
identificar las características discursivas y pedagógicas relevantes y, a partir de su 
conjunto, asignar el nivel cualitativo correspondiente.

La asignación del nivel se realizó mediante una valoración conjunta de los 
cinco indicadores, sin considerar que la presencia aislada de uno de ellos fuera 
suficiente para elevar la clasificación. El Nivel 0 se asignó cuando no se identifi-
caron restricciones relevantes a la pluralidad o libertad interpretativa; el Nivel 1 
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cuando existió una orientación valorativa explícita pero acompañada de posibi-
lidades de reflexión y construcción autónoma; el Nivel 2 cuando predominó una 
interpretación específica y las alternativas discursivas fueron limitadas; y el Nivel 
3 cuando se identificó una visión predominantemente única acompañada de es-
caso margen para el cuestionamiento o la interpretación propia.

 
Resultados y análisis
El análisis se centra en el libro Proyectos Comunitarios de quinto grado de primaria, 
correspondiente a la edición 2024, en tres contenidos específicos: “¡Por una pu-
blicidad incluyente!”, “La niñez unida contra la violencia de género” y “Juntos 
hacemos comunidad para prevenir”. Estos temas abordan problemáticas socia-
les contemporáneas, como son la inclusión, igualdad de género y participación 
social que son principios formativos de la Nueva Escuela Mexicana. De igual 
forma, estos proyectos están dirigidos a estudiantes de quinto grado de primaria, 
quienes se encuentran, de acuerdo con el marco teórico empleado, en una etapa 
de consolidación del razonamiento lógico aplicado a situaciones concretas. En 
este período adquieren especial relevancia las actividades que permiten compa-
rar perspectivas, establecer relaciones, analizar situaciones y construir progresi-
vamente criterios propios.

La clasificación se explica principalmente por la coexistencia de una orienta-
ción valorativa favorable a la inclusión con actividades que permiten analizar los 
mensajes publicitarios y elaborar propuestas propias, por lo que la orientación no 
se traduce en una restricción significativa de la libertad interpretativa.

Tabla 1. Criterios de clasificación para el análisis de resultados
Nivel Criterio de clasificación

0 No se identifican indicadores relevantes de orientación valorativa que limiten la 
pluralidad o libertad interpretativa.

1 Se identifica orientación valorativa, pero existen posibilidades suficientes de 
reflexión, análisis y elaboración de respuestas propias.

2 Predomina una interpretación específica y existen posibilidades limitadas de con-
traste o perspectivas alternativas.

3 Predomina una visión única del tema y existe escaso margen para cuestionamien-
to, contraste o interpretación autónoma.

Cuadro elaboración propia.
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El proyecto “¡Por una publicidad incluyente!” (SEP, 2024, pp. 34–43) aborda 
la representación de distintos grupos sociales en la publicidad y la influencia que 
los mensajes publicitarios pueden ejercer sobre la percepción de la diversidad. 
Las actividades proponen analizar anuncios y ejemplos de publicidad engañosa 
o excluyente, reflexionar sobre sus características y elaborar propuestas alterna-
tivas.

Desde la dimensión de fondo, el proyecto parte de una problemática relacio-
nada con la inclusión y la representación social. En cuanto al contenido, se obser-
va una orientación favorable hacia la inclusión y el respeto a la diversidad, lo que 
constituye una orientación valorativa explícita. Sin embargo, la presencia de este 
valor no fue considerada por sí misma como un indicador de adoctrinamiento.

Respecto al uso pedagógico, las actividades solicitan al alumnado observar, 
analizar y elaborar propuestas propias. Esto favorece la participación activa y 
permite que las conclusiones sean construidas a partir del análisis del material. 
En cuanto al sentido, existe una valoración positiva de la inclusión, pero no se 
observa que dicha valoración elimine la posibilidad de reflexión. Finalmente, 
respecto al resultado potencial, las actividades buscan favorecer una actitud re-
flexiva frente a los mensajes publicitarios y no la aceptación de una respuesta 
previamente determinada.

En relación con los indicadores establecidos, se identifica una orientación va-
lorativa en el tratamiento de la inclusión, pero también se observa apertura para 
el análisis y la elaboración de propuestas propias. La combinación de estos ele-
mentos corresponde al Nivel 1 de la escala: orientación valorativa leve con espa-
cio para la reflexión. Por ello, este resultado no proporciona elementos suficientes 
para sostener la existencia de adoctrinamiento.

El proyecto “La niñez unida contra la violencia de género” (SEP, 2024, pp. 
204–215) aborda la violencia de género como una problemática que afecta la 
convivencia y el ejercicio de los derechos humanos. Para ello, desarrolla conteni-
dos relacionados con igualdad, discriminación, violencia de género y convivencia 
respetuosa, mediante actividades que invitan al alumnado a identificar situacio-
nes de desigualdad, analizar sus consecuencias e investigar posibles acciones de 
prevención.

En comparación con los demás casos analizados, este proyecto presenta los 
indicadores más notorios de orientación valorativa. El contenido se desarrolla 
desde una perspectiva claramente favorable a la igualdad de género y a la pre-
vención de la violencia, mientras que algunas actividades parten de premisas pre-
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viamente definidas que orientan al alumnado hacia determinadas conclusiones. 
Desde la metodología empleada, ello constituye un indicador moderado (Nivel 
2), debido al predominio de una interpretación específica y a la limitada presen-
cia de enfoques alternativos. Sin embargo, al tratarse de contenidos vinculados 
con la protección de derechos humanos y la prevención de la violencia, los resul-
tados no permiten afirmar la existencia de adoctrinamiento.

Como último ejemplo analizado, está el proyecto “Juntos hacemos comuni-
dad para prevenir” (sep 2024, pp. 264–277). Éste se enfoca en la identificación 
y prevención de riesgos presentes en el entorno comunitario, a partir de temas 
como participación ciudadana, corresponsabilidad, organización comunitaria y 
trabajo colaborativo, las actividades proponen que el alumnado investigue pro-
blemáticas de su contexto y diseñe estrategias de prevención orientadas al bien-
estar colectivo.

El análisis realizado no permitió identificar indicadores relevantes asociados 
con procesos de adoctrinamiento. El contenido mantiene un enfoque predomi-
nantemente práctico y descriptivo, orientado a la resolución de problemas con-
cretos mediante la participación comunitaria. Las actividades ofrecen espacio 
para que los estudiantes analicen su realidad inmediata y formulen propuestas 
propias, razón por la cual este proyecto se clasifica en el Nivel 0, al no identifi-
carse indicadores relevantes que limitan la pluralidad o la libertad interpretativa.

En conjunto, los resultados muestran distintos grados de orientación valora-
tiva entre los proyectos analizados. Los indicadores son más perceptibles cuando 
predomina una interpretación específica de determinados fenómenos sociales y 
se reduce la exposición de perspectivas alternativas. Sin embargo, la presencia de 
estos elementos no permite afirmar por sí misma una vulneración de derechos de 
la niñez ni la existencia de un proceso de adoctrinamiento, por lo que sus implica-
ciones deben valorarse a partir del marco jurídico y de las condiciones de plurali-
dad, pensamiento crítico y libertad interpretativa identificadas en cada proyecto.

 
Conclusiones
En definitiva, los resultados obtenidos permiten identificar que los proyectos ana-
lizados presentan distintos niveles de orientación valorativa. En términos genera-
les, los contenidos examinados promueven valores relacionados con la inclusión, 
la igualdad, la participación comunitaria y la conciencia social; sin embargo, 
también se observaron diferencias en el grado de pluralidad de perspectivas ofre-
cidas al alumnado y en la amplitud de los espacios destinados al contraste crítico 
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de ideas. Mientras algunos proyectos favorecen la reflexión y la participación 
activa de los estudiantes, otros muestran una mayor orientación hacia determi-
nadas interpretaciones de los fenómenos sociales abordados.

No obstante, los hallazgos de la investigación no permiten afirmar de manera 
concluyente la existencia de un proceso sistemático de adoctrinamiento dentro 
de los materiales analizados. Lo que sí puede señalarse es la presencia de ele-
mentos discursivos que privilegian ciertas perspectivas valorativas sobre otras, 
situación que plantea interrogantes relevantes respecto de la necesidad de garan-
tizar la pluralidad, la apertura al debate y la exposición a diversos puntos de vista 
dentro de los procesos educativos.

Desde la perspectiva de la educación democrática y a partir de la interpre-
tación doctrinal de la laicidad desarrollada en este estudio, resulta deseable que 
los contenidos escolares favorezcan el pensamiento crítico mediante el análisis de 
distintas interpretaciones de la realidad, permitiendo que los estudiantes desarro-
llen progresivamente criterios propios y autónomos.

Asimismo, el estudio pone de manifiesto la importancia de distinguir entre la 
formación en valores constitucionales y democráticos, legítimamente reconoci-
dos por el sistema educativo mexicano, y la posible promoción de perspectivas 
ideológicas específicas que no ofrezcan suficientes oportunidades para la delibe-
ración crítica. Esta distinción resulta fundamental para preservar el equilibrio 
entre los fines formativos de la educación y el respeto a la libertad de conciencia, 
la autonomía personal y el interés superior de la niñez.

Finalmente, deben reconocerse las limitaciones de la presente investigación. 
El análisis se concentró en un número reducido de proyectos pertenecientes a 
un solo libro de texto y a un grado escolar específico, por lo que sus resultados 
no pueden generalizarse a la totalidad de los materiales educativos de la Nueva 
Escuela Mexicana.

En consecuencia, futuras investigaciones podrían ampliar la muestra de estu-
dio mediante el análisis de otros libros, grados escolares y campos formativos, así 
como incorporar metodologías complementarias que examinen la implementa-
ción práctica de estos contenidos en el aula y la forma en que son interpretados 
por docentes y estudiantes. Ello permitiría contar con una comprensión más am-
plia y rigurosa sobre la relación entre educación, laicidad, pluralismo y forma-
ción ciudadana en el contexto educativo mexicano contemporáneo.
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Los Derechos Dumanos en el Derecho
Tributario en México:

un análisis histórico y crítico
Human Rights in Mexican Tax Law: A Historical and Critical Analysis.
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Resumen
El presente artículo analiza de manera integral y crítica la evolución histórica del 

sistema tributario en México, desde sus antecedentes en las civilizaciones antiguas 
hasta su configuración contemporánea. A partir de una metodología cualitativa do-
cumental, se examina la relación entre el desarrollo del sistema fiscal y la progresiva 
incorporación de los derechos humanos en el ámbito tributario, particularmente a 
partir de la reforma constitucional de 2011.

El estudio identifica que, aunque el sistema tributario ha transitado hacia modelos 
más estructurados y normativamente complejos, persisten problemáticas relaciona-
das con la equidad, la proporcionalidad y la efectiva protección de los derechos del 
contribuyente.

Asimismo, se sostiene que existe una tensión constante entre la función recaudato-
ria del Estado y la garantía de los derechos fundamentales, lo cual exige una revisión 
crítica del modelo actual.

Finalmente, se concluye que es necesario fortalecer la cultura fiscal, la capacitación 
institucional y los mecanismos de defensa del contribuyente para lograr un sistema 
tributario más justo, transparente y acorde con los principios constitucionales y los 
derechos humanos.

Abstract
This article provides a comprehensive and critical analysis of  the historical evolu-

tion of  the tax system in Mexico, from its origins in ancient civilizations to its con-
temporary configuration. Through a qualitative documentary methodology, the rela-
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tionship between fiscal development and the incorporation of  human rights into tax 
law—particularly after the 2011 constitutional reform—is examined.

The study finds that, despite structural and regulatory advances, significant cha-
llenges remain regarding equity, proportionality, and the effective protection of  tax-
payers&39; rights. It also highlights the ongoing tension between the State&39; reve-
nue-raising function and the safeguarding of  fundamental rights.

The paper concludes that strengthening fiscal culture, institutional capacity, and 
taxpayer protection mechanisms is essential to achieving a fairer and more transpa-
rent tax system.

 
Palabras clave

Derecho tributario, derechos humanos, sistema fiscal mexicano, proporcionalidad, 
equidad, contribuyentes
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Tax law, human rights, Mexican tax system, proportionality, equity, taxpayers
 

Planteamiento del problema 
El sistema tributario constituye uno de los principales instrumentos mediante los 
cuales el Estado obtiene los recursos necesarios para financiar el gasto público y 
atender las necesidades colectivas. En el caso mexicano, la obligación de contri-
buir al gasto público se encuentra vinculada con principios constitucionales que 
delimitan el ejercicio de la potestad tributaria, entre ellos la legalidad, propor-
cionalidad y equidad. En este sentido, la relación entre el Estado y las personas 
contribuyentes no puede comprenderse únicamente desde una perspectiva re-
caudatoria, sino también desde la protección de los derechos que corresponden a 
quienes se encuentran sujetos al cumplimiento de obligaciones fiscales.

La evolución histórica del sistema tributario mexicano muestra un proceso 
de transformación de las formas de recaudación y de las instituciones encarga-
das de administrar los recursos públicos. Sin embargo, dicha evolución también 
permite identificar la necesidad de establecer límites jurídicos al ejercicio de la 
potestad tributaria, de manera que la obtención de ingresos públicos sea com-
patible con los principios constitucionales y con la protección de los derechos 
humanos.

Esta relación adquiere especial relevancia a partir de la reforma constitucio-
nal en materia de derechos humanos de 2011, debido a que modificó el paráme-
tro desde el cual deben interpretarse y aplicarse las normas jurídicas. En conse-
cuencia, las autoridades fiscales, como parte de las autoridades del Estado, deben 
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ejercer sus atribuciones dentro del marco de protección de los derechos humanos 
y de los principios constitucionales que rigen la materia tributaria.

En el ámbito tributario, los principios de proporcionalidad y equidad consti-
tuyen elementos fundamentales para determinar los límites de la obligación de 
contribuir. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la pro-
porcionalidad tributaria se relaciona con la capacidad económica de las personas 
contribuyentes, mientras que la equidad exige que quienes se encuentren en una 
misma situación frente a un tributo reciban un tratamiento jurídico equivalente. 
De esta manera, ambos principios funcionan como parámetros para valorar la 
constitucionalidad de las cargas tributarias.

No obstante, el reconocimiento constitucional de estos principios no elimina 
por sí mismo las dificultades que pueden presentarse en la relación entre las auto-
ridades fiscales y las personas contribuyentes. La complejidad de las obligaciones 
tributarias, la necesidad de contar con información clara y oportuna, el conoci-
miento de los mecanismos de defensa y la actuación de las autoridades fiscales 
constituyen aspectos que deben analizarse desde una perspectiva de derechos 
humanos.

Por ello, resulta necesario estudiar la evolución histórica del sistema tributario 
mexicano no como una sucesión exclusivamente cronológica de normas e ins-
tituciones, sino como un proceso en el que progresivamente se han establecido 
principios, límites y mecanismos orientados a equilibrar la potestad recaudatoria 
del Estado con los derechos de las personas contribuyentes.

En este contexto, el problema de investigación consiste en determinar de qué 
manera la evolución histórica del sistema tributario mexicano se relaciona con el 
reconocimiento y protección de los derechos humanos de las personas contribu-
yentes, y en qué medida el marco jurídico vigente permite armonizar la función 
recaudatoria del Estado con los principios de legalidad, proporcionalidad y equi-
dad tributarias.

A partir de este problema, el análisis histórico y crítico permitirá identificar 
las principales transformaciones del sistema tributario mexicano y examinar su 
relación con el proceso de reconocimiento y protección de los derechos humanos 
en materia tributaria.

Desde una perspectiva doctrinal, la justicia tributaria puede comprenderse 
como un principio que busca establecer una distribución razonable de las cargas 
públicas, atendiendo a criterios de igualdad, capacidad contributiva y protección 
de la persona. En este sentido, la relación entre potestad tributaria y derechos 



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

68

humanos no puede limitarse al cumplimiento formal de las obligaciones fiscales, 
sino que debe considerar los fundamentos de justicia que justifican la imposición 
y sus límites dentro del Estado constitucional de derecho.

Asimismo, la dimensión filosófica de la justicia resulta pertinente para anali-
zar la materia tributaria, debido a que permite valorar si la distribución de las 
cargas públicas responde a criterios de equidad y si el ejercicio del poder estatal 
respeta la dignidad y los derechos de las personas. Desde esta perspectiva, la ca-
pacidad contributiva constituye no solamente un criterio técnico de imposición, 
sino también un elemento relacionado con la justicia en la distribución de las 
cargas fiscales.

 
Hipótesis
La evolución histórica del sistema tributario mexicano ha permitido incorporar 
de manera progresiva principios constitucionales y mecanismos jurídicos orienta-
dos a la protección de los derechos de las personas contribuyentes; sin embargo, 
la permanencia de prácticas y dificultades en la aplicación de las normas fiscales 
evidencia que aún existe una tensión entre la función recaudatoria del Estado y la 
garantía efectiva de los derechos humanos. Por tanto, se sostiene que el fortaleci-
miento de los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad tributarias, así 
como de los mecanismos de protección y defensa de las personas contribuyentes, 
resulta necesario para lograr una mayor armonización entre la potestad tributa-
ria del Estado y la protección de los derechos humanos en México.

Objetivo general
Analizar la evolución histórica del sistema tributario mexicano y su relación con 
el reconocimiento y protección de los derechos humanos de las personas con-
tribuyentes, con el propósito de identificar los principales cambios jurídicos e 
institucionales y valorar la manera en que los principios de legalidad, proporcio-
nalidad y equidad contribuyen a armonizar la potestad tributaria del Estado con 
la protección de los derechos humanos.

Objetivos específicos
•	 Examinar la evolución histórica del sistema tributario mexicano, desde sus 

antecedentes prehispánicos hasta la configuración del sistema tributario 
contemporáneo.

•	 Identificar los principales principios constitucionales que delimitan el ejer-
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cicio de la potestad tributaria, particularmente los principios de legalidad, 
proporcionalidad y equidad.

•	 Analizar la incorporación de los derechos humanos al ámbito tributario a 
partir de la reforma constitucional de 2011 y su impacto en la actuación 
de las autoridades fiscales.

•	 Relacionar la evolución del sistema tributario con el reconocimiento pro-
gresivo de los derechos de las personas contribuyentes y con los mecanis-
mos jurídicos destinados a su protección.

•	 Valorar los principales retos que persisten en la protección efectiva de los 
derechos humanos de las personas contribuyentes y su relación con la 
función recaudatoria del Estado.

 
Introducción
El derecho tributario constituye un ámbito fundamental de la relación entre el 
Estado y las personas, debido a que establece las normas que regulan la obten-
ción de recursos destinados al financiamiento del gasto público. La obligación 
de contribuir, además de representar un deber jurídico, se encuentra vinculada 
con principios y derechos que buscan establecer límites al ejercicio de la potestad 
tributaria y garantizar que las cargas fiscales se determinen y apliquen dentro del 
marco constitucional.

En México, el sistema tributario ha experimentado diversas transformaciones 
a lo largo de su historia. Las formas de recaudación, las instituciones fiscales 
y las normas que regulan las contribuciones han respondido a diferentes cir-
cunstancias políticas, económicas y sociales. El estudio de esta evolución permite 
comprender que el sistema tributario contemporáneo es resultado de un proceso 
histórico en el que gradualmente se han establecido principios destinados a regu-
lar la relación entre el Estado y las personas contribuyentes.

Desde esta perspectiva, el análisis histórico adquiere especial importancia 
cuando se relaciona con la evolución de los derechos humanos. La consolidación 
de un modelo constitucional basado en la protección de los derechos fundamen-
tales implica que la actividad tributaria del Estado no puede desvincularse de los 
principios que reconocen y protegen a las personas frente al ejercicio del poder 
público.

En este proceso, la reforma constitucional en materia de derechos humanos 
de 2011 constituye un referente fundamental para el análisis del sistema tributa-
rio mexicano, pues modificó el parámetro de interpretación y aplicación de los 
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derechos humanos en el orden jurídico nacional. A partir de esta transformación, 
la actuación de las autoridades fiscales debe analizarse no solamente desde la 
perspectiva de sus facultades recaudatorias, sino también considerando las obli-
gaciones constitucionales relacionadas con la promoción, respeto, protección y 
garantía de los derechos humanos.

Por ello, resulta pertinente examinar la relación entre la evolución del sistema 
tributario mexicano y el reconocimiento progresivo de los derechos de las perso-
nas contribuyentes. Esta relación permite identificar la existencia de una tensión 
entre dos finalidades que deben coexistir dentro del Estado constitucional: por 
una parte, la necesidad de obtener recursos para financiar las funciones públicas 
y, por otra, la obligación de establecer límites al ejercicio de la potestad tributaria 
para evitar cargas desproporcionadas o tratamientos inequitativos.

El presente trabajo tiene como propósito analizar la evolución histórica del 
sistema tributario mexicano y su relación con el reconocimiento y protección de 
los derechos humanos de las personas contribuyentes. Para ello, se revisan sus 
principales transformaciones históricas, los principios constitucionales que rigen 
la materia tributaria y la incorporación de los derechos humanos al ámbito fiscal, 
con especial atención a los cambios derivados de la reforma constitucional de 
2011.

A partir de este análisis se pretende identificar los principales avances y desa-
fíos que persisten en la protección de los derechos de las personas contribuyentes, 
así como valorar la manera en que los principios de legalidad, proporcionalidad 
y equidad pueden contribuir a armonizar la potestad tributaria del Estado con la 
protección de los derechos humanos.

 
Metodología
La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, debido a que el objeto 
de estudio se centra en el análisis e interpretación de procesos históricos, jurídicos 
y sociales relacionados con la evolución del sistema tributario mexicano y su vin-
culación con los derechos humanos de las personas contribuyentes. El enfoque 
cualitativo resulta pertinente cuando se busca comprender fenómenos a partir 
de la interpretación de información documental y de los significados derivados 
de los procesos sociales y jurídicos analizados (Hernández Sampieri & Mendoza 
Torres, 2018).

El estudio es de carácter documental, debido a que se realizó mediante la 
revisión, selección, análisis e interpretación de fuentes jurídicas, doctrinales, aca-
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démicas e institucionales relacionadas con el sistema tributario mexicano y los 
derechos humanos. Entre las fuentes consultadas se encuentran disposiciones 
constitucionales y legales, jurisprudencia, documentos de instituciones públicas, 
artículos académicos y literatura especializada. La investigación documental per-
mite construir conocimiento a partir del análisis sistemático de documentos y 
fuentes previamente producidos, atendiendo a su pertinencia y relación con el 
problema de investigación.

Asimismo, se empleó el método histórico, debido a que el estudio requiere re-
construir y analizar la evolución de las formas de tributación y de las instituciones 
fiscales desde sus antecedentes hasta la configuración contemporánea del sistema 
tributario mexicano. El análisis histórico permite identificar transformaciones, 
continuidades y rupturas que contribuyen a explicar la configuración actual del 
fenómeno estudiado.

De manera complementaria, se utilizó un procedimiento analítico e inter-
pretativo para examinar la relación entre la evolución del sistema tributario, los 
principios constitucionales que regulan la potestad tributaria y el reconocimiento 
progresivo de los derechos humanos de las personas contribuyentes. Este proce-
dimiento permitió relacionar los elementos históricos y normativos identificados 
en las fuentes revisadas y construir una interpretación crítica del problema plan-
teado.

El análisis documental se desarrolló mediante las siguientes etapas: identifica-
ción y selección de fuentes pertinentes; revisión de su contenido y relevancia para 
el objeto de estudio; organización de la información de acuerdo con los periodos 
históricos y categorías jurídicas analizadas; interpretación de los contenidos; y 
contraste de los elementos encontrados con el problema, los objetivos y la hipó-
tesis de la investigación.

Finalmente, el estudio posee un carácter descriptivo y analítico-crítico. Es 
descriptivo porque permite identificar las principales transformaciones históricas 
y jurídicas del sistema tributario mexicano; y es analítico-crítico porque busca 
examinar la relación entre la potestad tributaria del Estado y la protección de 
los derechos humanos, particularmente a partir de los principios de legalidad, 
proporcionalidad y equidad. En este sentido, la metodología permite trascender 
la descripción cronológica para interpretar las implicaciones jurídicas de la evo-
lución estudiada.

Para sustentar el enfoque cualitativo se considera como referencia metodo-
lógica principal la propuesta de Hernández Sampieri y Mendoza Torres (2018), 
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quiénes desarrollan las rutas cualitativa, cuantitativa y mixta de la investigación. 
Asimismo, la perspectiva cualitativa puede fundamentarse en la literatura espe-
cializada de Creswell y Poth (2018), quienes abordan los fundamentos filosóficos, 
históricos y metodológicos de la investigación cualitativa.

Derechos humanos y su relación con el derecho tributario
Los derechos humanos constituyen un conjunto de derechos inherentes a todas 
las personas, vinculados con la dignidad humana y orientados a garantizar las 
condiciones necesarias para el desarrollo integral de la persona. Su reconoci-
miento y protección corresponden al Estado y constituyen un parámetro para 
el ejercicio del poder público. En el orden jurídico mexicano, la reforma consti-
tucional de 2011 fortaleció esta perspectiva al incorporar expresamente las obli-
gaciones de todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad (Suprema Corte de Justicia de la 
Nación [scjn], 2021).

Desde una perspectiva histórica, los derechos humanos han sido objeto de 
distintas clasificaciones. Una de las más conocidas es la clasificación por gene-
raciones, atribuida a Karel Vasak, mediante la cual se distinguen, de manera 
pedagógica, los derechos de primera generación, relacionados principalmente 
con los derechos civiles y políticos; los de segunda generación, vinculados con los 
derechos económicos, sociales y culturales; y los de tercera generación, relacio-
nados con derechos de carácter colectivo. La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos advierte que esta clasificación responde fundamentalmente a criterios 
históricos y pedagógicos y que no implica establecer una jerarquía entre los de-
rechos, pues todos encuentran fundamento en la dignidad humana (Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos [cndh], s. f.).

La clasificación por generaciones resulta útil para comprender la evolución 
histórica de los derechos, aunque no debe interpretarse como una división rígida. 
En el ámbito internacional contemporáneo se reconoce que los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales son universales, indivisibles, interde-
pendientes y relacionados entre sí. En consecuencia, la protección de un derecho 
puede contribuir al ejercicio efectivo de otros derechos, mientras que su afectación 
puede generar consecuencias sobre diversas dimensiones de la dignidad humana.

En este marco, los derechos relacionados con la materia tributaria presentan 
una naturaleza particular. La obligación de contribuir al gasto público no consti-
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tuye, por sí misma, un derecho humano; se trata de un deber jurídico establecido 
por el orden constitucional. Sin embargo, el ejercicio de la potestad tributaria sí 
se encuentra limitado por derechos humanos y principios constitucionales que 
protegen a las personas contribuyentes frente a posibles actuaciones arbitrarias 
de las autoridades.

En consecuencia, los derechos vinculados con la materia tributaria pueden 
relacionarse principalmente con la dimensión de los derechos civiles y políticos, 
en cuanto protegen esferas como la igualdad ante la ley, la seguridad jurídica, el 
debido proceso, el acceso a la justicia y la protección frente al ejercicio arbitrario 
del poder público. Al mismo tiempo, la actividad tributaria mantiene una rela-
ción directa con los derechos económicos, sociales y culturales, debido a que los 
recursos obtenidos mediante las contribuciones forman parte de los medios con 
los que el Estado financia políticas públicas y servicios destinados a garantizar 
derechos como educación, salud, seguridad social, agua y vivienda.

Esta doble relación permite comprender que el derecho tributario y los dere-
chos humanos no constituyen ámbitos aislados. Por una parte, la persona con-
tribuyente debe contar con garantías frente a la potestad tributaria; por otra, la 
recaudación pública constituye un instrumento para que el Estado pueda cum-
plir sus obligaciones relacionadas con la realización de los derechos económicos 
y sociales. Por ello, el análisis de la materia tributaria requiere considerar simul-
táneamente los derechos de quienes contribuyen y la finalidad pública de los 
recursos obtenidos.

En México, esta relación encuentra una expresión particularmente relevante 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establece el deber de contribuir al gasto público de manera pro-
porcional y equitativa conforme a las disposiciones legales. Desde la perspectiva 
de los derechos de las personas contribuyentes, estos principios funcionan como 
límites constitucionales al poder tributario. La Procuraduría de la Defensa del 
Contribuyente ha identificado, entre los derechos humanos específicos vincula-
dos con la materia tributaria, los principios de legalidad, equidad, proporciona-
lidad y destino al gasto público, relacionados con la capacidad contributiva, la 
igualdad tributaria, la reserva de ley y el destino de los recursos públicos (Procu-
raduría de la Defensa del Contribuyente [prodecon], 2016).

Por tanto, los derechos humanos en materia tributaria no deben compren-
derse como un conjunto de derechos pertenecientes exclusivamente a una ge-
neración determinada. Su protección involucra diferentes dimensiones de los 
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derechos humanos y debe analizarse a partir de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Esta perspectiva permite supe-
rar una visión exclusivamente recaudatoria y reconocer que la potestad tributaria 
debe ejercerse dentro de los límites constitucionales y con pleno respeto a la dig-
nidad y los derechos de las personas contribuyentes.

Desde esta perspectiva, el estudio histórico del sistema tributario mexicano 
adquiere una dimensión jurídica adicional: permite observar cómo la relación 
entre el Estado y las personas contribuyentes ha transitado de modelos centrados 
fundamentalmente en la obtención de recursos hacia un marco constitucional 
en el que la potestad tributaria debe coexistir con principios de protección de 
derechos humanos.

Desarrollo histórico del sistema tributario y su transformación
La existencia de mecanismos de tributación se remonta a sociedades antiguas, 
en las que las contribuciones constituían una forma de obtener recursos para el 
sostenimiento de las estructuras políticas, militares y administrativas. En distintas 
civilizaciones del mundo antiguo se desarrollaron formas de contribución vincu-
ladas con las necesidades de los gobiernos y con las relaciones de poder existentes 
en cada sociedad. En el caso de las sociedades mesoamericanas, particularmente 
en el ámbito mexica, el tributo constituyó uno de los elementos fundamentales de 
la organización económica y política (Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, 2014).  En la antigua Grecia se desarrollaron diversas formas de contribución 
vinculadas con las necesidades de las ciudades-Estado. Entre ellas se encontraba 
la eisphora, una contribución extraordinaria que podía exigirse a determinados 
sectores para atender necesidades públicas, particularmente relacionadas con la 
guerra. Asimismo, las ciudades griegas establecieron gravámenes vinculados con 
el comercio y la circulación de mercancías. En Roma se desarrollaron sistemas 
tributarios más estructurados, vinculados con la administración de los territorios 
y con el financiamiento de las funciones públicas. Estos antecedentes permiten 
observar que la tributación se relacionó históricamente con las necesidades del 
poder público y con las formas de organización política de cada sociedad (Car-
twright, 2018).

Durante la Edad Media se produjeron transformaciones importantes en las 
formas de obtención de recursos. En diferentes territorios europeos coexistie-
ron contribuciones monetarias, prestaciones en especie y obligaciones de traba-
jo, vinculadas con las relaciones de carácter feudal y con las necesidades de las 
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estructuras políticas de la época. La evolución de estas formas de contribución 
constituye un antecedente para comprender la posterior transformación de los 
sistemas fiscales hacia mecanismos de recaudación sustentados progresivamente 
en normas jurídicas y estructuras administrativas. (Menjot et al., 2022).

En el caso de México, los antecedentes de la tributación pueden observarse 
particularmente en la organización económica y política de México-Tenochtit-
lan. De acuerdo con el Portal Académico del Colegio de Ciencias y Humani-
dades de la Universidad Nacional Autónoma de México, el sistema tributario 
constituía uno de los pilares de la economía mexica. Los macehuales y las ciudades 
sometidas entregaban tributos principalmente en forma de trabajo y productos, 
mientras que las provincias tributarias también contribuían al abastecimiento 
de los ejércitos y a la realización de determinadas obras públicas. (Universidad 
Nacional Autónoma de México, 2014).

La denominada Matrícula de Tributos constituye una de las fuentes docu-
mentales fundamentales para conocer este sistema. El Instituto de Investigacio-
nes Bibliográficas de la Universidad Nacional Autónoma de México señala que 
este documento registra de manera pictográfica los tributos que diversos pueblos 
sujetos debían entregar periódicamente a México-Tenochtitlan, proporcionando 
información sobre las provincias tributarias y los bienes exigidos. (Instituto de In-
vestigaciones Bibliográficas, Universidad Nacional Autónoma de México, 2014).

Estos antecedentes permiten advertir que la tributación no surgió como una 
institución exclusivamente moderna, sino como una práctica vinculada histórica-
mente con la organización del poder y con la obtención de recursos para atender 
las necesidades de las estructuras políticas. Sin embargo, es importante evitar una 
equiparación directa entre aquellas formas de tributo y el sistema tributario con-
temporáneo, debido a las diferencias existentes entre sus fundamentos jurídicos, 
económicos y políticos.

Con el paso del tiempo ya como tal el impuesto sobre la renta se estipulo que 
nace en Inglaterra debido a los gastos que se provocaron por las guerras Napo-
leónicas, aunque otros autores manejan que fue establecido en Florencia, esto 
debido a los beneficios presuntos de los comerciantes; por otra parte se suma que 
se estaba en guerra, lo cual trajo consigo que no fuera suficiente el dinero que se 
tenía para cubrir los gastos por lo que se crean derechos aduanales y gravámenes 
sobre el té, la sal, las sucesiones y el llamado land tax. (Flores Zavala, 1975)

Es hasta 1798 donde William Pit propone que sea llamado Aid and Contri-
bution Act, el cual fue conocido como Triple Contribución, debido a que quedo 
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organizado en tres categorías, esto en la relación entre el consumo y la renta de 
cada contribuyente; este impuesto se abolió en cuanto se firmó la paz de Amiens, 
pero no es hasta 1803 cuando se reanuda la guerra donde se restablece otra vez 
el impuesto con la intención de ser retirado en cuanto se terminará la guerra, lo 
cual sucedió hasta 1806.

Por otra parte, en Alemania, en el año de 1891 se implementa el impuesto sobre 
la renta global para el Estado de Prusia. En Francia fue penalizado en el año de 
1914; pero en Estados Unidos fue decretada en 1913, tomando en cuenta la ley 
de 1894, la cual fue manifestada como anticonstitucional dado que se discutía si 
era un impuesto directo o indirecto; es así que con el paso del tiempo se fueron 
implementando nuevas reformas y modificaciones a las leyes dependiendo de las 
necesidades de cada país, en este caso en México se cuenta con una gran historia 
para llegar al sistema tributario que actualmente se utiliza, esto debido a las trans-
formaciones que han tenido los países, la implicación de su gobierno y la toma de 
decisiones.

La tributación en México-Tenochtitlan y la Nueva España
En México-Tenochtitlan, el tributo constituyó uno de los elementos fundamenta-
les de la organización económica y política. Los pueblos sujetos al dominio mexi-
ca entregaban diversos productos y bienes, así como determinadas prestaciones 
de trabajo, de acuerdo con las obligaciones establecidas por las autoridades. La 
tributación permitía obtener recursos destinados al sostenimiento de la estructu-
ra política, económica y militar de México-Tenochtitlan.

Una de las principales fuentes documentales para conocer este sistema es la 
denominada Matrícula de Tributos, documento pictográfico que registra los bie-
nes y cantidades que diferentes pueblos debían entregar periódicamente a Mé-
xico-Tenochtitlan. Su contenido permite identificar la diversidad de productos 
que integraban las obligaciones tributarias y la existencia de una organización 
territorial vinculada con la recaudación.

Con la llegada de los españoles se produjo una transformación de las 
estructuras políticas, económicas y administrativas existentes. Sin embargo, 
algunas formas de tributación indígena no desaparecieron inmediatamente, 
sino que fueron incorporadas y modificadas dentro del nuevo orden colo-
nial. El tributo indígena pasó a formar parte de la estructura fiscal de la 
Nueva España y coexistió con otras fuentes de ingresos establecidas por la 
Corona.
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Durante el periodo colonial se desarrolló la Real Hacienda de Nueva Espa-
ña como estructura encargada de administrar diversos ingresos de la Corona. 
Dentro de esta organización coexistieron diferentes ramos fiscales, entre ellos 
el tributo indígena, las alcabalas, el almojarifazgo, los ingresos derivados de la 
minería y otros derechos y rentas. La conformación de esta estructura represen-
tó un proceso de institucionalización de la recaudación y administración de los 
recursos públicos.

La alcabala constituyó uno de los principales gravámenes relacionados con las 
operaciones comerciales. Su establecimiento en Nueva España formó parte del 
proceso de ampliación de las fuentes de ingreso de la Real Hacienda. Por su par-
te, el almojarifazgo se relacionó con el comercio realizado a través de los puertos 
y con la entrada y salida de mercancías.

La evolución de la Real Hacienda muestra que durante el periodo novohispa-
no se desarrolló una estructura fiscal cada vez más compleja, en la que coexistie-
ron diversas formas de obtención de recursos. Este proceso resulta relevante para 
comprender la evolución posterior del sistema tributario mexicano, debido a que 
permitió consolidar instituciones, procedimientos y mecanismos administrativos 
destinados a la recaudación.

Desde una perspectiva histórica, la transición de las formas de tributación 
prehispánicas hacia la estructura fiscal novohispana evidencia una transforma-
ción en las formas de ejercicio del poder y de obtención de recursos. No obstante, 
también permite advertir que la tributación continuó vinculada con las relacio-
nes de poder existentes en cada periodo histórico, aspecto que posteriormente 
adquirirá especial relevancia con la incorporación de principios jurídicos desti-
nados a limitar la potestad tributaria del Estado.

Los tributos se dividieron en dos tipos, los primeros eran los directos, los cuales 
consistían en la moneda foránea la cual era una capitación3 que el rey cobraba 
para su señorío; aljamas o morerías los cuales eran las capitaciones que pesaban 
los judíos y los moros en el territorio castellano; por otro lado la fonsadera lo cual 
era la contribución para los gastos de la guerra los cuales pagaban por el privilegio 
militar los que eran obligados a prestarlo, además de los yantares,4 la facendera,5 
3	 Era un impuesto que se pagaba por persona, independientemente de su renta o de sus propie-

dades.
4	 Conjunto de alimentos
5	 Prestación personal de naturaleza jurídico-privada, derivada de la entrega de la tierra a cultiva-

dores sometidos a régimen señorial y que equivalía a la realización de trabajos en las posesiones 
del señor.
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la anubda6 y el chapín de la reina;7 y los segundos eran los indirectos como los 
mencionados en el párrafo anterior agregando los de portazgo,8 pontazgo,9 bar-
caje10 y la asadura.11

Las alcabalas eran la renta real que se cobraba sobre el valor de las cosas, 
muebles, inmuebles y semovientes que se vendían o perturbaban, en otras pala-
bras, era el impuesto que gravaba todas aquellas transacciones mercantiles, las 
cuales eran trasladable hasta el comprador final, por lo cual era considerado un 
impuesto indirecto; como resultado de las ventas o trueques no importaba cuan-
tas veces se llevara acabó el intercambio, sino que en cada una de ellas se debía 
pagar. (Universidad Nacional Autónoma de México, 2014)

Por otro lado, las oficinas encargadas del cobro y la recaudación fueron las 
aduanas y sus receptorías, lo que trajo consigo a la incorporación de nuevos gra-
vámenes en la minería de oro y plata, también al Quinto Real,12 asimismo exis-
tían impuestos los cuales pertenecían a la jurisdicción de la iglesia por ejemplo el 
diezmo y las medias anatas eclesiásticas.13 Durante los siguientes 300 años de la 
colonia las aportaciones que se hacían a la tesorería de la Real Hacienda tuvieron 
un mayor impacto que el tributo en especie.

La lucha por la Independencia afectó de manera significativa las finanzas de 
la Nueva España y posteriormente las de México. El conflicto armado provocó 
una disminución de los ingresos públicos y dificulta la administración de los re-
cursos. 

Después de la consumación de la Independencia, el nuevo Estado mexicano 
enfrentó el desafío de organizar una hacienda pública propia en un contexto carac-

6	 Servicio de guerra que en la alta edad media tuvo como objeto la vigilancia militar de las 
fronteras, ciudades y fortalezas. Era un servicio obligatorio para los “milites”, “infanzones” y 
“caballeros”, la multa o castigo por no realizarla se denominada “anumba” y que derivó en que 
los caballeros la pagaran como un impuesto más.

7	 También llamado servicio de casamiento, el cual era un antiguo impuesto recaudado ocasio-
nalmente entre el pueblo llano de Castilla para sufragar los gastos de las bodas reales.

8	 Era el derecho que se pagaban por pasar por un sitio.
9	 Era el derecho que se pagaba por pasar por algunos puentes.
10 Precio o derecho que se pagaban por pasar de una a otra parte del río en una barca
11 Es el conjunto de vísceras de un animal.
12 Impuesto cobrado en América desde comienzos del siglo xvi, consistente en el pago de un 

quinto (20%) de las ganancias conseguidas en las actividades de explotación minera de metales 
preciosos (oro, plata y pesquerías de perlas), y en toda clase de rescates e intercambios.

13 Impuesto que gravaba con la mitad del sueldo del primer año a toda persona que hubiera 
recibido un beneficio eclesiástico, una pensión o un empleo.



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

79

terizado por dificultades financieras, inestabilidad política y problemas derivados 
de la deuda pública. La organización de las finanzas nacionales constituyó, por 
ello, uno de los principales retos de las primeras décadas de vida independiente.

Con la instauración de la República Federal en 1824 se buscó establecer una 
distribución de las rentas entre la Federación y los estados. El decreto de clasifi-
cación de rentas generales y particulares de ese año determinó los ingresos que 
corresponden al gobierno federal y aquellos que permanecerían bajo adminis-
tración de las entidades federativas. Entre los ingresos federales se encontraban 
los relacionados con el comercio exterior, el correo, la lotería y determinadas 
rentas, mientras que los estados conservan diversas fuentes de ingreso, entre ellas 
las alcabalas y algunos gravámenes vinculados con la producción y circulación 
de bienes.

La organización fiscal de los primeros años de la República estuvo marcada 
por tensiones entre el gobierno federal y las entidades federativas respecto de la 
distribución de los ingresos. Estas dificultades limitaron la capacidad financiera 
del gobierno nacional y contribuyeron a la persistencia de problemas fiscales du-
rante buena parte del siglo xix. La historiografía ha señalado que la construcción 
de una hacienda pública nacional sólida fue un proceso complejo, debido tanto a 
la debilidad de las instituciones como a los conflictos políticos y económicos que 
caracterizaron el periodo.

Durante la primera mitad del siglo xix continuaron vigentes diversas formas 
de tributación heredadas del periodo colonial. Entre ellas destacaron las alca-
balas, que gravaban determinadas operaciones comerciales y constituían una 
fuente importante de ingresos para las entidades. Sin embargo, su permanencia 
también generó críticas debido a los efectos que producían sobre la circulación 
de mercancías y sobre las actividades económicas. La eliminación de las alcaba-
las se convirtió posteriormente en uno de los objetivos de las reformas fiscales 
impulsadas durante el período liberal.

Durante la segunda mitad del siglo xix se impulsaron transformaciones orien-
tadas a fortalecer las finanzas públicas y a modernizar el sistema fiscal. En este 
proceso adquirieron relevancia las reformas promovidas durante el periodo de 
Benito Juárez y, posteriormente, las propuestas de Matías Romero desde la Se-
cretaría de Hacienda. Entre las medidas consideradas se encontraban la reor-
ganización de la recaudación, la modificación de los gravámenes existentes, la 
eliminación progresiva de las alcabalas y el establecimiento de contribuciones 
directas sobre la propiedad y otras manifestaciones de riqueza.
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Las propuestas de Matías Romero representaron un antecedente importante 
de la transformación del sistema tributario mexicano. Su programa fiscal bus-
caba fortalecer los ingresos públicos mediante una combinación de medidas re-
lacionadas con la propiedad, el comercio, la minería y la administración de los 
recursos del erario. Aunque varias de estas propuestas tuvieron una aplicación 
gradual, contribuyeron al debate sobre la necesidad de construir un sistema tri-
butario más organizado y con mayor capacidad recaudatoria.

Durante el Porfiriato se produjo un proceso de fortalecimiento de las finanzas 
públicas y de crecimiento de determinados ingresos fiscales. Se desarrollaron me-
canismos relacionados con el impuesto del timbre y los gravámenes al comercio 
exterior, mientras que el crecimiento de actividades como la minería, los ferroca-
rriles y posteriormente la explotación petrolera modificó la estructura económica 
del país. De acuerdo con información histórica de la unam, durante las últimas 
décadas del siglo xix los ingresos fiscales aumentaron de manera considerable y 
hacia 1894 se alcanzó por primera vez un superávit en las cuentas públicas.

Sin embargo, el crecimiento económico y fiscal del periodo no significó por 
sí mismo una distribución equitativa de las cargas tributarias ni de los beneficios 
derivados del desarrollo económico. Las tensiones sociales y económicas acumu-
ladas durante el Porfiriato formaron parte del contexto que precedió a la Revolu-
ción mexicana. De esta manera, la evolución fiscal del siglo xix permite observar 
que la construcción de un sistema tributario moderno no depende únicamente 
de incrementar la recaudación, sino también de establecer mecanismos institu-
cionales capaces de distribuir las cargas públicas y administrar los recursos de 
manera compatible con las necesidades de la sociedad.

Durante las últimas décadas del Porfiriato surgieron diversas expresiones de 
oposición que cuestionaron las condiciones políticas, económicas y sociales exis-
tentes. Entre ellas destacó la actividad de Ricardo Flores Magón, cuyos escritos 
y participación política contribuyeron a la crítica del régimen porfirista y a la 
difusión de propuestas relacionadas con la transformación social. El Instituto Na-
cional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México identifica a Flores 
Magón como uno de los principales ideólogos de la etapa previa a la Revolución 
mexicana y destaca la influencia de sus escritos en la formación de una concien-
cia política y social durante ese periodo.

La crítica de Flores Magón estuvo vinculada con problemas de desigualdad, 
explotación laboral y concentración del poder económico y político. Desde esta 
perspectiva, su pensamiento constituye un antecedente relevante para compren-
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der el contexto social en el que se desarrolló la Revolución mexicana, aunque sus 
planteamientos no pueden identificarse exclusivamente con una propuesta de 
reforma tributaria.

La importancia de este periodo para la evolución del sistema fiscal mexicano 
radica en que las transformaciones políticas y sociales de la Revolución genera-
ron nuevas exigencias respecto de la función del Estado, la distribución de las 
cargas públicas y la atención de las necesidades sociales. En este sentido, la dis-
cusión sobre la justicia social comenzó a adquirir una dimensión constitucional 
que posteriormente tendría expresión en el nuevo orden jurídico derivado de la 
Constitución de 1917.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 representó 
una transformación fundamental en la organización jurídica del Estado mexica-
no, al incorporar derechos sociales y establecer nuevas bases para la intervención 
estatal en la vida económica y social. En materia tributaria, este proceso resulta 
relevante porque la potestad de imponer contribuciones comenzó a analizarse 
dentro de un marco constitucional más amplio, relacionado con la función social 
del Estado y con los principios que posteriormente delimitaron el ejercicio del 
poder tributario.

En el gobierno de Álvaro Obregón se produjo una etapa de reorganización 
de las finanzas públicas y de fortalecimiento de los mecanismos de recaudación. 
En este contexto, en 1921 se estableció la denominada Ley del Centenario, con-
siderada un antecedente relevante del impuesto sobre la renta en México. Esta 
disposición gravó distintas manifestaciones de ingreso relacionadas con activida-
des comerciales, industriales, profesionales, laborales y con determinados rendi-
mientos del capital.

La Ley del Centenario representó un cambio importante porque permitió 
ampliar la tributación hacia diferentes formas de ingreso y establecer mecanis-
mos específicos para su declaración y pago. De esta manera, la evolución de los 
impuestos sobre la renta comenzó a vincular la obligación tributaria con la ob-
tención de ingresos y con la capacidad económica de las personas contribuyentes. 
Estos cambios constituyeron antecedentes de las posteriores reformas fiscales que 
buscaron consolidar un sistema de recaudación más estructurado (Flores Zavala, 
1975).

La Ley para la Recaudación de los Impuestos sobre Sueldos, Salarios, Emo-
lumentos, Honorarios y Utilidades de las Sociedades y Empresas, expedida en 
1924, constituyó un antecedente importante para la consolidación del impuesto 
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sobre la renta en México. Este ordenamiento permitió avanzar hacia una regu-
lación más sistemática de las obligaciones fiscales y estableció disposiciones rela-
cionadas con distintas fuentes de ingresos, así como con las utilidades obtenidas 
por sociedades y empresas.

La legislación de 1924 también contribuyó a precisar las reglas aplicables a la 
determinación y recaudación de los impuestos, estableciendo categorías de con-
tribuyentes y disposiciones específicas sobre la forma de calcular las obligacio-
nes fiscales. Con ello, se fortaleció progresivamente la relación jurídica entre las 
autoridades hacendarias y las personas sujetas al cumplimiento de obligaciones 
tributarias.

Desde una perspectiva histórica, la relevancia de esta legislación no se en-
cuentra únicamente en las tasas o procedimientos establecidos en aquella época, 
sino en el proceso de institucionalización de la actividad fiscal. La existencia de 
reglas previamente establecidas para determinar las obligaciones de los contri-
buyentes constituyó un antecedente de la seguridad jurídica que posteriormente 
adquiriría especial importancia dentro del derecho tributario mexicano.

Este proceso permite observar que la evolución del sistema tributario mexica-
no estuvo acompañada por una progresiva formalización de las relaciones entre 
el Estado y las personas contribuyentes. La delimitación de las obligaciones fisca-
les y de los procedimientos de recaudación representó un paso hacia la construc-
ción de un sistema en el que el ejercicio de la potestad tributaria debía sujetarse 
a normas jurídicas previamente establecidas.

El 18 de marzo de 1925 se expidió una nueva Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta, que representó un avance en la consolidación de este gravamen dentro del 
sistema fiscal mexicano. La ley amplió y sistematizó la regulación de los ingresos 
sujetos a tributación y estableció disposiciones diferenciadas de acuerdo con las 
distintas fuentes de ingreso.

Esta legislación resulta relevante porque muestra la transición hacia un mode-
lo tributario en el que la determinación de la obligación fiscal se relacionaba de 
manera más precisa con los ingresos obtenidos por las personas y las actividades 
económicas desarrolladas. Asimismo, contribuyó a fortalecer los mecanismos de 
declaración, determinación y recaudación de los impuestos.

La evolución del impuesto sobre la renta durante este periodo permite identi-
ficar un proceso gradual de institucionalización del sistema tributario mexicano. 
La existencia de normas que definían los ingresos gravables, las obligaciones de 
los contribuyentes y los procedimientos de recaudación representó un avance en 
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la formalización de la relación jurídica entre el Estado y las personas contribu-
yentes (Flores Zavala, 1975).

En agosto de 1925 se introdujeron nuevas modificaciones al sistema fiscal, 
dentro de un proceso más amplio de reorganización de las finanzas públicas. Du-
rante ese mismo año se consolidaron instituciones que posteriormente tendrían 
una función importante en la organización económica y financiera del país.

En particular, el establecimiento del Banco de México constituyó un aconte-
cimiento relevante para la reorganización del sistema financiero mexicano. Su 
ley constitutiva fue promulgada el 25 de agosto de 1925 y el banco inició formal-
mente sus operaciones el 1 de septiembre de ese mismo año, durante el gobierno 
de Plutarco Elías Calles. La institución recibió la facultad exclusiva de emitir 
moneda nacional, con lo que se buscó contribuir a la estabilidad y reorganización 
del sistema monetario.

La creación del Banco de México formó parte del proceso de fortalecimiento 
institucional que acompañó la reorganización de las finanzas públicas durante 
la década de 1920. En este contexto, la evolución del sistema tributario debe 
entenderse como parte de una transformación más amplia de las instituciones 
económicas y financieras del Estado mexicano.

Estos cambios muestran que durante la década de 1920 no solamente se modi-
ficaron las normas relacionadas con la recaudación, sino que también se desarro-
llaron instituciones destinadas a fortalecer la administración financiera del Esta-
do. Este proceso contribuyó a configurar las bases institucionales sobre las cuales 
continuaría desarrollándose el sistema tributario mexicano durante el siglo xx.

Durante la segunda mitad de la década de 1920 se produjo un proceso de for-
talecimiento de las instituciones económicas y financieras del Estado mexicano. 
La creación de nuevas disposiciones relacionadas con el crédito, las instituciones 
bancarias y la infraestructura económica formó parte de un proceso más amplio 
de reorganización institucional posterior a la Revolución.

Estas transformaciones tuvieron efectos en la configuración de las finanzas 
públicas, debido a que el Estado requería contar con instituciones capaces de 
administrar los recursos, regular determinadas actividades económicas y atender 
las necesidades derivadas del proceso de modernización del país. La evolución 
del sistema tributario debe comprenderse, por tanto, como parte de esta transfor-
mación institucional y no como un fenómeno aislado.

Desde una perspectiva histórica, este periodo permite identificar una relación 
progresiva entre la consolidación de las instituciones públicas, la organización 



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

84

de las finanzas del Estado y el desarrollo de mecanismos destinados a obtener y 
administrar recursos. Estos elementos constituyeron antecedentes para las poste-
riores reformas fiscales que caracterizarían las décadas siguientes.

En 1931 se estableció la Ley del Impuesto Extraordinario sobre Ingresos, me-
dida que formó parte de las disposiciones adoptadas por el Estado mexicano 
para fortalecer temporalmente sus ingresos públicos. Durante los años siguientes 
se incorporaron diversas modificaciones y disposiciones fiscales relacionadas con 
los ingresos, los valores y determinadas operaciones realizadas por personas y 
sociedades. Estas medidas reflejan la búsqueda de mecanismos adicionales de 
recaudación en un contexto de transformación de las finanzas públicas.

Durante la década de 1930, el sistema tributario continuó ampliando sus ins-
trumentos de recaudación y regulación. La creación y modificación de contribu-
ciones dirigidas a diferentes actividades económicas permitió fortalecer progre-
sivamente la capacidad administrativa y recaudatoria del Estado. Sin embargo, 
estas transformaciones también hicieron necesario establecer reglas cada vez más 
precisas respecto de las obligaciones de las personas contribuyentes y de las facul-
tades de las autoridades fiscales.

La evolución de este periodo permite observar que el sistema tributario mexi-
cano comenzó a adquirir una estructura más compleja, en la que las contribucio-
nes se relacionaban con distintas manifestaciones de ingreso y actividad econó-
mica. Este proceso constituyó un antecedente de las reformas fiscales posteriores 
y de la consolidación de un sistema tributario sustentado en normas jurídicas 
específicas.

Durante la década de 1930 continuó el proceso de transformación del siste-
ma tributario mexicano mediante la incorporación y modificación de diversas 
disposiciones fiscales. Estas medidas respondieron a la necesidad de fortalecer los 
mecanismos de recaudación y de regular distintas manifestaciones de ingreso y 
actividades económicas.

En este periodo también se establecieron contribuciones relacionadas con de-
terminadas operaciones realizadas por personas residentes en el extranjero y con 
la salida de capitales del país. Aunque algunas de estas disposiciones tuvieron una 
vigencia limitada, forman parte del proceso mediante el cual el Estado mexicano 
amplió y diversificó sus instrumentos de recaudación.

La evolución de estas medidas permite advertir que, durante las primeras 
décadas del siglo xx, el sistema tributario fue adquiriendo una estructura pro-
gresivamente más compleja. La creación, modificación y derogación de distintas 
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contribuciones evidenció la necesidad de adaptar las normas fiscales a las trans-
formaciones económicas y a las nuevas funciones asumidas por el Estado.

Este proceso constituye un antecedente importante para comprender las re-
formas fiscales que se desarrollarían durante las décadas siguientes, en las cuales 
se buscaría consolidar un sistema tributario con mayores mecanismos de organi-
zación, recaudación y control.

El sistema fiscal a partir de esta fecha en adelante trae consigo una gran evo-
lución, ya que se va conformando con el conjunto de normas, medios e instru-
mentos con los cuales la hacienda pública contaba para poder llevar acabo sus 
principales funciones las cuales eran: recaudar, administrar y emplear los medios 
necesarios para poder cumplir con los objetivos de las necesidades de seguridad, 
educación, salud, comunicación, servicios de alambrado público, mantenimien-
to, gastos del ejército, entre otros.

Durante las décadas de 1940 y 1950, el sistema tributario mexicano continuó 
modificándose como respuesta a las necesidades financieras y económicas del 
Estado. En este periodo se expidieron nuevas disposiciones relacionadas con el 
impuesto sobre la renta y con otras fuentes de ingresos públicos, con el propósito 
de ampliar la capacidad recaudatoria y adaptar la legislación a las transforma-
ciones económicas del país.

Entre estas modificaciones destaca la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
1941, así como la creación posterior del impuesto sobre utilidades excedentes. 
Estas medidas muestran la búsqueda de nuevas fuentes de ingresos y la adecua-
ción de los mecanismos fiscales a las condiciones económicas de la época.

La evolución de este periodo permite advertir que el sistema tributario co-
menzó a adquirir una estructura más amplia y especializada. La modificación 
de los impuestos y la incorporación de nuevas figuras tributarias fortalecieron 
gradualmente la capacidad del Estado para obtener recursos destinados al finan-
ciamiento de sus funciones públicas.

Sin embargo, esta evolución también evidencia que la consolidación del siste-
ma tributario estuvo vinculada principalmente con las necesidades de recauda-
ción. Esta circunstancia resulta relevante para el análisis posterior de los derechos 
de las personas contribuyentes, pues permite observar cómo, históricamente, el 
fortalecimiento de la potestad tributaria precedió al desarrollo de mecanismos 
específicos de protección frente al ejercicio de las facultades fiscales.   	

En 1955 se creó el Registro Nacional de Contribuyentes, lo que representó un 
avance en la organización y control de la información fiscal. Esta medida permi-
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tió fortalecer los mecanismos administrativos relacionados con la identificación 
de las personas contribuyentes y facilitar el seguimiento de las obligaciones tri-
butarias.

Durante las décadas siguientes, las reformas fiscales continuaron orientándose 
hacia el fortalecimiento de la administración tributaria y la adecuación del im-
puesto sobre la renta a las transformaciones económicas del país. El desarrollo 
de estos mecanismos permitió avanzar gradualmente hacia una administración 
fiscal con mayores capacidades de registro, control y fiscalización.

Este proceso resulta relevante para el análisis de los derechos de las personas 
contribuyentes, debido a que el fortalecimiento de las facultades administrativas 
del Estado también hizo necesario establecer límites jurídicos y mecanismos de 
protección frente al ejercicio de la potestad tributaria.

En 1964 se expidió una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta que represen-
tó una transformación importante en la estructura del sistema tributario mexica-
no. Uno de sus principales cambios consistió en avanzar del esquema basado en 
cédulas hacia una concepción más integrada de la imposición sobre la renta, con 
reglas diferenciadas para las personas físicas y las empresas.

Esta modificación respondió a la necesidad de adaptar la legislación fiscal a 
las transformaciones económicas y administrativas del país. Asimismo, las refor-
mas posteriores de 1974 y 1978 muestran que el sistema continuó ajustándose de 
manera progresiva para responder a nuevas condiciones económicas y fiscales.

Desde la perspectiva de los derechos de las personas contribuyentes, esta evo-
lución resulta significativa porque una mayor complejidad del sistema tributario 
requiere también normas claras que permitan conocer las obligaciones fiscales, 
determinar adecuadamente las cargas tributarias y garantizar que la actuación 
de la autoridad se encuentre sujeta al marco jurídico.

A finales de la década de 1970 y durante los primeros años de la década de 
1980 se produjeron modificaciones importantes en la estructura tributaria mexi-
cana. La incorporación del impuesto al valor agregado representó una transfor-
mación en la forma de gravar el consumo y complementó los mecanismos de 
recaudación sustentados en el impuesto sobre la renta.

En este contexto, resulta necesario que las actuaciones de las autoridades 
fiscales se desarrollen de manera proporcional y respetuosa de los derechos 
de las personas contribuyentes. Si bien las reformas fiscales y la incorpora-
ción de herramientas tecnológicas han permitido fortalecer los mecanismos 
de control, fiscalización y recaudación, también es necesario garantizar que 
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su aplicación se realice dentro de los límites establecidos por el marco consti-
tucional y legal.

La incorporación de mecanismos como el prellenado de declaraciones, la 
conciliación de la información relacionada con las operaciones fiscales y el esta-
blecimiento de controles para la emisión y cancelación de comprobantes fiscales 
pueden contribuir a mejorar la eficiencia administrativa y a prevenir prácticas de 
evasión y elusión fiscal. Sin embargo, su implementación debe acompañarse de 
información clara, capacitación adecuada de los servidores públicos y mecanis-
mos efectivos de defensa, a fin de evitar afectaciones injustificadas a los derechos 
de las personas contribuyentes.

Desde la perspectiva de los derechos de las personas contribuyentes, esta di-
versificación también hizo necesario fortalecer la claridad de las normas fiscales 
y establecer procedimientos que permitieran conocer y cumplir adecuadamente 
las obligaciones tributarias. La evolución del sistema durante este período consti-
tuye, por ello, un antecedente de la posterior modernización de la administración 
tributaria.

En 1980 se produjo una reorganización de la estructura del impuesto sobre 
la renta, diferenciando la tributación correspondiente a las empresas de aquella 
aplicable a las personas físicas. Esta organización permitió distinguir las distintas 
fuentes de ingreso y establecer reglas específicas de acuerdo con la naturaleza de 
las actividades económicas realizadas.

La transformación del sistema tributario durante este periodo refleja el proce-
so de modernización de la legislación fiscal mexicana y la necesidad de adaptar 
las normas a una economía cada vez más compleja. La existencia de reglas di-
ferenciadas también hizo necesario fortalecer los mecanismos de información y 
cumplimiento de las obligaciones fiscales.

Desde la perspectiva de los derechos de las personas contribuyentes, estos 
cambios adquieren especial importancia porque la complejidad de las obligacio-
nes tributarias exige que las normas sean claras, accesibles y previsibles, y que las 
facultades de la autoridad fiscal se ejerzan dentro de los límites establecidos por 
la legislación.

En 1997 se creó el Servicio de Administración Tributaria (SAT) como órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la respon-
sabilidad de aplicar la legislación fiscal y aduanera y de facilitar el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias. Su creación representó un cambio relevante en 
la administración tributaria mexicana, al fortalecer la organización institucional 
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encargada de la recaudación y fiscalización. (Servicio de Administración Tribu-
taria , 2019)

Con el paso del tiempo, la administración tributaria incorporó herramientas 
tecnológicas destinadas a facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales y 
fortalecer los mecanismos de control. Entre estas herramientas se encuentran la 
factura electrónica, la firma electrónica y diversos procedimientos digitales rela-
cionados con la presentación de declaraciones y el intercambio de información.

La modernización de la administración tributaria generó, al mismo tiempo, 
nuevas exigencias para la protección de las personas contribuyentes. El fortaleci-
miento de las facultades de fiscalización debe acompañarse de reglas claras, res-
peto al debido proceso, protección de los datos personales y mecanismos efectivos 
para la defensa de los derechos de quienes cumplen con sus obligaciones fiscales.

En este sentido, la evolución institucional del sat permite establecer un vín-
culo entre la modernización de la administración tributaria y la necesidad de 
garantizar los derechos de las personas contribuyentes. La eficiencia recaudatoria 
no debe entenderse de manera aislada, sino en equilibrio con los principios de 
legalidad, seguridad jurídica, proporcionalidad y equidad tributaria.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece la obligación de contribuir al gasto público de manera pro-
porcional y equitativa conforme a las disposiciones legales. Este precepto cons-
tituye uno de los fundamentos constitucionales de la relación tributaria, pues 
establece tanto el deber de contribuir como los principios que deben observarse 
en la determinación de las cargas fiscales.

La proporcionalidad tributaria se relaciona con la capacidad económica de las 
personas contribuyentes, de manera que la carga fiscal debe guardar correspon-
dencia con la situación económica del sujeto obligado. Por su parte, la equidad 
tributaria exige que quienes se encuentren en situaciones jurídicas y económicas 
semejantes reciban un trato equivalente, mientras que las diferencias objetivas y 
justificadas pueden dar lugar a tratamientos distintos.

Estos principios adquieren especial relevancia desde la perspectiva de los de-
rechos humanos, debido a que la potestad tributaria del Estado no es ilimita-
da. La obligación de contribuir debe ejercerse dentro del marco constitucional 
y respetando los derechos de las personas contribuyentes. En consecuencia, la 
recaudación de recursos públicos debe encontrar un equilibrio entre las necesi-
dades financieras del Estado y la protección de quienes se encuentran obligados 
a contribuir.
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Este equilibrio permite comprender que el derecho tributario no puede anali-
zarse únicamente desde la perspectiva de la recaudación. También debe conside-
rarse como un ámbito en el que existen derechos, obligaciones y mecanismos de 
protección jurídica que buscan evitar cargas arbitrarias y garantizar la seguridad 
jurídica de las personas contribuyentes.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado criterios relevan-
tes sobre los principios de proporcionalidad y equidad tributaria previstos en el 
artículo 31, fracción IV, constitucional. Estos criterios permiten comprender que 
la obligación de contribuir al gasto público debe guardar una relación razonable 
con la capacidad económica de las personas contribuyentes y que quienes se en-
cuentren en situaciones semejantes deben recibir un trato tributario equivalente.

Desde esta perspectiva, la proporcionalidad tributaria no significa única-
mente que quienes tienen mayores ingresos deban aportar una cantidad mayor, 
sino que la carga fiscal debe establecerse de manera razonable y conforme a 
la capacidad económica del sujeto obligado. La equidad, por su parte, exige 
evitar tratamientos diferenciados que carezcan de una justificación objetiva y 
razonable.

Los principios de proporcionalidad, equidad y legalidad constituyen elemen-
tos fundamentales para delimitar el ejercicio de la potestad tributaria. La pro-
porcionalidad exige que las cargas fiscales guarden relación con la capacidad 
económica de las personas contribuyentes; la equidad implica otorgar un trato 
semejante a quienes se encuentran en condiciones equivalentes; y la legalidad 
requiere que las contribuciones y sus elementos esenciales se encuentren estable-
cidos previamente en una norma jurídica.

Estos principios permiten establecer un equilibrio entre la facultad del Estado 
para obtener recursos destinados al cumplimiento de sus funciones y la protec-
ción de las personas obligadas a contribuir. Por ello, la relación tributaria no debe 
entenderse únicamente como una obligación económica, sino como una relación 
jurídica en la que tanto la autoridad como el contribuyente se encuentran sujetos 
al marco constitucional y legal.

Desde esta perspectiva, el respeto de estos principios contribuye a garantizar 
seguridad jurídica y a evitar que el ejercicio de las facultades fiscales se traduzca 
en cargas arbitrarias o desproporcionadas. Asimismo, permite vincular el dere-
cho tributario con la protección de los derechos humanos, particularmente cuan-
do las decisiones de la autoridad pueden afectar el patrimonio y las condiciones 
de vida de las personas.
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La Reforma Constitucional en materia de derechos humanos, publicada en 
junio de 2011, representó un cambio fundamental en el sistema jurídico mexica-
no al fortalecer el reconocimiento y la protección de los derechos humanos. Entre 
sus principales efectos se encuentra la obligación de todas las autoridades, dentro 
del ámbito de sus competencias, de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos, conforme a los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad.

Esta reforma también resulta relevante para el ámbito tributario, debido a 
que las autoridades fiscales, como autoridades administrativas, deben ejercer sus 
facultades respetando los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales. En consecuencia, la relación entre el Estado y las 
personas contribuyentes no puede limitarse al cumplimiento de una obligación 
económica, sino que debe desarrollarse dentro de un marco de respeto a los de-
rechos fundamentales.

La incorporación de este enfoque permite comprender que la potestad tribu-
taria encuentra límites constitucionales y que las actuaciones de las autoridades 
fiscales deben sujetarse a principios como la legalidad, la seguridad jurídica, la 
proporcionalidad y la equidad. De esta manera, la protección de los derechos 
humanos se convierte en un elemento indispensable para equilibrar las facultades 
recaudatorias del Estado con los derechos de las personas contribuyentes.

Los derechos de las personas contribuyentes deben reconocerse como parte 
de la protección de los derechos humanos dentro de la relación jurídico-tributa-
ria. La persona contribuyente se encuentra frente a una autoridad que cuenta 
con facultades de determinación, comprobación y recaudación, por lo que resul-
ta necesario que dichas facultades se ejerzan dentro de los límites establecidos por 
la Constitución y las leyes.

La obligación de contribuir al gasto público tiene una finalidad social, ya que 
los recursos obtenidos mediante los tributos permiten financiar las funciones y 
servicios públicos. Sin embargo, el cumplimiento de esta obligación debe acom-
pañarse de mecanismos que garanticen que las personas contribuyentes reciban 
un trato respetuoso, cuenten con información suficiente y puedan ejercer medios 
de defensa frente a los actos de autoridad que consideren contrarios a sus dere-
chos.

En este sentido, la protección de los derechos de las personas contribuyentes 
constituye un elemento necesario para alcanzar un equilibrio entre la potestad 
tributaria del Estado y las garantías individuales. La recaudación eficiente no 
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debe separarse del respeto a la legalidad, la seguridad jurídica, la proporcionali-
dad, la equidad y el debido proceso.

Por ello, el reconocimiento de los derechos humanos en materia tributaria 
permite analizar la relación fiscal desde una perspectiva más amplia, en la que 
contribuir al gasto público constituye un deber constitucional, pero también en 
la que las autoridades tienen la obligación de respetar y garantizar los derechos 
de quienes cumplen con dicha obligación.

El reconocimiento de los derechos de las personas contribuyentes también 
puede analizarse desde una perspectiva internacional. La evolución de los dere-
chos humanos ha permitido establecer que toda persona debe contar con garan-
tías frente a las actuaciones de las autoridades, incluidas aquellas relacionadas 
con la determinación y recaudación de contribuciones.

En este sentido, los principios de debido proceso, acceso a la justicia, igual-
dad y tutela judicial constituyen referentes relevantes para la protección de las 
personas frente al ejercicio de las facultades estatales. En materia tributaria, 
estos principios adquieren particular importancia cuando una actuación admi-
nistrativa puede afectar el patrimonio o los derechos de una persona contribu-
yente.

La protección internacional de los derechos humanos permite, por tanto, 
complementar el marco constitucional mexicano y fortalecer la exigencia de que 
las autoridades fiscales actúen conforme a la legalidad y respeten las garantías de 
las personas contribuyentes. Esto resulta especialmente relevante cuando existen 
controversias relacionadas con la determinación, cobro o fiscalización de las obli-
gaciones tributarias.

La protección de los derechos de las personas contribuyentes también encuen-
tra sustento en los instrumentos internacionales de derechos humanos. La Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos establece garantías relacionadas 
con el debido proceso y la protección judicial, principios que resultan aplicables 
cuando una persona debe enfrentar procedimientos administrativos o judiciales 
derivados del cumplimiento de sus obligaciones fiscales.

En materia tributaria, el derecho a ser oído, la posibilidad de contar con ga-
rantías durante los procedimientos y el acceso a una tutela judicial efectiva ad-
quieren especial relevancia. Estos elementos permiten que las personas contribu-
yentes puedan conocer las razones de las decisiones de la autoridad, ejercer su 
derecho de defensa y acudir ante órganos independientes cuando consideren que 
sus derechos han sido vulnerados.
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De esta manera, el marco internacional complementa las garantías previstas 
por el orden jurídico mexicano y contribuye a fortalecer una concepción de la 
relación tributaria basada no solamente en el deber de contribuir, sino también 
en el respeto de los derechos humanos y en la posibilidad efectiva de defenderlos 
frente a los actos.

En el ámbito nacional, la protección específica de los derechos de las personas 
contribuyentes se fortaleció con la expedición de la Ley Federal de los Derechos del 
Contribuyente en 2005. Este ordenamiento reconoce diversas garantías orientadas 
a establecer una relación más equilibrada entre las personas contribuyentes y las 
autoridades fiscales.

Entre los derechos reconocidos se encuentra el de recibir información y asis-
tencia por parte de las autoridades respecto de las obligaciones fiscales; conocer 
los derechos que corresponden a la persona contribuyente al inicio de las actua-
ciones de la autoridad; corregir su situación fiscal; y que sus actuaciones sean 
consideradas de buena fe, salvo que exista prueba en contrario.

Asimismo, las personas contribuyentes tienen derecho a recibir un trato respe-
tuoso y considerado por parte de los servidores públicos, así como a contar con 
mecanismos de defensa frente a los actos de las autoridades fiscales. Estas garan-
tías adquieren especial importancia porque permiten que el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias se desarrolle dentro de un marco de seguridad jurídica y 
respeto a los derechos humanos.

La Ley Federal de los Derechos del Contribuyente representa, por tanto, un 
avance en la construcción de una relación tributaria más equilibrada. Su impor-
tancia no radica únicamente en reconocer derechos específicos, sino también en 
establecer condiciones para que las facultades de comprobación, determinación 
y recaudación sean ejercidas respetando las garantías jurídicas de las personas 
contribuyentes.

En este contexto, resulta necesario que las actuaciones de las autoridades 
fiscales se desarrollen de manera proporcional y respetuosa de los derechos de 
las personas contribuyentes. Si bien las reformas fiscales y la incorporación de 
herramientas tecnológicas han permitido fortalecer los mecanismos de control, 
fiscalización y recaudación, también es necesario garantizar que su aplicación se 
realice dentro de los límites establecidos por el marco constitucional y legal.

La incorporación de mecanismos como el prellenado de declaraciones, la 
conciliación de la información relacionada con las operaciones fiscales y el esta-
blecimiento de controles para la emisión y cancelación de comprobantes fiscales 
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pueden contribuir a mejorar la eficiencia administrativa y a prevenir prácticas de 
evasión y elusión fiscal. Sin embargo, su implementación debe acompañarse de 
información clara, capacitación adecuada de los servidores públicos y mecanis-
mos efectivos de defensa, a fin de evitar afectaciones injustificadas a los derechos 
de las personas contribuyentes.

La protección de los derechos de las personas contribuyentes requiere no 
solo el reconocimiento formal de garantías jurídicas, sino también condiciones 
institucionales que permitan hacerlas efectivas. En este sentido, la existencia de 
mecanismos de defensa y de organismos especializados constituye un elemento 
relevante para equilibrar la relación entre las autoridades fiscales y las personas 
contribuyentes.

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (prodecon) representa una 
institución especializada en la protección de los derechos de las personas contri-
buyentes. Su intervención permite brindar orientación, asesoría y mecanismos 
de defensa ante determinadas actuaciones de las autoridades fiscales, además de 
contribuir a la identificación de prácticas que puedan afectar los derechos de las 
personas contribuyentes.

No obstante, el reconocimiento normativo de estos derechos requiere acom-
pañarse de una adecuada cultura institucional. La capacitación permanente de 
las autoridades fiscales, el conocimiento de las disposiciones jurídicas y la utiliza-
ción responsable de las herramientas tecnológicas son elementos necesarios para 
fortalecer la protección efectiva de los derechos humanos en materia tributaria.

De esta manera, la protección de las personas contribuyentes no debe enten-
derse como un obstáculo para la recaudación. Por el contrario, el respeto de los 
derechos humanos, la seguridad jurídica y el debido proceso contribuyen a gene-
rar una relación tributaria más transparente, equilibrada y legítima, en la que la 
función recaudatoria del Estado pueda desarrollarse de manera compatible con 
la protección de los derechos fundamentales.

 
Conclusión
El análisis realizado permite identificar que la evolución histórica del sistema 
tributario mexicano ha estado vinculada con el fortalecimiento progresivo de las 
instituciones fiscales, la ampliación de las facultades recaudatorias del Estado y 
la incorporación de principios jurídicos destinados a regular la relación entre las 
autoridades fiscales y las personas contribuyentes. Este proceso evidencia que la 
consolidación de la función tributaria no puede analizarse únicamente desde la 
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perspectiva de la obtención de recursos públicos, sino también desde los límites 
constitucionales y jurídicos que deben observarse en su ejercicio.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 repre-
sentó un punto de inflexión para la relación entre el derecho tributario y los dere-
chos humanos, al establecer obligaciones para todas las autoridades respecto de 
la promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos. En conse-
cuencia, las autoridades fiscales deben ejercer sus facultades dentro de un marco 
de legalidad, seguridad jurídica, proporcionalidad, equidad y debido proceso.

Asimismo, la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente fortaleció el re-
conocimiento de garantías específicas para las personas contribuyentes y contri-
buyó a establecer condiciones jurídicas orientadas a equilibrar la relación entre 
estas y las autoridades fiscales. Sin embargo, el reconocimiento normativo de 
los derechos no garantiza por sí mismo su protección efectiva, pues persisten 
desafíos relacionados con la información fiscal, la capacitación institucional, la 
complejidad de las obligaciones tributarias y el acceso a mecanismos adecuados 
de defensa.

En este contexto, la hipótesis planteada se confirma de manera parcial, debi-
do a que el sistema tributario mexicano ha incorporado progresivamente princi-
pios constitucionales y mecanismos jurídicos destinados a proteger los derechos 
de las personas contribuyentes; no obstante, persiste una tensión entre las necesi-
dades recaudatorias del Estado y la garantía efectiva de dichos derechos. Por ello, 
resulta necesario fortalecer no solo el marco jurídico existente, sino también las 
capacidades institucionales y la cultura fiscal.

Finalmente, un sistema tributario compatible con los derechos humanos re-
quiere mantener un equilibrio entre la obligación constitucional de contribuir al 
gasto público y la protección efectiva de las personas contribuyentes. La legiti-
midad de la función recaudatoria depende, en buena medida, de que las auto-
ridades ejerzan sus facultades dentro de los límites constitucionales, proporcio-
nen información suficiente, respeten el debido proceso y garanticen mecanismos 
efectivos de defensa. De esta manera, la protección de los derechos humanos 
puede contribuir a la construcción de un sistema tributario más justo, transpa-
rente y acorde con los principios del Estado constitucional de derecho.
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Resumen
La vida en comunidad ya es un gran reto, pero si a eso se le adjuntan los problemas 

y situaciones que roban la tranquilidad y desgastan tanto la parte emocional como 
económica de las personas se vuelve agotador. Ante estas circunstancias existen he-
rramientas alternativas muy completas y especializadas que tienen como finalidad re-
construir la relación que pudiera existir entre las personas por medio de un acuerdo, 
que se realiza entre las partes involucradas en la controversia, y con la misma fuerza 
que una sentencia emitida por una autoridad competente en funciones jurisdicciona-
les. Dichas herramientas cambiaron por completo el modelo de la justicia tradicional, 
pasando del conflicto a una de diálogo y comprensión. Pero ¿De qué manera los 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias han impactado en el acceso 
a la justicia y a consolidar la cultura de paz en el México actual? Por ello, este estu-
dio propone analizar la efectividad de los métodos que ofrece la alternatividad que 
actúan como herramientas clave para el acceso a la justicia y la cultura de paz, así 
como el impacto que han tenido como auxiliares de administración de justicia de las 
instituciones judiciales. El presente estudio se desarrolló mediante una metodología 
cualitativa de carácter documental, se revisaron artículos académicos que posicionan 
a estas herramientas como una vía a la justicia plena y por consiguiente, al fortaleci-
miento de la promoción de la cultura de paz.
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Abstract
Living in a community is already a major challenge, but when we add to that the 

problems and situations that rob people of  their peace of  mind and take a toll on 
them both emotionally and financially, it becomes exhausting. In these circumstances, 
there are comprehensive and specialized alternative tools designed to rebuild rela-
tionships between people through an agreement reached among the parties involved 
in the dispute, with the same legal force as a ruling issued by a competent judicial 
authority. These tools have completely transformed the traditional model of  justice, 
shifting the focus from conflict to dialogue and understanding. But how have Alterna-
tive Dispute Resolution Mechanisms impacted access to justice and helped consolida-
te a culture of  peace in Mexico today? Therefore, this study proposes to analyze the 
effectiveness of  the alternative methods that serve as key tools for access to justice and 
a culture of  peace, as well as the impact they have had as auxiliary mechanisms for 
the administration of  justice by judicial institutions. This study was conducted using 
a qualitative, documentary-based methodology. Academic articles were reviewed that 
position these tools as a pathway to full justice and, consequently, to strengthening the 
promotion of  a culture of  peace.

Palabras clave
Mecanismos alternativos, acceso a la justicia, cultura de paz
 

Keywords
Alternative mechanisms, access to justice, culture of  peace.

 
Introducción
Desde el comienzo de la interacción interpersonal del hombre han existido mé-
todos implementados por las personas para resolver conflictos que se dan entre 
ellas mismas. La transformación de estas soluciones ha ido cambiando a lo largo 
de los años, desde la falta de conceptualización que definiera las característi-
cas específicas de cada mecanismo, como lo fue en las prácticas individuales de 
las comunidades antiguas, hasta llegar a lo que conocemos hoy como justicia 
alternativa. Dentro del lapso de tiempo que se mencionó, se puso en marcha 
una constante búsqueda de una herramienta que logrará el arreglo de manera 
efectiva y sin violencia con base en el diálogo, que permitiera a los ciudadanos 
encontrar justicia. Esta interpretación de rectitud la propuso el derecho romano, 
donde se puso en práctica acudir a una instancia privada, conocida como arbi-
traje, antes de proceder a iniciar un proceso dentro de la justicia pública.

Centrados en la idea del precedente romano, se prosigue la exploración para 
el perfeccionamiento de técnicas que procuren esa convivencia sana de respuesta 
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a las disputas entre los habitantes de un territorio determinado, como es el caso 
de Estados Unidos de América. Pues los ciudadanos del Norte se encontraban 
incorformes con la administración de justicia que se daba gracias a la sobrecarga 
de trabajo de los tribunales estadounidenses, y esto dio paso a la transformación 
de la práctica informal de los mecanismos a su profesionalización. Esta inclusión 
de los métodos al mundo jurídico originó la coexistencia de estos auxiliares de 
soluciones pacíficas con el sistema de justicia tradicional. Además, cabe resaltar 
que esta integración fue motivada por el término multi-door courthouse (que su 
traducción al español es “tribunal multipuertas”) de Sander (2008).

Dicha concepción marcaba que no todos los conflictos requerían de procesos 
iguales para su arreglo, sino que cada uno tiene sus propias particularidades y 
beneficios, para que se logre el fin que tienen estos mecanismos, que siempre 
ha sido, el optimizar el acceso a la justicia, acompañando a las personas con la 
reducción de tiempo y costo de procesos jurisdiccionales innecesarios, además 
de mantener las relaciones personales. Por lo tanto, este cambio de paradigma 
social, cultural, jurídico y económico que se vivió en los Estados Unidos de Amé-
rica no solo buscaba que se emplearán mecanismos que garantizaran el acuerdo 
pacífico en los asuntos de los residentes del país, sino que procuraba que los 
mecanismos tanto jurisdiccionales como los que no lo son coadyuvaran entre sí, 
con la finalidad de lograr una justicia integral en cuanto a la administración de 
la misma para todos aquellos justiciables que pedían su asistencia judicial y la 
aplicación de la cultura de paz. 

Además, uno de los ordenamientos vinculantes a nivel internacional, la Carta 
de las Naciones Unidas, ya contemplaba desde años atrás aquellos métodos que 
promovieron los acuerdos pacíficos tales como la conciliación, negociación y me-
diación. Pues esta organización, con apego a la cultura de paz, ya había creado 
legislación que ayudaba al derecho mercantil en lo internacional, como lo es el 
arbitraje y la mediación. De este modo es como poco a poco se fueron introdu-
ciendo estas herramientas a la comunidad internacional y llegando a México. 
Una vez que se entendió el trayecto que atravesaron lo que hoy se conoce como 
justicia alternativa, es menester mencionar que, esta va encaminada al derecho 
de acceso a la justicia, pues este es el camino que todo ciudadano debe recorrer 
para alcanzar ese auxilio, de que se pueda administrar imparcialmente la justicia.

Este derecho está considerado tanto en la normatividad internacional como 
en la local, como el derecho humano que tienen todas las personas para que estas 
puedan acudir a que se les imparta justicia en los tribunales donde se atienden los 
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asuntos o conflictos de carácter jurídico que les sean inoportunos. A partir de las 
observaciones anteriores, se ha planteado la pregunta problema de investigación 
¿Cómo han contribuido los Mecanismos Alternativos de Solución de Controver-
sias en México al acceso efectivo a la justicia y a la construcción de una cultura 
de paz durante el siglo xxi? El presente escrito analiza la efectividad de los Me-
canismos Alternativos de Solución de Controversias (masc) en el sistema jurídico 
y el impacto que estos tienen en los órganos jurisdiccionales.

El presente estudio de tipo básico o puro fue realizado bajo un enfoque cua-
litativo con método documental (Nizama y Nizama, 2020). Cabe señalar que 
no se tiene una hipótesis dado que autores como Creswell y Creswell (2018) 
así como Nizama y Nizama (2020) señalan que es suficiente con plantear una 
pregunta de investigación o pregunta problema, misma que se presentó en la 
introducción.  La información se recopiló de fuentes secundarias como lo son: 
artículos académicos que contemplaran los masc, el acceso a la justicia y la cul-
tura de paz en ámbitos jurídicos como el administrativo, familiar, laboral y pe-
nal. Dicha recolección de datos fue a través de bases de datos como Scopus, 
Google Scholar, Web of  Science en donde se aplicó el operador booleano AND 
para los términos específicos, así mismo se utilizaron comillas (””) para que la 
búsqueda fuera exacta en cuanto a escritura y en ocasiones OR para que el 
buscador encontrará sinónimos de las palabras dadas. Los escritos encontrados 
fueron analizados en una temporalidad del 2008 (año en el que se incorporaron 
los masc a la constitución) al año actual, y concentrados en una ficha de trabajo 
que apoya en resumir y organizar conceptos o citas de los diferentes referentes 
académicos para colocar el fundamento teórico, la literatura revisada y así re-
dactar el presente artículo.

Lo anterior acompañado de las consideraciones éticas del APA 7ª edición, 
dando créditos a los autores mencionados, y con apego al numeral 17 del Regla-
mento de la Ley General de Salud en Materia de Investigación para la Salud en 
su fracción primera, en la cual se hace mención del tipo de estudios con método 
documental no se configura como una investigación con riesgo. Derivado de ello 
a continuación se examina el beneficio de estos mecanismos en relación con el 
propósito de su creación, examinando su evolución como herramientas clave 
para el acceso a la justicia en cooperación con la cultura de paz, para así conso-
lidar los acuerdos de resolución de controversias, de índole jurídica, que se dan 
entre los particulares.
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Desarrollo
Resultado de lo anterior, procede pertinente partir de un análisis conceptual dado 
que además de acudir a los juzgados tradicionales, hoy en día existen distintos 
mecanismos, métodos, técnicas o herramientas alternativas con las cuales se pue-
de acceder a la justicia. En el mundo existen varias formas de estos mecanismos, 
los más utilizados son de acuerdo con la Ley General de Mecanismos Alterna-
tivos de Solución de Controversias (lgmasc, 2024). La negociación, es la herra-
mienta que se utiliza para resolver problemas, donde se abre el diálogo directo 
entre las personas involucradas sin la participación de una persona extraña al 
conflicto. Mientras que la mediación es donde una persona ajena al asunto, pero 
capacitada para apoyar a las personas en la solución de problemas, se convierte 
en un puente de comunicación entre los participantes, sin intervenir con sus pro-
pias ideas, dejando así que las partes lleguen a un acuerdo libremente entre ellos.

La conciliación, a diferencia de las anteriores, las personas acuden con una 
persona neutral, que facilita la comunicación, pero puede aportar posibles solu-
ciones para terminar con el conflicto, si así lo aceptan las personas involucradas. 
Y por último el arbitraje, el cual consiste en dejar la decisión a un experto que 
conoce del tema y lo que este decida es lo que las personas en disputa cumplirán. 
Este estudio contempla las normas que se encuentran aceptadas por la comuni-
dad internacional para acceder a la justicia y por ello se toma en consideración 
autores como Ortiz (2008) y Argés (2018) opinan que, este acceso, al ser estable-
cido por normas internacionales adquiere carácter obligatorio, pues se encuentra 
ratificadas por los países que firmaron la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, y la justicia se debe entender como un todo, un derecho, principio, 
valor y virtud.

Además, gracias a la Cultura de Paz, estos mecanismos alternos incluyen la 
colaboración, pues trabajan para prevenir futuros conflictos mediante el camino 
del diálogo y la construcción de valores que erradiquen la violencia. Estos cri-
terios internacionales y colaborativos llevaron a México a la incorporación de 
la justicia alternativa, siendo la primer entidad federativa la de Quintana Roo, 
pues el 6 de agosto de 1997 el Poder Judicial de este estado aprobó la que sería 
la primera legislación en materia de mecanismos alternos a la vía jurisdiccional, 
y unos días después en ese mismo año, esta ley fue publicada en el Periódico 
Oficial del Estado en mención. Ahora bien, autores como Nava y Breceda (2017) 
mencionan que el acceso a la justicia en México ha tenido un giro completa-
mente distinto a partir de la reforma al artículo 17 de la Constitución Política de 
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los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), misma que elevó a los masc a rango de 
derecho humano.

Antes de esto, existieron intentos de adhesión de estas alternativas, pero nunca 
pudieron estabilizarse de la forma en la que se proponían los poderes legislativos 
de las entidades federativas que estaban a favor de la inclusión de estas herra-
mientas a la constitución. Tan efectivos han sido los ya mencionados masc, que 
México los introdujo en la Constitución Política en el año 2008. En ese sentido, 
autores como Jiménez Mejínes (2024), ha propuesto que los masc deben ser con-
siderados como un derecho humano, lo anterior, debido a que se encuentran en 
un mismo plano constitucional, con la misma dignidad y con idéntica finalidad, 
que el derecho de acceso a la justicia; derechos fundamentales que buscan entre 
otros fines resolver las diferencias entre los sujetos que se encuentran bajo la obli-
gatoriedad de la ley. Así es como Nava y Breceda (2017), establecen que la justicia 
alternativa se posiciona obligatoriamente en todos los campos del derecho.

Gracias a esta inclusión de herramientas para la solución de conflictos, en 
todo México se realizan trabajos que permiten se dé fin a los problemas jurídicos 
de las personas de una manera amigable, pacífica y con los mismos efectos que 
una sentencia dada por un juez en la vía tradicional, y de manera simultánea se 
da en un tiempo corto y a un precio razonable. Además, estos procedimientos 
alternos no eran algo nuevo en México al momento de adicionarlos a la ley su-
prema de la nación como un Derecho Humano, pues estos ya eran reconocidos 
en la Constitución y aplicados, por ejemplo, en el derecho laboral y en las otras 
áreas del derecho. Hablando del derecho obrero-patronal llevado a cabo en las 
Juntas Especiales de Conciliación y Arbitraje con la finalidad de concluir con los 
conflictos, estas atendían los asuntos laborales individuales y de grupos de traba-
jadores, sindicatos o patrones a través de un procedimiento de conciliación y en 
su caso el arbitraje, pero hoy en día estas instituciones ya fueron eliminadas para 
abrir paso a los Centros de Conciliación Laboral, mientras que en las otras áreas 
del derecho se utiliza la mediación como herramienta de solución de conflictos 
de interés.

Con lo anterior, se observa como el acceso a la justicia tiene diversas posibili-
dades para que los ciudadanos acudan a resolver las disputas que se originan con 
los malentendidos, con las diferentes percepciones, puntos de vista o de aquellos 
que creen tener un mejor derecho sobre otro, presentándose voluntariamente a 
las instituciones que atienden las cuestiones particulares de acuerdo con la mate-
ria de la que se trate, llámese ésta civil, familiar, laboral, penal, mercantil, entre 
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otras. Estos mecanismos de defensa de Derechos son tan útiles que no solo son 
aplicables a las áreas o materias que se mencionan, sino que tienen la capacidad 
de subsanar incluso la vulneración de derechos que pueden cometer los provee-
dores de bienes o servicios a los consumidores. Un claro ejemplo de lo anterior, 
son las quejas o denuncias que se pueden presentar ante la Procuraduría Federal 
del Consumidor (profeco), en la que se hace uso de la conciliación como medio 
para solucionar el problema, además durante el tiempo que se lleve a cabo el pro-
cedimiento el consumidor es acompañado por un abogado. Este abogado cuida 
de los intereses del usuario y sugiere lo más conveniente para el asunto del que se 
trate, y así llegar a un acuerdo con el proveedor, que sea beneficioso para ambas 
partes y esté apegado a derecho.

La bibliografía estudiada permite confirmar que los métodos alternativos en 
México han transformado la vida de los particulares, como se vio anteriormente 
y lo mencionan los autores García-López (2021), Salgado (2019) y Sierra et al. 
(2023), al dejar de ser una opción secundaria para trasladarse a una vía amistosa 
y pacífica que lleva a un nuevo sistema de justicia. En donde se puede destacar 
que al ser llevados estos mecanismos alternativos a rango constitucional y pro-
puestos como un Derecho Humano, resultado de la reforma al numeral 17 de la 
Ley Suprema del Estado Mexicano, mismo numeral que vincula a las autorida-
des a proteger y garantizar el acceso a la justicia y de manera íntegra a través de 
esta alternatividad a la justicia.

Con lo anterior, se observa que los masc procuran las relaciones personales, 
pues según Martínez y Gorjón (2018), propician que los participantes asuman las 
consecuencias de los hechos, y esto es favorecedor gracias a que este acercamien-
to es directo, y se formaliza con un acuerdo que soluciona el problema de manera 
autónoma por ellos mismos, y el cual causa efectos legales y robustece la paz so-
cial. En este sentido, Enríquez-Chávez y Santana-Campas (2020) reafirman que 
el acceso a estos mecanismos evita la discriminación o exclusión de obtener de 
forma pronta y expedita la terminación del conflicto suscitado en comparación 
con la que se lleva a cabo dentro de un juzgado. Además, hacen la observación 
de que esto empodera a las partes a crear una solución y estén satisfechos con el 
resultado.

Aunado a lo anterior, Guerrero y López (2024) mencionan que la justicia al-
ternativa tiene por objeto el humanizar el derecho, pues permite que las personas 
por sí mismas tengan el control sobre sus propios conflictos. Además, observan 
el acceso a la justicia a través de los masc con una visión internacional, pues 
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entrelazan estos mecanismos con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) de 
la Organización de las Naciones Unidas (onu), en específico el número 16, pues 
este favorece las sociedades pacíficas e instituciones eficientes, y así mismo satis-
facer las necesidades de los ciudadanos ante la justicia incluyente y la creencia en 
los organismos del Estado que procuran la impartición de justicia. Así mismo, se 
observa una sincronía perfecta entre los estándares internacionales que piden el 
crecimiento sostenible y la justicia alternativa de México. Puesto que la aplica-
ción de los masc recae directamente en la materialización del ods en mención, ya 
que estos promueven la paz, así como la justicia y el refuerzo de las instituciones 
a través de hacer más sencillos los procesos legales para las personas que acuden 
a este tipo de herramientas para la administración de justicia más económica.

La materialización de los masc va más allá de la técnica jurídica, pues la im-
plementación de estos, como proponen Sierra et al. (2023), son un cambio de 
paradigma social y cultural. Esa evolución de la realidad jurídica va desde la 
judicialización de los conflictos a la puesta en marcha de la armonía social, el 
diálogo constructivo, el respeto a los derechos humanos, la convivencia pacífica, 
es decir, a una cultura de paz. Además, Cabrera y Aguilera (2019) concuerdan 
en la mencionada transformación, pues la estudian a través de la observación 
del modelo jurisdiccional tradicional inherentemente confrontativo y reducido 
a dar sentencias de un ganador y un perdedor, mientras que los mecanismos 
rescatan la comunicación asertiva como herramienta de autogestión jurídica. 
En relación con lo anterior, Cabello (2013) menciona que estos métodos son la 
pieza clave para reconstruir entornos pacíficos, transformando el conflicto de 
una crisis a una oportunidad para el ejercicio de la empatía y la equidad. Según 
García-López (2021), este binomio entre los masc y la cultura de paz requiere un 
compromiso generacional. La educación formal debe ser el vehículo para formar 
ciudadanos con la capacidad ética de resolver sus diferencias mediante el enten-
dimiento, reduciendo así la dependencia histórica hacia los sistemas meramente 
adversariales.

La evolución de los masc dio un cambio al paradigma, transicionando de 
una justicia que procuraba el castigo como medio de garantía y justicia para el 
ciudadano a una, como refiere Martínez y Gorjón (2018) y Salgado (2019), una 
justicia imparcial que restaura y es más humana y más empática. Esta transfor-
mación evoca que la solución de una controversia no debe ser filtrada por una 
autoridad judicial, sino que deberá realizarse por las mismas personas que tienen 
el conflicto, y ello les permite a estos no simplemente resolver el problema legal, 
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sino que simultáneamente reconstruye, a través de la sanación, el litigio latente y 
repara las redes comunitarias. Además, más allá del plano teórico, la efectividad 
de los masc se valida mediante datos que demuestran un impacto real en la carga 
de trabajo de los juzgados o tribunales.

Tal y como lo demuestra Orozco et al. (2025) en su análisis del Décimo Se-
gundo Partido Judicial con sede en Jalisco, mencionan que la despresurización de 
los juzgados civiles alcanzó un 53.2% gracias a la implementación de la justicia 
alternativa y demostrando así que el diálogo es una alternativa estadísticamente 
sólida. Mientras que, en Chihuahua, Nava y Breceda (2017) indican que las es-
tadísticas comprueban que por cada cinco expedientes al menos uno entra a la 
esfera de la justicia alterna y concluye en un arreglo exitoso. Asimismo, y como 
ya se ha mencionado anteriormente, esta eficiencia se extiende a sedes adminis-
trativas; pues Salgado (2019) documenta cómo la profeco logra conciliar el 80% 
de sus quejas, otorgando respuestas inmediatas a las necesidades de los ciudada-
nos. Además, encuentra evidente la disminución en la promoción de documentos 
para la elaboración de expedientes con la creación de Centros de Justicia Alter-
nativa, y mediante los cuales se agiliza una mayor impartición de justicia con una 
menor tramitología.

Aunado a esto, está lo que refiere García-López (2021), que, desde la perspec-
tiva del Derecho, los acuerdos que se tienen mediante los masc no representan 
meras promesas, pues estos poseen la calidad de cosa juzgada, lo que es igual a 
una sentencia dictada en la vía judicial. Y así mismo se relaciona con el dicho 
de Cabello (2013) y Guerrero y López (2024), que la alternatividad actúa como 
herramienta indispensable para combatir el rezago judicial y la crisis de la efec-
tividad de las instituciones tradicionales. También, se observa la versatilidad que 
tienen los masc al momento de su implementación en sectores humanos parti-
culares, especialmente en ámbitos donde el rigor procesal puede resultar revicti-
mizante y poco protector de grupos desfavorecidos. En este sentido se visualiza 
el sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (dif), en donde la mediación 
según Sauceda y Martínez (2018) mencionan que ha demostrado una efectividad 
del 79% en la entidad federativa de Puebla, permitiendo que temas de alimentos, 
custodia y convivencia se resuelvan bajo una lógica de cuidado y no de castigo. 
Igualmente subrayan que estos mecanismos generan soluciones “a la medida”, 
protegiendo el interés superior de la infancia y la dignidad de los adultos mayores.

Adicionalmente, Sauceda y Martínez (2018) puntualizan que la capacidad 
que tienen los masc en las situaciones o escenarios de alta susceptibilidad social, 
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como lo son las esferas de la familia y la protección a grupos vulnerables. La reali-
zación de la mediación y la práctica de la justicia restaurativa en entidades como 
el dif ha llegado a ser una herramienta que permite tratar la violencia familiar y 
proteger los intereses de los niños, niñas y adolescentes, así como los de las per-
sonas mayores y de aquellos con alguna incapacidad de una forma en la que la 
justicia tradicional no ha podido alcanzar. Y de igual forma a nivel municipal, los 
masc actúan como una herramienta de prevención social. El conflicto que se sus-
cita entre los vecinos por cosas como la basura o el ruido, tal y como lo refieren 
Gutiérrez y Tola (2025), estas disputas representan el 74% de las controversias 
que ocasionan violencia entre los colindantes.

Sin embargo, distinguen retos en la esfera municipal, en donde los mismos 
autores mencionan que tanto los centros donde se aplican los masc como los juz-
gados municipales sufren la falta de personal especializado, y es muy necesario 
que los facilitadores sean quienes tengan las habilidades para operar los espacios 
en donde se garantiza la existencia de un procedimiento que se lleve a cabo por 
las formalidades, pero sin desatender la parte humana y de diálogo.  Así mismo, 
en el Derecho Laboral y como lo mencionan Enríquez-Chávez y Santana-Cam-
pas (2021), estos mecanismos fungen como contrapeso de la corrupción y así 
garantizar el sustento del trabajador de manera expedita y protegiendo a la parte 
económicamente más débil de la relación jurídica obrero-patronal. Pero también 
identifican la omisión de emplear estos métodos, y particularmente en el sector 
del trabajo, desencadena graves consecuencias emocionales y económicas a la 
vez. Pues los resultados que obtuvieron a través de los trabajadores demuestran 
que la prolongación más allá de lo usual de un juicio afecta el sustento de la fami-
lia de los trabajadores, lo que corrobora la necesidad de robustecer aún más los 
masc como herramienta que ampara a la justicia social.

Por el otro lado de las relaciones familiares o del trabajo, contamos con la vi-
sión penal y humana de Martínez y Gorjón (2018) que mencionan que un pilar 
fundamental de esta justicia alternativa es el modelo restaurativo, cuya esencia 
no es el castigo, sino que se enfoca en la sanación y resarcimiento del daño 
ocasionado. Pues estos autores explican que este tipo de enfoque permite sanar 
vínculos que el sistema punitivo tradicional suele fracturar definitivamente. Des-
tacan que al priorizar el perdón moral y la reintegración, la justicia restaurativa 
deja de ser un castigo para convertirse en un instrumento de recuperación so-
cial, que devuelve la armonía a la comunidad a través del enfoque a una cultura 
de paz.
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Así mismo, Cabrera y Aguilera (2019) y García-López (2021) precisan el papel 
protagónico que tiene la persona en las formas alternativas de resolución de con-
troversias. Pues este modelo de justicia democratiza el devolver a los ciudadanos 
el control de su vida y de sus conflictos, entendiendo esto en parte, como el de-
recho de obtener su propia justicia. Además, se basan en el derecho colaborativo 
para crear un puente entre las personas y la creencia de la parcialidad de las 
instituciones, ya que son los mismos residentes los que de forma participativa y 
responsable llegan a sus propios acuerdos. En relación con lo anterior se coloca la 
aportación de lo que hacen otros países, por ejemplo, la combinación de distintos 
métodos para alcanzar un acuerdo satisfactorio para ambas partes, como lo es el 
med-arb (contracción de la combinación de mediation and arbitration lo que significa 
“mediación y arbitraje”). El término fue implementado en el año de 1970 en los 
Estados Unidos de América combinando la mediación y el arbitraje como forma 
para dar terminación a los conflictos. Esta herramienta se caracteriza por llevar 
el proceso primero mediante una mediación acompañados por el facilitador que 
puede fungir tanto como mediador en la primera fase o árbitro en caso de que 
no se resuelvan todos los puntos a tratar en la mediación, sujetando a las partes 
al cumplimiento obligatorio de su decisión.

El mecanismo referido fue tomado por distintos países como Francia, Alema-
nia y Suecia. Actualmente en Ucrania Ustinova-Boichenko et al. (2024), realizan 
un estudio de derecho comparado entre las experiencias internacionales de los 
autores, en donde examinan la efectividad y el cumplimiento de la resolución de 
conflictos por medio de la implementación del med-arb a las leyes que protegen a 
las personas trabajadoras, y así reducir la carga de trabajo del sistema judicial y 
al mismo tiempo resolver los conflictos laborales de manera más rápida, eficiente 
y con menores gastos materiales, cumpliendo con el acceso a la justicia como 
Derecho Humano.

Como resultado de la pandemia que se vivió, los masc se han transformado y, 
según Gutiérrez y Tola (2025), efecto de ello es la creación de herramientas como 
el Centro Virtual de Mediación en el Estado de México, mismo que atendió a 
más de 2,280 usuarios mediante las tecnologías de la información. Del mismo 
modo Nava y Breceda (2017) documentan que, a pesar de la omisión de la Ley 
Alternativa del Estado de Chihuahua, se realizaban sesiones remotas de media-
ción a través de la plataforma digital Skype, lo cual presentó la optimización de 
recursos y tiempos de traslado, cumpliendo así con los objetivos de la creación 
de estos métodos. Otra buena aportación es la que menciona Salgado (2019), 
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pues esta comenta que Guanajuato llevó a un nivel educativo los masc, al ámbito 
básico, donde se trata de enseñar a los niños a resolver problemas comunes por 
medio de la negociación, con la finalidad de hacerlo antes de que el entorno 
exterior los obligue a desarrollar conductas violentas y así fomentar con éxito la 
cultura del diálogo y por ende la de paz.

Pero, a la par de los ya mencionados beneficios documentados, se encuentran 
también los desafíos a los que se enfrentan estas herramientas alternativas de 
solución de conflictos, pues en palabras de Cabrera y Aguilera (2019) existen 
barreras, como la resistencia persistente en operadores jurídicos que ven el litigio 
como la única vía de justicia verdadera sobre una cultura de paz y diálogo. Pero, 
para superar estas limitantes, Gutiérrez y Tola (2025) proponen que los mascsean 
facilitados por personas especializadas en mecanismos alternativos, aquellas que 
sean capaces de fomentar la paz y no solo por abogados, esto con el propósito 
fijo de evitar la contaminación de los procesos por la cultura del castigo. Por úl-
timo, la visión restrictiva de observar los masc como una simple herramienta de 
desahogo judicial es un error, pues Salgado (2019) expresa que estos mecanismos 
deben ser reconocidos por su valor intrínseco como una vía independiente y 
digna de acceso a la justicia. Su consolidación definitiva requiere que estos meca-
nismos dejen de ser una opción secundaria y se conviertan en una política social 
de Estado obligatoria, integral y profundamente humana.

Conclusiones
En respuesta a la pregunta problema, se ha logrado analizar cómo han contri-
buido los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en México al 
acceso efectivo a la justicia y a la construcción de una cultura de paz durante 
el siglo xxi. Los masc no deben ser tomados como una opción secundaria, ni 
tampoco reducidos a algo tan simple como mecanismos que descongestionan la 
carga laboral de los juzgados. Estos representan la materialización de un dere-
cho humano fundamental que tiene la finalidad de resguardar la dignidad de las 
personas sobre la rigurosidad de los procesos judiciales. Pues al elevarse al nivel 
de la Constitución, estas herramientas garantizan el acceso a la justicia de una 
manera humana y erradicando todas las barreras que hacen que la vía tradicio-
nal se perciba como fría.

Con el estudio y de una forma humanista, se pudo determinar que los masc 
regresan a los ciudadanos a tener el control sobre el resultado del acuerdo que 
se consigue de las voluntades de ellos mismos. Mientras que, en el sistema tradi-
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cional, estas personas de manera paciente esperan una sentencia, la alternativa 
acepta como los ciudadanos tienen las capacidades de dialogar, empatizar y pro-
poner sus propias soluciones. Pues esto permite al administrado, aceptar que la 
disputa de la que se trata es una oportunidad de responsabilidad y crecimiento 
tanto personal como parte de una sociedad. Asimismo, se puede observar que la 
efectividad de estas herramientas encuentra su núcleo en la reconfiguración del 
tejido social, como lo son las áreas de la familia o la comunidad en general, donde 
los problemas suelen dejar secuelas más allá de lo que simplemente se ve, pueden 
influir en el bienestar económico y emocional de las personas.

Por ello, estos mecanismos pueden llegar a ser ese espacio de armonía y res-
peto, pues estos no fueron creados para interrumpir la paz de los ciudadanos 
al pelear por ver quien tiene la razón, sino para encontrar una forma en la que 
pueda seguir subsistiendo la convivencia después del conflicto, pues actúan como 
preventores de violencia y procuran la reconciliación. Con ello se puede observar 
que la cultura de paz deja de ser un concepto meramente filosófico para conver-
tirse en una práctica del día a día por medio de los mecanismos alternativos. Lo 
anterior, a través del diálogo y de la búsqueda de un arreglo que son la piedra 
angular de una sociedad que en su futuro próximo prevalece la armonía. La 
transformación de una justicia encaminada a lo humano es un camino evoluti-
vo necesario, ya que pasar de un estado que castiga a un estado que facilita la 
comprensión entre personas, es de vital importancia para la coexistencia de una 
sociedad y su mantenimiento futuro. Además, con esto también se puede llegar a 
la paz social, pues ya se cuenta con habilidades humanas y herramientas institu-
cionales que resuelven todo con justicia.

Y se considera necesario que, para que llegue a consolidarse esta visión, es 
importante y necesario que los organismos impartidores de justicia procuren ver 
más allá del rigor procesal y comiencen a atender a personas. Esto, acompañado 
de facilitadores, que tengan los conocimientos, tanto técnicos como una profun-
da formación ética y sensibilidad ante las situaciones por las que atraviesan los 
ciudadanos. Si estas herramientas claves para el acceso a la justicia y la cultura de 
paz, se convirtieran en la primera opción de los residentes de esta nación mexi-
cana, se podría vislumbrar un sistema legal que sea reflejo de una sociedad que 
valora la paz, la conciencia, la aceptación mutua, la empatía, la reconstrucción 
del tejido social sobre una sentencia en donde uno pierda y el otro gane.
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Deserción docente- resultado de la
transgresión a sus derechos a la dignidad y 

salud mental
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Resumen
El objetivo de la investigación fue establecer las causas y las consecuencias de tipo 

laboral, personal, social, institucional, de salud, entre otros, que provocan la deser-
ción de los docentes del sector educativo. Análisis que fue realizado a través de un 
modelo de derecho comparado, por medio del cual, se podrá observar el fenómeno, 
sus causas en algunos países, así como el impacto degenerativo provocado por la 
pandemia del covid-19, y su efecto multiplicador post pandemia. Podremos observar 
cómo es que las instancias internacionales y nacionales, informan sobre este fenó-
meno actual, así como las acciones, las políticas públicas, los programas que se están 
contemplando para abatir el abandono de las aulas. Además, se observarán factores 
normativos como las reformas, la precarización de las condiciones de los educadores, 
así como la afectación a sus derechos humanos, los cuales son el acceso a un salario 
digno, contar con prestaciones laborales que les asegure una salud mental, contar 
con seguridad y protección tanto dentro como fuera de las aulas, en sus cosas, como 
a su persona, esto con el fin, de prevenir los riesgos que se corren por ser en este siglo 
XXI docente.

Abstract
The objective of  the research was to establish the causes and consequences of  

a work, personal, social, institutional, health nature, among others, that cause the 
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desertion of  teachers in the educational sector. Analysis that was carried out throu-
gh a comparative law model, through which the phenomenon, its causes in some 
countries, as well as the degenerative impact caused by the Covid-19 pandemic, and 
its post-pandemic multiplier effect can be observed. We will be able to observe how 
international and national bodies report on this current phenomenon, as well as the 
actions, public policies, and the programs that are being contemplated to reduce the 
dropout from classrooms. In addition, regulatory factors will be observed such as the 
reforms, the precariousness of  the conditions of  educators, as well as the impact on 
their human rights, which are access to a decent salary, having labor benefits that 
ensure mental health, having with security and protection both inside and outside the 
classrooms, in their things, as well as their person, this in order to prevent the risks 
that are run by being a teacher in this 21st century.

 
Palabras claves

Deserción docente, riesgo, precariedad y escuela.
Keywords

Teacher attrition, risk, precariousness and school.

Introducción
El tema de la educación cuenta con varias aristas para su análisis, ejemplos de és-
tas son el análisis de la calidad educativa, la enseñanza – aprendizaje, los perfiles 
docentes, la evaluación del sistema educativo, los aprendizajes de los alumnos en 
el aula, entre muchos otros, sin embargo, pocos son los analistas que se enfocan 
en la salud mental del docente, en la vulneración a su estatus laboral, en sus 
necesidades no sólo académicas, sino las referentes al respeto a su dignidad hu-
mana en el aula y en la institución, o la protección de su seguridad física dentro 
y fuera de las aulas. Este grave desinterés en el educador y la falta de atención a 
sus necesidades los ha orillado a tomar decisiones drásticas sobre su deserción o 
su reubicación laboral.

La indiferencia hacia el profesor y a su contexto es muy evidente, ya que con 
el paso del tiempo el valor de la profesión ha decaído ante toda la sociedad prin-
cipalmente en nuestro país, gracias al desprestigio social y familiar, por la llegada 
de las nuevas tecnologías, por la aparición de nuevas plataformas de enseñanza, 
por no alcanzar las expectativas de los directivos, por los bajos resultados de sa-
tisfacción en la evaluación docente, o también por la difamación iniciada por los 
colaboradores o por los alumnos, siendo éstos entre otros factores, los que han 
provocado desánimo, angustia, depresión, estrés y más afectaciones, por las cua-
les el sector docente llega a su máximo nivel de tolerancia. Lo anterior provoca 
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que se pierda interés en su profesión, síntoma que se viene presentando desde 
antes de la pandemia. Se puede detectar rápidamente algunos posibles motivos, 
como las reformas creadas de manera indigna para precarizar sus salarios o la 
presión causada por sus escasos recursos, los que lo obligan a continuar cum-
pliendo una función que ya ha sido infravalorada por la sociedad actual.

El presente análisis tiene como objetivo dar a conocer los motivos por los 
cuales en la actualidad el docente prefiere escapar de las aulas, salir de las escue-
las y dedicarse a otra cosa, aunado a ello, presentaremos el por qué los jóvenes 
que egresan de la educación media superior ya no perciben como importante el 
ingresar a prepararse en estudios en el magisterio o en pedagogía, pues observa 
la precariedad, la falta de respeto a la figura docente, y ante todo el poco recono-
cimiento social, institucional y gubernamental que reciben, lo que pone en riesgo 
a las próximas generaciones de la sociedad con relación a su capital humano y a 
la conformación de profesionistas, ante la falta de interesados en desempeñar la 
función de educador.

Es importante construir un seguimiento del contenido del presente trabajo, 
por lo que dentro de su primer apartado de las generalidades será posible recono-
cer de forma conceptual los elementos constitutivos del título, esto en función de 
crear una ruta de seguimiento; además, en el mismo apartado se detectarán las 
causas de la deserción docente desde diversas perspectivas con base en el aparato 
crítico, entre las cuales se identifican las causas institucionales, personales, profe-
sionales, de salud física y mental así como las relativas a su ámbito laboral, y con 
el fin de concluir esta sección se adiciona un elemento de seguimiento de medios 
digitales sobre las situaciones más destacadas en el contexto actual tanto nacional 
así como internacional. Dentro del cuerpo de la investigación encontraremos un 
marco normativo, emanado del método de derecho comparado, por medio del 
cual se brindará un antes y un después de esta ola de afectaciones a este gremio 
a través de distintas administraciones, así como también se exploran situaciones 
afines a la de nuestro país, en Latinoamérica y Europa. Atendiendo a los efectos 
producidos por el Covid-19 se realizará sólo una breve semblanza de cómo la 
pandemia contribuyó en el evento académico pernicioso e inmediatamente des-
pués se identificarán las consideraciones finales, ubicando los instrumentos para 
el conocimiento, la búsqueda y el acceso a la información, que para el presente 
trabajo serán entre otras las páginas de productos académicos y científicos, Re-
dalye.org, Scielo.org, Academica.edu, Dialnet.com, se anexan además páginas 
de autoridades nacionales como internacionales de la materia de educación, así 
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como también se emplearon revistas y noticias de fuentes como la ONU.org, 
Nexos.com, Vértigo.com y Publimetro.com, entre otras.

Contexto
Ejes conceptuales
El presente estudio, no contempla un grado o un nivel académico en específico, 
pues el fenómeno de la deserción docente, no se está presentando de forma pre-
visible, es decir, estructurada por estados o por países en particular, sino que es 
un evento inusitado que ha rebasado fronteras y que se puede detectar a nivel 
internacional; por lo que, para iniciar con su análisis debemos definir tres ejes 
conceptuales para la comprensión del tema. En el presente trabajo el primer eje 
es la compresión de qué es la deserción docente, que en el 2020 la Institución Scima-
go, encargada de analizar los rankings escolares, la define como “el abandono”, 
esto significa descontinuar el ejercicio de la carrera de profesor/a. Corresponde a 
profesionales con título de profesor o profesora que han decidido dejar de traba-
jar como tales. Es importante señalar, que el abandono de un trabajo, un salario 
o una carrera, no es una decisión sencilla y se deben contemplar las causas, que 
quizás sean por salud, por asuntos personales o laborales, entre otras, que de-
muestren todo el panorama, de lo que un docente o educador vive para alejarse 
de las aulas.

Es necesario comprender los elementos contextuales que impulsan a las y los 
docentes a abandonar todo aquello por lo que estudiaron durante cuatro años de 
sus vidas, y cuestionarnos sobre “¿Qué vieron los actuales docentes en su plan a 
futuro que los desalentó de continuar en las aulas?”, y otra pregunta sería “¿Qué 
o quién, provocó su abandono a la profesión?” En este sentido, encontramos 
otra contribución sobre el concepto de deserción docente del investigador Alfredo 
Gaete (2017) de la Pontificia Universidad Católica de Chile, la cual es “dejar el 
aula”, lo cual  refiere a docentes que deciden dejar el aula y la escuela, pero no 
la educación, por ejemplo, aquellos maestros/as que ocupan alguna posición en 
el Ministerio de Educación o en instituciones formadoras de docentes. Dentro de 
esta aportación, podemos detectar que la idea no es dejar cien por ciento a las 
escuelas, sino que es dejar las horas ante grupo o también dejar de ser docente 
para volverse administrativo en las oficinas escolares.

Una vez abordado el primer eje que fue la deserción, hay que enfocarnos en 
adaptar el segundo eje conceptual que es la dignidad docente. Para aproximarnos 
al tema, la trabajadora social Enriqueta Durán (2022), de la Unión General de 
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Trabajadores de Cataluña por sus siglas UGT, nos indica que la dignidad de las 
y los profesionales de la educación es clave en el desarrollo de una intervención 
socioeducativa de calidad, tanto por la capacitación, la formación, como por el 
acompañamiento, la supervisión y el cuidado de las y los profesionales de la edu-
cación.3 Lo pronunciado por la autora, propone que la dignidad docente va más 
allá de la vocación educativa, pues abarca también al acceso a un trabajo digno, 
que como lo dispone la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (2016) por 
sus siglas cndh, es el trabajo que respeta los derechos fundamentales de la perso-
na humana, así como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones 
de seguridad laboral y remuneración. Esto es por mucho, una búsqueda esque-
mática del respeto a la función docente, con miras a dignificarla de nueva cuenta.

La siguiente contribución al estudio sobre la dignidad docente la brinda la inves-
tigadora Guiselle M. Garbanzo (2011) de la Universidad de Costa Rica, quien 
afirma que la calidad de la educación, así como la calidad y la dignidad del 
personal docente son factores que están correlacionados y son importantes para 
un adecuado desempeño del sistema educativo. Es importante recalcar que las 
condiciones laborales dignas de la labor docente no pueden concebirse exclusi-
vamente como políticas salariales, excluyendo importantes temas que tienen una 
relación directa con la calidad de vida del profesional en educación, como lo 
son los componentes afectivo, humano, social, y espiritual que inciden en su des-
empeño como educador. Esta definición deja claro que siempre que se hable de 
dignidad del docente debemos abarcar las necesidades contextuales como seres 
humanos, no sólo como servidores públicos a los cuales se les trata de maneras 
muy frías e indiferentes, sin motivación y condicionadas a funcionar por el solo 
hecho de trabajar para el Estado.

El tercer eje conceptual, abarca un elemento de suma importancia en el de-
sarrollo personal y profesional del docente, la salud mental. La primera fuente a 
consultar será la Organización Mundial de la Salud por sus siglas oms que en el 
año 2018 dispuso que es un estado de bienestar mental que permite a las perso-
nas hacer frente a los momentos de estrés de la vida, desarrollar todas sus habili-
dades, poder aprender y trabajar adecuadamente y contribuir a la mejora de su 
comunidad. Esta situación física y mental es el factor más frágil de todo el tema 
que aquí se analiza, debido a que el primer eje es un efecto del hartazgo docente, 
el segundo eje corresponde a ser un derecho que es exigido por el individuo ante 
3	 Es primordial reconocer otros elementos como parte de la dignidad profesional, además de las condiciones sociola-

borales y el reconocimiento social, como son la investigación, la formación permanente, los procesos de coordinación 
técnica, la supervisión y la generación de marcos teóricos y metodológicos. (Durán, 2022)
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el Estado y la sociedad, pero este último pertenece a la persona en su abanico de 
elementos como es la salud física, la salud mental y la salud espiritual que forman 
un conjunto de necesidades por cubrir a través de su entorno personal, familiar, 
social y laboral, mismos que no dependen al cien por ciento del docente ya que 
son situaciones externas e incontrolables que llegan al punto del miedo y descon-
trol del individuo.

Para cerrar con los ejes conceptuales, la docente – investigadora colombiana 
Diana J. Villamizar (2015) plasma en su trabajo su percepción de salud mental 
y señala que es el estado de funcionamiento óptimo de la persona y, por tan-
to, defiende que hay que promover las cualidades del ser humano y facilitar su 
máximo desarrollo potencial. Sugiere que la salud mental se ve determinada 
por características individuales, tales como la capacidad para gestionar pensa-
mientos, emociones, comportamientos e interacciones con los demás; factores 
sociales, culturales, económicos, políticos y ambientales tales como las políticas 
nacionales, la protección social, el nivel de vida, las condiciones laborales o los 
apoyos sociales de la comunidad. La visión utilitaria, que aparece en este último 
concepto, así como también su funcionalidad en sociedad, promueve de forma 
clara que una mente sana es parte de ese control personal como de los espacios 
donde el individuo se desenvuelve, quizás sea por esa razón es el elemento más 
expresado como la causa del incremento de la deserción docente.

 
Causas de la deserción docente desde diversas perspectivas

Las primeras causas por contemplar en relación a la deserción docente, son 
las relativas a la perspectiva que tienen las instituciones educativas en relación al 
educador, debido a que las autoridades del sistema escolar, le atribuyen al profe-
sor la responsabilidad sobre la salida de los alumnos, lo que plantea la profesora 
de la Universidad Autónoma de Sinaloa, Rosalva Ruiz (2014), en su publicación 
referente a las causas y las consecuencias de la deserción escolar de los alumnos, 
la cual señala que la Secretaría de Educación Pública por sus siglas SEP, dispuso 
que en Sinaloa, en el año 2012, las causas del abandono escolar a nivel bachi-
llerato estaban directamente relacionadas con los maestros, pues los resultados 
arrojaron que los alumnos coinciden que las malas condiciones de trabajo do-
cente, y la enseñanza descontextualizada son factores que influyen de manera 
significativa en su abandono. Además, refirieron que su deserción es causada por 
la escasa capacitación de profesores y profesoras. En el caso de la colaboración al 
estudios – un elemento sustancial, la percepción del alumnado es que el docente 
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no está capacitado, o quizás esto sea ante los directivos, que son opiniones que sí 
impactan ante las instituciones; sin embargo, en la otra cara de la moneda, el do-
cente presenta de forma continua evaluaciones y capacitaciones, como se puede 
observar en la página del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
(2019), en la que se encuentran un sin fin de publicaciones relativas a la evalua-
ción del currículo de educación ciudadana en la educación obligatoria, evalua-
ciones del desempeño por año4[4] establecidas en la Ley General del Servicio 
Profesional Docente otra evaluación que se le realiza además de las otras dos ya 
mencionadas es la conocida como el Plan Nacional para las Evaluaciones de los 
Aprendizajes por sus siglas planea, cabe hacer mención que esta página  quedó 
habilitada sólo como archivo histórico desde 2019, y continuando con el análisis 
de la contribución de la autora, hay que resaltar que el docente vive siendo eva-
luado, por lo que se debe considerar que la capacitación y la enseñanza de habi-
lidades o de nuevos modelos educativos, corre por cuenta del área laboral, bajo el 
cumplimiento de la política de formación continua de nuestro país. Esto deja ver 
al docente como un agente solitario dentro de un sistema educativo que decide 
por su cuenta qué cursos sí tomar y cuáles no, y es aquí cuando las autoridades 
sólo remiten las responsabilidades al último de los niveles de esta pirámide llama-
da educación, es decir, al profesor, ¿dónde queda entonces todo ese andamiaje 
de políticas, reformas y entidades encargadas de la profesionalización docente?

La mirada de los docentes ante esta situación crítica respecto a la imagen que 
venían ostentando dentro y fuera de las aulas, les generó de apoco la fuerza y la 
convicción, para la toma de decisiones desde los años noventa, pues la serie de 
reducciones salariales, la ola de evaluaciones y la carente atención a sus necesi-
dades, dieron como resultado lo que planteó la autora Bárbara Bruns en el 2014 
dentro de su obra sobre los elementos contextuales del pasado que clarifican el 
tema de estudio,5 con base en que proveen de elementos como la inestabilidad 

4	 Ley General del Servicio Profesional Docente. Art. 12. Las funciones docentes, de dirección 
de una Escuela o de supervisión de la Educación Básica y Media Superior impartida por el 
Estado y sus Organismos Descentralizados deberán orientarse a brindar educación de calidad 
y al cumplimiento de sus fines. Quienes desempeñen dichas tareas deben reunir las cualidades 
personales y competencias profesionales para que dentro de los distintos contextos sociales y 
culturales promuevan el máximo logro de aprendizaje de los educandos, conforme a los per-
files, parámetros e indicadores que garanticen la idoneidad de los conocimientos, aptitudes y 
capacidades que correspondan. (2018).

5	La docencia, en muchas partes del mundo, se ha convertido en una profesión 
cada vez más inestable. Esto es el resultado de los recortes presupuestarios; la 
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que se venía viviendo, lo que significaba ser docente ante las instituciones, ante 
los alumnos y ante el gobierno, y recalcó que cómo profesión ésta ya no lograba 
llenar las expectativas de los jóvenes, además expuso cómo fue que las autorida-
des en la materia, así como la sociedad en general responsabilizaron únicamente 
al docente de los errores de todo un sistema educativo.

Otro elemento que vale la pena sustraer de la publicación de Institución Sci-
mago (2020) es el abordaje a las causas personales para el abandono docente, 
donde emplean un análisis enfocado en la micropolítica, pues explican que es 
una forma de estudiar la interacción de una persona con su biografía y un con-
texto de formación, enfoque con una vertiente psicológica, la cual sólo contem-
pla elementos individuales. Es por tanto un estudio que centra su atención en la 
micropolítica escolar, es decir, a las relaciones de poder en la vida cotidiana de 
la escuela, en ese día a día permanentemente que pasa a ser poco visible. Aquí 
lo que se describe es un análisis más profundo, pues los resultados obtenidos con 
base en este enfoque fueron que el docente en sus relaciones personales en el 
interior de la institución pone en juego intereses diversos entre los cuales detec-
taron los propios, materiales, organizacionales, culturales e ideológicos, socia-
les-profesionales los cuales en ocasiones dentro de su función docente convergen, 
y en otras no, a lo que se conoce como “choque de la práctica”. De la anterior 
esa gama de intereses intrínsecos del individuo, alimenta gran parte de su salud 
mental y emocional, en muchos de casos estos intereses no se ven satisfechos 
por su entorno laboral, lo que provoca una insatisfacción o un sentimiento de 
desprofesionalización, que significa, una sensación de no ser tratados como pro-
fesionales o de no tener la posibilidad de crecimiento profesional en ese espacio 
o institución educativa y es en este estudio cuando podemos hablar del desapego 
emocional que el trabajador de la educación inicia desde su interior hasta que 
toma la decisión de irse de las aulas una vez que haya conseguido otra cosa total-
mente diferente a la enseñanza.

Con el objetivo de continuar la exposición del fenómeno sobre la deserción 
docente, la analista Paulette Delgado (2019) en su publicación dentro del ob-
servatorio del tec en nuestro país, anunció que según un estudio de Phi Delta 

debilidad de las economías nacionales que recortan los salarios de los funciona-
rios públicos; baja remuneración; su falta de atractivo como destino profesional 
comparado a otras ocupaciones; y en muchos casos, la culpa que los gobiernos 
y las sociedades echaron sobre los docentes de los fracasos de todo el sistema 
educativo. (Burns, 2014)
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Kappa (pdk), los principales motivos de la deserción docente por la salud mental, 
han sido el descontento con el manejo de la disciplina de su escuela (60%); salario 
y pocos beneficios (22%); estrés, agotamiento o presión (19%); y la percepción 
de no sentirse respetados y valorados (10%). Estas cifras responsabilizan al sitio 
de trabajo por el descontento y la inconformidad del educador, lo que demues-
tran también que el factor principal del fenómeno aquí analizado se centra en 
las condiciones de tipo laboral, así como de salud mental el cual dicho docente 
a traviesa en los momentos de realizar su labor. Y para hacer énfasis en el por-
centaje más alto de los resultados que brinda la analista, tenemos que fue el de la 
violencia estudiantil, muchas veces dirigida hacia el docente en pleno desarrollo 
de su clase, lo que con justa causa se asocia al grado más alto de los motivos para 
el abandono de las aulas.

La investigadora Vanessa Orrego (2023), de la Universidad Diego Portales, 
de Santiago de Chile, en su artículo Rotación y deserción docente en Chile señala que 
los principales motivos están asociados a las dificultades en las oportunidades de 
desarrollo profesional y laboral (58,0%), el bajo salario (41,5%), la escasez en 
la disponibilidad de recursos didácticos y seguridad escolar (39.0%), y la baja 
influencia de los docentes en las políticas y prácticas escolares (36.0%). Una lista 
a la que se suma la sobrecarga laboral, la sensación de no ser tratados como 
profesionales que pueden tomar decisiones autónomas, innovar y aprender y las 
dificultades con el equipo directivo, alumnos o colegas, así como los problemas 
de disciplina de los estudiantes, el clima laboral y la insatisfacción con el trabajo, 
y finalmente, está también la inestabilidad contractual y el número de horas de 
contrato. Cabe resaltar que ésta es una de las aportaciones más completas, en 
el presente contexto, ya que deja claro todo el esquema de causa que brindan 
respuestas a las preguntas previamente realizadas.

Una vez analizadas las causas de la deserción docentes desde la perspectiva 
personal, profesional y laboral del docente para salir de las aulas, la perspecti-
va institucional del docente y las responsabilidades que se le adjudican, lo que 
nos falta por abordar son dos temas de suma importancia: la salud mental del 
docente como factor de deserción y la perspectiva social del maestro en la ac-
tualidad. Para dar forma al tema de la salud mental del docente, el psicólogo 
Fernando Iriarte (1999) de la Universidad del Norte de Colombia, en su publi-
cación señala que el docente sometido a presiones, carencias y conflictos de todo 
tipo, desarrolla manifestaciones psicológicas que van desde malestares pasajeros 
hasta cuadros sintomáticos de severos trastornos psíquicos que impiden que su 
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labor medie pedagógicamente el aprendizaje de sus alumnos. En este sentido el 
docente presenta tres ítems, los cuales son el resultado de un estudio de campo 
realizado en universidades en España a docentes de 30 a 45 años, donde los re-
sultados son6 elementos de la vida cotidiana de la función docente, sin embargo, 
factores como malestares psicológicos, inadaptación al área o ambiente laboral, 
altos niveles de depresión son parte de los resultado emitidos por el estudio 
universitario, por lo que el autor indica que la Junta Nacional de Escalafón del 
Ministerio de Educación estableció que el abandono de cargo deviene por tráfico 
de calificaciones, de certificados de estudio y de documentos públicos, y con la 
malversación de fondos y bienes escolares o cooperativos. Además, 662 maestros 
oficiales fueron amenazados en Antioquia en 1994. En ese mismo año fueron 
desaparecidos y asesinados 239, la mayoría de los municipios de Antioquia, 
Córdoba y Valle. El trastorno psíquico manifiesto es sólo la punta del iceberg de 
un amplio malestar existente en el mundo de los docentes. Asimismo, las fuentes 
de tensión del docente que en un determinado momento pueden convertirse en 
trastorno mental son; el propio sujeto y los factores ambientales e incluso indica 
que la docencia una profesión de «alto riesgo» relacionada con el surgimiento de 
neurosis, presión, estrés y enfermedades psicosomáticas, motivos por los cuales 
los profesores se plantean responder a las nuevas expectativas laborales.

En nuestro país, de la misma forma que en Colombia, existen factores en la 
salud metal del profesorado que impactan en su decisión de abandonar las aulas, 
por lo que la analista Paulette Delgado (2023) en su segunda publicación dentro 
del observatorio del tec, plantea que según una investigación de Edweek, la satis-
facción laboral de los docentes está en su punto más bajo debido al estrés que se 
disparó durante el tiempo que duró la pandemia. Muchos educadores tuvieron 
que lidiar con escasez de personal, cuarentenas, interrupciones en la enseñanza, 
la nueva modalidad, etcétera. Parte de las afectaciones registradas las siguientes 
fueron las más notorias, como ya se dijo el alto nivel de estrés, el agotamiento o 

6	 1. Situación de salud general: Los profesores manifestaron que se sentían cansados por la mañana, 
mostraron signos de tartamudez en ciertas ocasiones, afirmaron tener dolor de cabeza y ner-
viosismo y que sentían punzadas en el pecho y a veces nudos en la garganta.
2. Situaciones que les producen malestar laboral: El desinterés de sus alumnos, alumnos problemáticos, 

elevado número de alumnos, el papeleo burocrático, la falta de interés de los compañeros, y 
la sensación de impotencia para motivar a los alumnos.

3. Situación que les genera mayor molestia: Las condiciones de trabajo, condiciones sociales, la polí-
tica de traslados forzados, los desacuerdos con las autoridades del centro y los conflictos de 
la convivencia con los compañeros.
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burnout laboral, esto se debe a periodos prolongados de intensidad y demandas 
excesivas de energía, fuerza y recursos. La responsabilidad, presión, carga de tra-
bajo, el salario bajo y las horas hacen que los educadores y el personal educativo 
sean presas fáciles del burnout. Así como la depresión es una enfermedad mental 
conocida como trastorno del estado de ánimo y, según Education Support, es más 
frecuente entre el personal educativo (32 %) que la población general (19 %). Lo 
anterior, confirma de forma clara como es que un docente, pese al agotamiento, 
al agobio o algún malestar, está frente al grupo, pues los tres grupos de afecta-
ciones en la salud mental en su gran mayoría todos los docentes los padecen. No 
obstante, es inadecuado responsabilizar sólo al docente sobre su propia salud 
mental, y no crear un esquema en conjunto con todos los agentes del sistema 
educativo para que colaboren a favor de beneficiarse en común, es decir, crear 
un modelo de prácticas de yoga institucional a la semana para rotar a los grupos 
que los padres de familia generen la promoción y organización de los eventos 
escolares, entre otros elementos que despresuricen la carga laboral del docente 
con el fin de que todo el ambiente escolar marche bien.

Por último, es importante plantear cómo es la perspectiva social referente 
al causal del abandono escolar por parte del docente, apartado en el cual em-
plearemos tres abordajes en el mismo sentido, de países distintos para dar pie a 
una reflexión sobre lo que le pasa a los docentes Latinoamericanos, por lo que 
iniciaremos con la percepción de los docentes en Colombia, la cual no está muy 
apartada de la que se tiene en nuestro país, para esta aportación la investigadora 
Leonor Cabeza (2018) de la Universidad del Norte de Colombia, nos comparte 
en su artículo que desde el año 2006 a la fecha de su publicación los temas de 
cobertura y calidad de la educación en el país han sido prioritarios, estos han 
enfrentado mediciones de calidad en la educación, empleando una prueba inter-
nacional llamada Programme for International Student Assessment, por sus siglas pisa, el 
cual en sus primeras aplicaciones arrojó requerimientos de mejoras en la educa-
ción, ya que están muy lejos de los países mejor rankeados. Los docentes en Co-
lombia dan cuenta del rezago en la calidad educativa y envían un mensaje sobre 
la necesidad de mejorar estándares y establecer políticas, que en muchos casos 
deberían ir de la mano de la teoría y otra situación crítica de la docencia es su 
profesionalización lo que abrió la puerta desde el año 1979 al 2002 al ingreso de 
docentes de cualquier profesión para ejercer la docencia llevando a la profesión 
de pedagogía o docentes egresados del magisterio a estandarizarse igual que los 
licenciados de otras profesiones. Bajo este escenario, la perspectiva no sólo social 
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en Colombia, sino de los aspirantes a serlo, ha provocado desaliento cuando ni 
los mismos docentes recomiendan su propia profesión, ni los invitan a incorpo-
rarse a la carrera pues la falta de apoyos económicos para su desarrollo no es 
tomada en cuenta, provocando que un mismo docente posea más de un empleo.

Un contenido esencial para un buen ejercicio profesional depende de la re-
lación que tiene el docente con la sociedad, para apoyarnos en la realización 
del contenido el investigador de la Universidad de Málaga en España, Ernesto 
Colomo (2019), estimó que con el paso del tiempo, las experiencias, las vivencias 
y los cambios en los contextos los docentes se van transformando y modificando 
en función de los cambios de la realidad tanto personal y educativa, por lo que 
indica que todos los profesores están ante un proceso continuo de reconstrucción, 
elementos que generan una identidad profesional que provoca un proceso reflexi-
vo sobre el tipo de docente que somos o del que queremos ser bajo la directriz de 
las necesidades del tipo de docente que requiere la sociedad. Debido a que en el 
año de la publicación esta sociedad se consideraba cibersociedad globalizada, en 
la cual la apertura de la información, la existencia de canales de comunicación 
impactaban e influían en tiempo real, Twitter fue la vía empleada como vehículo 
para recopilar, hechos, opiniones y debates, con base en un algoritmo llamado 
# hashtag y la invitación para opinar radicó en el #DíaMundialDelDocente. El 
estudio tuvo tres ejes básicos 1) conocer las características que se valoran de los 
maestros a través de los tweets; 2) vincular las características con las diferentes 
tipologías de maestros; y por último, 3) profundizar en los rasgos más habituales 
de cada arquetipo. La invitación en la comunidad tuvo mil cuatrocientos cuaren-
ta y un tweets en el eje 1) se determinó que la percepción social del maestro fue 
que eran auténticos y empáticos, en el eje 2) la respuesta fue que el maestro es 
motivador para el aprendizaje, y el eje 3) se obtuvo que el maestro es transmisor 
de historias a través de su pasión y disciplina. La contribución del investigador 
deja un buen ejemplo de que las redes sociales son una ventana de oportunidades 
de conocer las perspectivas sociales, además, se señala que la imagen del docente 
en dicho periodo reconoce de buena manera el rol del maestro.

En cambio en México, en el año 2023, en el Boletín mensual de la Comisión 
Nacional para la Mejora Continua de la Educación, publicó una editorial de 
nombre Maestras, maestros y cambio educativo donde señala que la expresión más 
clara y reciente de ello fue rica en denostaciones y descalificaciones al magisterio 
–maestros reprobados, no idóneos, tradicionalistas, reacios al cambio, etcétera–, 
lo cual impactó de manera muy negativa en la percepción social sobre el personal 
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docente y la educación que impartía. La escuela pública y su profesorado pasa-
ron por una etapa crítica que puso en tela de juicio la importancia de su labor, 
su conocimiento respecto a lo educativo y su papel como formador de las nuevas 
generaciones. En lo relativo a estas opiniones, devienen desde el año 2013 y han 
permanecido en los informes de las Reformas Educativas en el país, resulta alar-
mante, que de un país al otro exista una variación tan notoria en la percepción, 
más allá de la vía el vehículo de obtención de los resultados por lo que la misma 
autora enfatiza que los docentes a pesar transitar por políticas, reformas y pro-
gramas educativos desde hace más de dos décadas, siguen enfrentados cambios, 
innovaciones y que aún falta más. Por lo que el desprestigio social y la precarie-
dad salarial deben de cambiar de acuerdo con el gobierno.

 
Alertas en el sector educativo

Este fenómeno tiene en alerta a las autoridades, pues en su búsqueda de jus-
tificar sus errores, así como de crear responsabilidades hacia los profesores, gira 
la mirada a las fallas en los modelos educativos, a las familias poco cooperativas 
para el desarrollo educativo de sus hijos, y en relación con las verdaderas causas 
del problema, no informa nada. Ante esto la periodista Noor Mahtani (2023) 
publicó en el diario El país de Bogotá la siguiente nota que expresa la precariedad 
laboral, la falta de acompañamiento de los Estados, la escasa o nula digitalización 
y las obsoletas infraestructuras son algunas de las razones por las que hacen falta 
44 millones de docentes en el mundo, según las estimaciones del Instituto de Es-
tadísticas de Unesco, publicadas en el marco del día mundial del docente. Esta 
visión de la realidad mundial, sólo deja claro que, en temas sobre el cuerpo do-
cente no sólo nuestro país está en situación crítica, sino que alrededor del mundo 
hay carencia de promotores de la educación.

Otro acontecimiento que llama la atención sobre la deserción docente, es el 
que se presentó en Japón el pasado 16 de agosto de 2023, reveló al International 
Press ya que vivieron una cifra récord  en renuncias de profesores por problemas 
de salud mental, alcanzando 953 profesores de escuelas públicas en el año acadé-
mico, la cifra es un máximo histórico, ya que supera la registrada en el año 2018 
con un incremento de 171%, las renuncias fueron identificadas en primaria con 
571 renuncias, con un aumento de 114%, luego en secundaria fueron donde se 
presentaron 277 renuncias cifra que aumentó con 35 docentes más en este año, 
y por último, en preparatoria se reportaron 105 renuncias con un incremento de 
22 docentes más que, Otro estudio, también elaborado por el ministerio, detectó 
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que 5.897 profesores de escuelas públicas, una cifra récord, se había ausentado 
de su trabajo por problemas psicológicos en el año académico 2021. El ministerio 
señala como una de las causas del incremento las largas horas de trabajo y en este 
sentido el problema también afecta el futuro ya que la excesiva carga laboral que 
arrastran los profesores en Japón origina que disminuya el número de jóvenes 
que aspiran a ser docentes. (Higa, 2023). Esta nota periodística a todas luces es 
importante ya que Japón es uno de los países que está en los primeros lugares en 
los resultados del Programme for International Student Assessment (2017), por sus siglas 
pisa, que desde el año 2015 permanecen los mismos 10 países7 en sus mismos 
puestos de excelencia educativa, por lo que el hecho de que Japón ingrese en 
este revuelo internacional de deserciones es una alerta que confirma las fallas del 
sistema educativo actual.

Nuestro país, no se queda atrás, en las alertas, como lo establece el analista 
Esaú Sánchez, del portal Vértigo Político el pasado 13 del mes en curso, donde 
señala que de acuerdo con el Instituto Mexicano para la Competitividad por 
sus siglas imco, en 2023 había poco más de dos millones de maestros para 33 
millones de alumnos de educación primaria hasta superior. “Los docentes des-
empeñan un papel vital en nuestras sociedades, pero esta profesión enfrenta una 
importante crisis vocacional. Algunas regiones del mundo carecen de candidatos. 
En otras se enfrentan a una tasa de abandono muy alta durante los primeros 
años de trabajo”, señala la directora general de la Unesco, Audrey Azoulay. De 
la nota nacional, es rescatable el número desfasado de alumnos, y el poco apoyo, 
promoción y mejoras a las condiciones laborales de los trabajadores de la educa-
ción, y ahora que se está presentando este déficit o brecha será una labor titánica 
para alcanzar mínimamente el equilibrar algo, pues rescatar a los jubilados, no 
será posible, trabajar en la permanencia si, con base en algún proyecto digno y 
permanente de protección laboral, y de las nuevas generaciones no se sabe nada.

Marco normativo internacional al nacional
Internacional
Comenzaremos con el abordaje sobre la precarización salarial misma que se vie-
ne analizando desde hace más de dos décadas, el autor Manuel Sánchez (2012) 
en su aporte al tema señala que en la década de los noventa se presentó en Amé-
rica Latina, una transformación económica, misma que influyó en la reforma 

7	 1) Singapur, 2) Hong Kong, 3) Corea del Sur, 4) Japón, 5) Taiwán, 6) Finlandia, 7) Estonia, 8) 
Suiza, 9) Holanda y 10) Canadá. (Mosquera, 2017).
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estructural de los Estados Latinoamericanos, generando cambios que se refleja-
ron en el ámbito escolar, pues estos exigían una regulación y vinculación interna-
cional, lo que provocó una ola de innovaciones en el contexto educativo, como 
por ejemplo la necesidad de personal docente mejor capacitado, competente, 
y que fuera capaz de afrontar los requerimientos de los avances del mercado 
internacional. Esta evolución y exigencia internacional retrotraída de las obli-
gaciones del Estado Mexicano por ser parte de los Tratados Internacionales en 
materia educativa, impulsaron al país a tomar decisiones y realizar acciones de 
reestructuración creando un caos en el sistema educativo que fue guiado por tres 
directrices específicas, la primera, el aumento y la intensificación de las jornadas 
de los asalariados; la segunda, la reducción de los costos de la fuerza de trabajo 
traducida en bajos salarios, y la tercera la progresiva pérdida de los derechos de 
los trabajadores, y que luego fueron conquistados a través de sus sindicatos. 

Lo anterior, fue causa grave y fundamental para el desequilibrio del futuro de 
la educación, debido a que se puso en riesgo de poder alcanzar el Objetivo de 
Desarrollo Sostenible 4 de una educación de calidad inclusiva y equitativa. Que 
como lo pública la página de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura(2024) por sus siglas Unesco el pasado 26 de 
febrero en su Informe mundial sobre los docentes: qué debes saber, donde nos 
indica que, las repercusiones de la escasez de docentes en todo el mundo son pro-
fundas, ya que aumenta el número de alumnos por clase, la sobrecarga de trabajo 
para los educadores, las disparidades en materia de educación y la presión finan-
ciera sobre los sistemas educativos. Situación que preocupa debido a las estrate-
gias generadas desde los años noventa, a lo que según el mismo informe ahora se 
busca corregir el error según las últimas proyecciones, y para cumplir la meta 4 
de los ods, la financiación de los docentes adicionales necesarios costará 12.800 
millones de dólares para la educación primaria universal y 106.800 millones 
de dólares para la educación secundaria universal. El financiamiento adicional 
combinado necesario para cubrir los salarios de los nuevos puestos docentes de 
primaria y secundaria para 2030 alcanza los 120 mil millones de dólares anuales. 
Lo que provocará a futuro una inestabilidad en dos sectores, el financiero y edu-
cativo, pero la idea es no volver a caer en reformas económicas estructurales y 
generar un plan económico que logre financiar las necesidades de la educación.

Otro de los países, que se enfrenta a este fenómeno del abandono de las aulas 
por los docentes, es Chile, debido a la generación de políticas educativas, las 
cuales en lugar de brindar apoyo y crecimiento al sector de la educación, termi-
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nó por formular un contexto degenerativo a las condiciones de los docentes en 
el país, para brindarlos más información la autora Chilena Mary González que 
desde el año 2018 venia analizando el escenario de la vinculación de las políti-
cas educativas con las exigencias del mercado mundial, y señala que el Banco 
Mundial, buscó mejorar la competitividad económica de los países, sin que ellos 
cuestionaron el escenario global, por ello impone en el pensamiento Latino la ne-
cesidad de responder a la competencia internacional, incitó a las naciones a estar 
a la altura de los países más avanzados. Esta decisión también fue el resultado 
de la crisis económica vivenciada en aquellos días, en la cual el banco mundial 
se apoyó para cumplir su objetivo de instaurar la competitividad económica ya 
que los países sostenían una deuda externa difícil de llevar, por lo cual los obligó 
a encontrar una forma de disminuir el gasto en educación. Es necesario resaltar, 
que las estrategias político-económicas, son en muchas ocasiones agresivas hacia 
la educación, pues siempre a este sector se le ve como un recurso humano y fi-
nanciero a la disposición de cada gobierno entrante, y de no alcanzar el recurso 
económico del sector público, también resulta rentable privatizar la educación 
bajo la tutela del mismo Estado.

Tal y como se estableció al inicio en los ejes conceptuales del presente estudio, 
en el que se plantea que parte de los diseños ya sea de reformas a las leyes de cada 
país, las políticas educativas o en su caso las acciones de los mismos organismos 
internacionales, deben adecuar sus fines no solo al cumplimiento de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible por sus siglas ods, debido a que todo este engranaje, 
debe estar enfocado para la atención, seguimiento y protección de los derechos 
humanos que están por encima de estas estrategias, sin embargo, los derechos 
al trabajo digno como ya fue definido, no se garantiza en ninguno de los casos, 
y cómo efecto dominó, el derecho a la educación de millones de personas más 
están siendo transgredidos,

Sin caer en desproporción, la figura docente es emblemática y no se debe de 
minimizar, pues en la siguiente aportación se establece por las Naciones Unidas 
en su noticia del pasado 05 de octubre, que, “Si en la actualidad es complicado 
para muchos países, contar con docentes, estando en las mejores circunstancias, 
y aun así ser profesor es un reto. Ahora imagine lo que es para los maestros en 
una zona en crisis o afectada por un conflicto como por ejemplo en Afganistán, 
Colombia, Siria o Uganda. Imagine lo que es enseñar siendo uno de los millones 
de personas que huyen de guerras, conflictos y catástrofes sin ningún apoyo” y la 
nota concluye con las palabras de la Directora de la Organización la “Educación 
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no puede esperar”, Yasmine Sherif  quien asevera que “la realidad a la que se 
enfrentan millones de profesores en las peores crisis humanitarias del mundo”, 
ha sido apoyada por la organización, quien ha ofrecido servicios de formación 
a más de 145.000 mil maestros, que actualmente se encuentran en esas circuns-
tancias. Esta noticia se coloca en el estudio, para hacer una pausa y expresar, que 
los gobiernos de los países, a través de las dinámicas políticas indiscriminadas, 
la precarización salarial, el descuido a la dignidad docente, están provocando la 
pérdida de la vocación docente a nivel mundial.

 
Nacional

La economía y el capitalismo en el mundo han creado, como ya se vio en 
el apartado internacional, solo un incremento en la inestabilidad en el sector 
educativo, no solo de América Latina, si no a nivel mundial, y además de la inse-
guridad creada en dicho sector, podemos también encontrarnos con los intereses 
políticos y económicos de cada uno de los países los cuales se incluyen según la 
página de la Secretaría de gobernación (s.f) en Tratado de Libre Comercio entre 
Estados Unidos y Canadá (1989), el Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte entre Canadá, Estados Unidos y México (tlcan, 1994), el Acuerdo de Li-
bre Comercio entre Estados Unidos y Chile (2003), así como la iniciativa de crear 
el Área de Libre Comercio de las Américas (alca) en el mismo sentido, con fines 
claramente dirigidos a buscar y generar riqueza a toda costa, y hoy en día no solo 
nuestro país, sino a nivel global se está pagando el precio, pues como lo establece 
el Doctor en Educación Hugo Aboites8 (2007), de la Universidad de Harvard el 
cual señala que la mercantilización internacional de la educación responde a la 
“clásica” necesidad de los capitales, empresas e instituciones privadas de ampliar 
sus ámbitos de inversión y ventas de mercancías en países donde las tasas de 
retorno son más altas. La educación, en concreto, es uno de los servicios más 
“nobles” para los inversionistas, por su capacidad de desdoblarse en una inmensa 
cantidad de sub-servicios. Son enormes los ingresos que significarían miles de 
planteles privados, asesorías, cursos remediales y de preparación de exámenes 
de ingreso, servicios médicos, de comedor, instrucción especializada en lenguas, 
becas y préstamos bancarios. Lo expuesto por el investigador, pone a temblar a 
cualquier lector, pues desglosa lo que fríamente, se vive en la actualidad con una 

8	 Además de lo referente a mercancías, inversiones y servicios el tratado aborda también direc-
tamente la cuestión de libre paso del capital humano, es decir del conocimiento materializado 
en personas.
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educación con fines comerciales, con alcances limitados para quien la recibe, 
como para quien la imparte, pues la educación después de este cambio mercan-
tilista ya no volvió a ser la misma, ya que es aquí cuando inicia la creación de 
políticas educativas y económicas más restrictivas hacia la función docente, que 
como lo describe el autor los docentes somos capital humano, es decir de conocimiento ma-
terializado en personas, por lo que debemos considerar que como educadores lo que 
se ha vivido es solo una herencia del gobierno del Ex Presidente Carlos Salinas 
de Gortari quien a través de la creación del tlc abre la puerta para la afectación 
a todo el sistema escolar.

Bajo la perspectiva del periodista Juan Compañ (2020) del Blog de la Revista 
Nexos, donde informa que la reforma educativa implementada durante la admi-
nistración de Enrique Peña Nieto en el año 2013 mantiene efectos importantes 
en la comunidad magisterial. Entre los más notables están las condiciones deplo-
rables y precarias que los docentes viven en el sistema educativo nacional. Pu-
blicación que nos demuestra parte de los efectos de los cambios en la economía 
internacional, que como se mencionó, generan impactos sin medir consecuen-
cias, dando como resultados la precarización docente a la fecha actual. Resulta 
interesante, el encontrar a otro sexenio del Partido Revolucionario Institucional 
afectando nuevamente al sector educativo, que en palabras del profesor – inves-
tigador Cesar Silva (2020) dentro de su análisis a la Reforma Educativa de 2013, 
nos dilucida que dicha reforma contenía elementos para la transgresión a los 
derechos al acceso a un trabajo digno e incentivar la precarización, debido a que 
refiere que el rasgo principal de esta fue la flexibilización salarial, de tareas, de 
horarios, de la temporalidad de los contratos, de las competencias y habilidades, 
de la representación sindical, y de la desregulación de la protección laboral y de 
los servicios sociales. En la reforma se contempla la precarización laboral que in-
cluye la subcontratación y la sobrecarga de funciones, la paulatina desaparición 
de prestaciones como aguinaldos, estímulos al desempeño, vacaciones. Lo ante-
rior, como menciona el autor deviene de medidas afines a la flexibilización traída 
por las manufactureras europeas y norteamericanas y en esta misma reforma 
el gerencialismo le dicta al magisterio en los cursos de formación y sesiones del 
Consejo Técnico, qué deben hacer, cómo deben pensar y cuáles ideales deberían 
aspirar a compartir en su trabajo. Este autor al igual que el anterior, encuadra al 
docente en un concepto muy interesante, los denomina docentes de prototipo profesio-
nal, lo que debe de poner a reflexionar al lector sobre cómo es que estos esquemas 
gerenciales de reforma están creando un paradigma sobre la manufactura de la 
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educación y las réplicas que este sistema está fabricando, y encima desaparece la 
figura de la dignidad docente.

La incertidumbre laboral, una serie de protestas ante el gobierno actual con 
el presidente Andrés Manuel López Obrador quien hereda el compromiso desde 
brindar respeto a los derechos humanos de los docentes, como los son el trabajo 
y el salario dignos, mismos que abraza la Carta Magna (2024) en su artículo 
123, apartado A,9  sin embargo, como lo establece el autor, Emilio Tenti (2011), 
en su obra Los Docentes Mexicanos, comparte que cuando los sistemas educa-
tivos, privilegian la expansión de la escolarización sin invertir lo necesario en la 
formación  de los docentes, ni en salarios y condiciones de trabajo, contribu-
yen primero a la decadencia del oficio para luego denunciar su baja calidad. La 
aportación del autor deja ver que, en la mayoría de los cambios normativos, o de 
procesos educativos también ellos han sido víctimas de las nuevas condiciones y 
exigencias poco claras. En relación con el seguimiento de las causas de deserción 
docente, en el periodo Morenista, primeramente, se tiene que dentro del discurso 
emitido por el presidente (2024) el pasado 15 de mayo, por el Dia de la Maestra 
y el Maestro señalo. Así como puedo afirmar con orgullo que hemos atendido y 
respetado a todas y a todos, pero que hemos dado preferencia a los más necesi-
tados, a los pobres, también es motivo de gran satisfacción el poder afirmar que 
durante nuestro gobierno jamás le hemos faltado el respeto a nuestras maestras y 
maestros: eso ha sido lo primero, el trato digno que merecen y que se han ganado 
con su responsabilidad y abnegación quienes nos enseñan a escribir, a leer y a 
contar desde temprana edad, y ponen en ello paciencia y comprensión.

A través de la vía de comunicación actual de nuestro presidente mediático, lla-
mada “Las mañaneras”, dio a conocer el respeto incondicional hacia la función 
educativa y además en dicha sesión de fecha señalada, dio a conocer el incremen-
to del diez por ciento salarial para el sector docente de nivel básico, sin embargo, 
como lo establece la periodista Jessica Calderón (2024) en su análisis dentro del 
Publimetro, más de mil 700 maestros de la Secretaría de Educación Pública por 
sus siglas sep, compartieron en la página web Glassdoor su salario promedio men-
sual que actualmente es de aproximadamente 12 mil 500 pesos al mes. Lo que 
saca a la luz, la famosa precariedad salarial, misma que no compagina ni con lo 
establecido como salario digno, ni con lo referido en el trabajo digno, sin embar-
go, faltó un pequeño gran detalle que la periodista destaca que, no informó una 

9	 Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. 
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fecha exacta para otorgar el aumento del 10% a los maestros de educación pú-
blica, dejó claro que esta medida se implementará en 2024 y se espera que con la 
mejora de las condiciones laborales. Y no obstante a ese olvido, como lo analiza 
la docente Lucia Rivera (2021) en su publicación ante la Universidad Pedagógica 
Nacional, el Presidente si cumplió con su promesa de campaña de cancelar la 
reforma del gobierno anterior, pero jamás dijo que él a los cuatro meses después 
aprobaría nuevas leyes secundarias de control, la Ley General del Sistema de la 
Carrera de los Maestros y las Maestras, reformas a la Ley General de Educación 
y a la Ley del Organismo para la Mejora Continua de la Educación, esto de la 
mano de la aparición del proyecto de la Nueva Escuela Mexicana (2024)10[10] 
todas ellas fueron medidas de continuismo de los proyectos de las dos adminis-
traciones pasadas, acompañadas de la promesa de reparación de los daños labo-
rales, por lo que el gobierno de la 4T vino a mantener el dispositivo evaluador, 
la indefensión docente, la trampa de la calidad ahora trucada en excelencia. La 
autora de forma conjunta con los analistas de los otros sexenios deja una herida 
aún más profunda, pues nos deja ver que los desastres son los mismos, y que los 
motivos de los despidos solo han cambiado de nombre, ahora se nombran recortes 
por austeridad republicana.

 
Reseña de la deserción docente en tiempos de pandemia
En este breve apartado que ha sido muy analizado desde distintas ópticas, solo se 
busca ilustrar, lo referente al tema central de la investigación, que es la deserción 
docente, por lo que, para alcanzar dicho objetivo, encontramos que la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económico por sus siglas ocde, desde 
el año 2018 revela un factor importante sobre la saturación de alumnos por do-
cente, y señala El organismo de cooperación internacional, compuesto por 37 es-
tados, devela que el promedio mundial de alumnos por clase en escuelas públicas 
y privadas a nivel primaria es de 20,5. En países de América Latina como Chile 
hay más de 30 estudiantes por aula en instituciones privadas, y en instituciones 
públicas de Colombia, Brasil y México se promedian 25 alumnos. Y además 
reconoce que, según los reglamentos oficiales, los maestros de escuelas públicas 
10 Ley General de Educación. Art. 11. El Estado, a través de la nueva escuela mexicana, buscará 

la equidad, la excelencia y la mejora continua en la educación, para lo cual colocará al centro 
de la acción pública el máximo logro de aprendizaje de las niñas, niños, adolescentes y jóve-
nes. Tendrá como objetivos el desarrollo humano integral del educando, reorientar el Sistema 
Educativo Nacional, incidir en la cultura educativa mediante la corresponsabilidad e impulsar 
transformaciones sociales dentro de la escuela y en la comunidad. (2024)
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deben enseñar un promedio de 784 horas en primaria y 703 horas en secundaria. 
Al menos en el nivel secundario, los profesores de Costa Rica, Chile, Colombia 
y México imparten clase entre 1000 y 1250 horas anuales. De forma global, una 
autoridad internacional que vigila tanto intereses económicos como también de 
desarrollo, género prevenciones de forma pública relativas a la sobrecarga hora-
ria y de población estudiantil que se estaba viviendo en las aulas, pero no hubo 
acciones para su atención y seguimiento creando malestar en dicho sector.

Dando seguimiento cronológico al tema, en el año 2019 el analista de El Uni-
versal en su formato digital, indicó que, para finales del año 2018, un 20% de 
docentes, habría dejado las aulas, para migrar a otras naciones en busca de una 
mejor calidad de vida, mientras que para finales de este ciclo escolar, un 30% se 
retiró del ejercicio, dejando claro que el contexto fue motivado por la exclusión 
escolar, el deterioro en los servicios públicos, la caída del poder adquisitivo del 
docente y el aumento en la migración del profesores y alumnos”, incidieron en 
el aprendizaje de los estudiantes. No hay duda, de que la desocupación ante este 
fenómeno por parte de las autoridades era un riesgo controlado, por la idea de 
que, con base en la opresión salarial, y las nuevas estructuras mercantilistas, se 
podría sobrellevar el tema.

Hay que mencionar que, dentro del año 2020, la información fue muy es-
casa, debido a que en ese periodo de tiempo se dio el estallido de la pandemia, 
por lo que se recolectó información del año 2021, inferida en la publicación de 
la Unesco, en el Día Mundial de los Docentes 2023, de donde se recata que en 
general, los hombres docentes abandonan la profesión en mayor proporción que 
sus colegas mujeres (esquema 4). Las tasas globales de deserción en 2021 fueron 
del 9,2% y del 5,9% para los docentes hombres de primaria y primer ciclo de 
secundaria, en comparación con el 4,2% y el 5,6% para las maestras. Estudio 
que se realizó bajo el enfoque de género, sin embargo, se comenta en la publica-
ción que la escasez de docentes es un fenómeno mundial que afecta tanto a los 
países en desarrollo como a los desarrollados. En Europa y América del Norte, 
la jubilación de los docentes y la falta de interés por la profesión agravan el de-
safío de contratar a los 4,8 millones de educadores necesarios para garantizar 
una educación primaria y secundaria de calidad para todos. Reforzando que la 
búsqueda los docentes necesarios para el cumplimiento de los objetivos del orga-
nismo, sea algo positivo para el gremio debido a que se vislumbran, posibilidades 
de mejoras en sus prestaciones. Y, por último, encontramos que con base en los 
datos que refiere la página de Impulso Docente, en el año 2022, han sido 30.580 
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los profesores que durante los últimos años dejaron el sistema escolar, cifra que 
deja mucho que pensar pues las autoridades educativas a nivel mundial deberán 
generar mejores estrategias, no solo de recuperación docente, sino de captación 
de nuevo candidatos a educadores.

Conclusiones
A manera de conclusión, podemos rescatar que el tema abordado es en todo 
el mundo una constante, que este fenómeno deviene de una grave inclusión de 
estrategias mercantilistas a favor del ingreso de diversos países a un caos econó-
mico y estructural, que como se hizo referencia fue trazado por economías más 
estables, para controlar a las que manejan un desequilibrio y una falta de fluctua-
ción económica, que les impide el crecimiento, lo que provoca a largo plazo car 
en el servilismo ante los países económicamente más fuertes, de lo cual se puede 
observar que de forma estratégica estas grandes economías inician el juego del 
clientelismo ante la sociedad, y ante los trabajadores de la educación emplean 
la estrategia de las promesas a futuro, en este sentido, el sector educativo con el 
acceso a la información, la constante precarización salarial, los largos periodos 
de falta de reconocimiento como elemento sustancial del sistema de enseñanza 
aprendizaje, detecto que la situación generaría en su contexto personal y familiar 
un rezago, una disminución en su calidad de vida, y olvidando la vocación do-
cente, ha tenido que buscar nuevos objetivos a nivel profesional y de desarrollo.

En este sentido, las mismas instituciones, las normativas y las administracio-
nes han encontrado en el sector escolar un nicho de oportunidad, en el sector 
público al docente se le mantiene bajo una expectativa de un incremento salarial 
del 10% anual, que es solo una engaño político de simulación de respeto a sus 
derechos humanos de trabajo digno, de dignidad docente y con promesas de ser 
garante de sus necesidades básicas de salud física y mental, que se depreció en un 
nivel máximo en el periodo del Covid-19, que como fue público a nivel mundial, 
al docente se le agradeció, se le reconoció mas no se le remunero, dejándolo de 
nuevo en un estado de indefensión aún más profundo, pues ahora no contaba 
con certeza laboral, no contaba con salud y menos con libertad. En el caso del 
sector privado de la educación, como se analizó en el estudio, se puedo observar 
que este nace de la satisfacción del cliente para el cliente, que la comercialización 
del conocimiento hoy es su moneda de cambio, y que se aparan detrás del poder 
del Estado para subsidiar todo tipo de intereses, con altos aranceles y servicios 
y poca calidad educativa y menor dignidad laboral y personal para el docente, 
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que tiene que pasar por la necesidad de no contar con permanencia y contar con 
contratos por tiempo determinado, volviendo al sentido de la precariedad en el 
sector educativo privado.

Por último, dejar en claro que en relación al respeto a los derechos humanos 
no solo del docente que deserta de las filas de la educación, sino que a través de 
estas políticas, leyes y reformas también se está atentando al derecho humano al 
acceso a la educación, pues al transgredir los derechos del docente, la calidad, la 
productividad y la dedicación de su servicio se verá disminuido por lo que el re-
sultado del capital humano e intelectual, también tiene efectos negativos, pues en 
todo el contenido del presente análisis solo se dejaron claros los informes maqui-
llados que el Estado Mexicano brinda a los Organismos Internacionales creando 
solo una imagen de satisfacción del sector docente. Es por dicha razón que urge 
que las instancias conozcan el abandono en el que se le tiene al docente, no solo 
en nuestro país, sino a nivel mundial para que se busquen verdaderas formas de 
dignificar tan admirable función.
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La Educación para la Paz como estrategia de 
prevención de la violencia en

contextos escolares
Peace education as a strategy for preventing violence in school settings
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Resumen
La educación para la paz es un plan estratégico que tiene como fin frenar a la 

violencia escolar, enfocado a fomentar el respeto a los derechos humanos y a su vez, 
a la sana convivencia a través de prácticas pedagógicas que fortalecen y a la vez cam-
bian a entornos más seguros e inclusivos. En la actualidad, desafortunadamente, la 
violencia en el ámbito escolar forma parte de situaciones complejas que impacta de 
manera negativa en el desarrollo integral de las personas estudiantes, afectando con 
ello la calidad educativa y la convivencia. Este artículo desarrolla un análisis sobre 
lo que es la educación para la paz como un método preventivo ante a situaciones de 
violencia, que, para ello, es importante mencionar, que resulta fundamental entender 
el fenómeno que deriva a la persona agresora en realizar dichas acciones, que, aun-
que no es justificación, en la mayoría de ocasiones son situaciones que carga consigo 
mismo y replica estás mismas conductas con las personas que lo rodean. A través 
de un enfoque teórico- crítico, se logran identificar algunas actividades educativas 
diseñadas para fomentar con ello el respeto, la resolución pacífica de conflictos y el 
diálogo, demostrando que su integración colabora en fortalecer el clima laboral y a 
su vez, en mejorar las relaciones interpersonales. Por último, se concluye que la edu-
cación para la paz no sólo modera las situaciones de violencia, sino que modifica de 
manera relevante en los entornos escolares, fomentando espacios adecuados para el 
aprendizaje, inclusivos y sobre todo seguros.
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Abstract
Peace education is a strategic plan that aims to curb school violence, focusing on 

promoting respect for human rights and, in turn, healthy coexistence through peda-
gogical practices that strengthen and, at the same time, transform safer and more 
inclusive environments. Currently, unfortunately, violence in schools is part of  com-
plex situations that negatively impact the comprehensive development of  students, 
thereby affecting the quality of  education and coexistence. This article analyzes pea-
ce education as a preventive method in situations of  violence. It is important to note 
that it is essential to understand the phenomenon that leads the aggressor to carry out 
such actions. Although this is not justification, in most cases, these are situations that 
the aggressor carries with them, and they replicate these same behaviors with those 
around them. Through a theoretical-critical approach, we identify several educatio-
nal activities designed to foster respect, peaceful conflict resolution, and dialogue. We 
demonstrate that their integration helps strengthen the work environment and, in 
turn, improve interpersonal relationships. Finally, we conclude that peace education 
not only moderates situations of  violence, but also significantly changes school envi-
ronments, fostering appropriate, inclusive, and, above all, safe learning spaces.

Palabras clave
Violencia Escolar, Resolución de Conflictos, Educación para la Paz, Clima Escolar, 

Derechos Humanos.
Keywords

School Violence, Conflict Resolution, Peace Education, School Climate, Human 
Rights

 
Introducción
La violencia en contextos escolares constituye una preocupación global que de-
safía los fundamentos mismos del derecho a la educación y la convivencia de-
mocrática. Esta problemática no solo afecta el bienestar físico y emocional de 
las y los estudiantes, sino que también deteriora las condiciones necesarias para 
un aprendizaje significativo (Unesco, 2020). Frente a este escenario, se vuelve 
imprescindible repensar la función educativa no como simple transmisora de 
saberes, sino como agentes de transformación social capaz de construir espacios 
de paz, inclusión y respeto y culturas de paz.

A nivel mundial, organismos internacionales como lo es la Unesco y la onu 
han informado sobre el aumento de situaciones de violencia en las institucio-
nes educativas, desde el acoso escolar (bullying) hasta enunciados más elementales 
como la discriminación, la ausencia de instrumentos adecuados a la resolución 
pacífica de conflictos, o incluso hasta la exclusión. Esta circunstancia no solo 
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pone en peligro los derechos fundamentales de las personas estudiantes, sino que 
también compromete principios de convivencia y de democracia en las institu-
ciones educativas.

Ante a esta situación, la educación para la paz se muestra como una planifi-
cación primordial para evitar la violencia y con ello fomentar una cultura de diá-
logo, cooperación y respeto. No se trata solamente como una serie de argumen-
tos curriculares, sino de una sugerencia pedagógica que busca producir espacios 
educativos que estén vinculados con los valores de los derechos humanos, sean 
participativos y, a su vez, inclusivos. Desde este enfoque, la institución educativa 
se transforma en un lugar excepcional que contribuye para la enseñanza de ha-
bilidades, actitudes, habilidades y valores enfocados al fomento de la paz.

Este artículo analiza a la educación para la paz como un planteamiento pro-
visorio integral ante las diversas situaciones de violencia escolar, basándose en 
un enfoque teórico- crítico enfocado en los aportes de Paulo Freire, María Mon-
tessori, y Johan Galtung, entre otros autores. A su vez, se contempla la impor-
tancia de vivencias en el ámbito latinoamericano que demuestran la repercusión 
positiva de programas educativos enfocados a la paz. La teoría central sustenta 
que la integración estructural de la educación para la paz en el entorno escolar 
impacta de manera significante a la previsión de conflictos, el fomento de una 
cultura de paz fundada en los derechos humanos y a su vez a la mejora del clima 
institucional.

Violencia en contextos escolares
La violencia escolar puede definirse como cualquier acto o negligencia que per-
judiqué, dañe o desprestigie la dignidad, integridad física o psicológica de los 
individuos del entorno educativo (Unesco, 2019). Esto se puede evidenciar de di-
ferentes maneras: corporal, verbal, sentimental, mental, sexual u organizacional, 
impactando no solo a las o los alumnos, sino también a personal administrativo 
y académico.

Cuantiosa información concuerda en indicar que la violencia en las institu-
ciones es producto de distintos aspectos vinculados, dichos como las brechas so-
cioeconómicas, de las formas autoritarias de la administración institucional, la 
ausencia de enfoques inclusivos y educativos, y la trasmisión de esquemas cultu-
rales discriminatorios (Tuvilla Rayo, 2005).

Cabe mencionar que la institución, como entorno social, no permanece al 
margen de los conflictos del ámbito social más general. Por el contrario, en di-
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versas ocasiones se reiteran conductas de violencia y exclusión que necesitan 
atención desde una perspectiva con enfoque integral, que incluya medidas de 
prevención y de cambio. Por esta razón, tratar la violencia en el ámbito, necesita 
una perspectiva integral que trascienda más allá de sanciones punitivas y fomen-
te acciones educativas dirigidas a la armonía social y a la prevención y (Muñoz 
& González, 2020).

Educación para la paz
La educación para la paz se comprende como un progreso estructurado que 
fomenta desarrollo de actitudes, el respeto de los derechos humanos, la resolu-
ción pacífica de conflictos, de valores, conocimientos y habilidades orientadas 
a la convivencia pacífica, la convivencia armónica, el desarrollo sostenible, y la 
justicia social (Unesco, 2019). Esta perspectiva supera la mera falta de violencia, 
promoviendo la creación activa de espacios de equidad y participación, de acuer-
do con la idea de “paz positiva” propuesta por Johan Galtung (2003).

Con base en los principios de pedagogía crítica, Paulo Freire (1970) resalta 
la importancia de un proceso formativo que impuse el pensamiento crítico, el 
diálogo, y el involucramiento del alumnado en la construcción de una realidad 
distinta. Así, la educación para la paz en este contexto, adquiere un carácter de 
liberación frente al sistema de opresión.

Asimismo, María Montessori (1995) promueve una perspectiva enfocada en cultivar 
la autonomía, el autocontrol y la empatía, afirmando que la paz se construye desde la 
niñez, mediante espacios de aprendizaje basados en el respeto y el trabajo en conjunto.  

Bajo este enfoque, educar para la paz va más allá de compartir saberes, sino 
también fomentar hábitos cotidianos que impulsen el respeto hacia la diversidad, 
la escucha activa, el espíritu colaborativo y la solución pacífica de conflictos.

Esta propuesta pedagógica no se limita únicamente a los contenidos sobre 
la paz, sino que conlleva a un cambio de las metodologías, del ambiente insti-
tucional y las relaciones humanas en el ámbito escolar (Galtung, 2003). De ese 
modo, la paz implica enseñar desde una postura pacífica dentro del contexto de 
paz, adoptando un compromiso ético orientado con el bien común (Martínez 
Guzmán, 2001). 

La combinación de estas ideas posibilita entender la educación para la paz 
como una perspectiva integral, que cambia no sólo los temas curriculares, sino 
asimismo las relaciones humanas, las acciones institucionales y la cultura de paz 
en el contexto escolar.
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El artículo 3° Constitucional como fundamento de la educación para la 
paz en México
La educación para la paz debe estar alineada con los principios constituciona-
les que rigen a nuestro sistema educativo, conforme lo establece el artículo 3° 
constitucional siendo el pilar fundamental en este sentido. Este artículo esta-
blece que la educación debe de promover los derechos humanos, la igualdad y 
la convivencia pacífica, promoviendo los derechos de los mismos brindando el 
sustento jurídico que legitima y orienta las acciones pedagógicas para la pre-
vención de la violencia y el fortalecimiento de la cultura de paz en las institu-
ciones educativas.

La implementación de acciones orientadas a la construcción de una cultura 
de paz en las instituciones educativas en México conforme a este artículo 3° de la 
constitución política del país establece que la educación debe promover el respeto 
de los derechos humanos, igualdad, la democracia y la convivencia armónica, 
principios fundamentales para formar seres humanos, ciudadanos, pacíficos, crí-
ticos y participativos. La constitucionalización de estos valores brinda un marco 
normativo robusto que legitima y fortalece las acciones pedagógicas dirigidas a 
prevenir la violencia escolar y promover la inclusión y la justicia social. Por tanto, 
la articulación de las propuestas educativas con los preceptos constitucionales 
resulta coercitiva para garantizar políticas coherentes, sostenibles y alineadas con 
los derechos y deberes que nuestro marco legal establece en favor de una educa-
ción para la paz.

Este marco legal convierte a la educación para la paz en un mandato consti-
tucional, no sólo en una orientación pedagógica. Por tanto, cualquier propuesta 
educativa comprometida con la transformación social debe articularse con estos 
principios, asegurando la coherencia normativa, ética y pedagógica.

Metodología
El presente artículo adquiere una visión cualitativa fundada en la investigación 
documental de literatura académica reciente y etapas de aplicación de progra-
mas de educación para la paz en los entornos escolares, específicamente en Amé-
rica Latina.

Se consultaron artículos científicos, informes institucionales y propuestas pe-
dagógicas que abordan la violencia escolar desde una perspectiva de derechos 
humanos y cultura de paz. La selección de fuentes se realizó siguiendo criterios 
de pertinencia temática, actualidad y relevancia académica.
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El análisis se realizó de manera crítica e interpretativa, buscando identificar 
tanto fundamentos teóricos como las estrategias pedagógicas que han demos-
trado ser eficaces en la prevención de la violencia y la promoción de entornos 
escolares inclusivos.

Análisis y discusión
Perfiles del agresor, la víctima y el testigo en casos de violencia escolar
Comprender la violencia escolar implica reconocerla como una situación suma-
mente complicada, que desgraciadamente se ha ido normalizando en la actuali-
dad, trayendo consigo la afectación directa en distintos factores como lo es en lo 
social, familiar e institucional. Morales (2024), menciona que el comportamiento 
violento dentro de las escuelas no surge de manera aislada, sino que responde a 
patrones de socialización aprendidos en contextos marcados por la disfunciona-
lidad, la falta de comunicación y la ausencia de normas claras.

Desde la perspectiva de la psicología de la violencia y la sociología crítica, 
Morales (2024), señala que el victimario suele ser un sujeto expuesto desde tem-
prana edad a entornos conflictivos, donde la violencia es validada como forma de 
control o poder. En estos casos, el maltrato físico, verbal o simbólico se normaliza 
dentro del entorno familiar, lo que afecta el desarrollo de la empatía, el juicio 
moral y la capacidad de adaptación a normas sociales.

Desafortunadamente y tal como se menciona en el párrafo anterior, ante es-
tas situaciones normalmente existen dos salidas; una, la persona victimaria re-
flexiona sobre los hechos ocurridos y decide no continuar con éstas actitudes y 
comportamientos; o la segunda es, replicar dichos patrones en el espacio escolar, 
donde encuentra en la agresión un mecanismo para reafirmar su identidad o 
ejercer dominio sobre otros.

Por otro lado, la víctima también presenta una historia de aprendizaje deter-
minada por formas sobreprotectores o de crianza autoritarias que trae consigo 
fortalecer conductas de sumisión y desde luego limitar su autonomía. Se refiere 
a personas que han experimentado humillaciones y de un control excesivo pro-
longado, lo que deteriora su autoestima y reduce su capacidad para enfrentar 
abusos. En este contexto, la víctima no solo soporta el perjuicio directo, sino que 
a menudo tiende a justificarlo como merecido, incorporando una conducta pasi-
va ante actos de violencia.

El tercer actor en esta interacción, cuya postura y presencia tiene un impacto 
significativo en que el acoso persiste. Su papel, muchas veces minimizado, puede 
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ir desde la indiferencia hasta la complicidad activa mediante burlas, comentarios 
despectivos o la simple omisión frente al sufrimiento de la víctima. Este com-
portamiento, lejos de ser neutral, refuerza el poder del agresor y contribuye a la 
legitimación del maltrato dentro del grupo social (Morales, 2024).

Finalmente, es importante señalar el papel de la institución escolar, misma que 
en muchos casos, no cuenta con mecanismos efectivos para prevenir, detectar y 
sancionar estas conductas. La falta de estrategias integrales, sumada a respuestas 
punitivas poco eficaces, termina por perpetuar un clima de impunidad, en el que 
los vínculos de respeto y convivencia pacífica se ven gravemente deteriorados.

Es por ello que resulta indispensable que las instituciones educativas de todos 
los niveles se encuentren preparadas con mecanismos que resulten efectivos para 
prevenir, atender, sancionar y sobre todo erradicar, este tipo de conductas de 
violencia dentro de los espacios educativos, ya que con esto se contribuye a de-
sarrollar un entorno seguro y de paz, en donde las personas integrantes de éstas 
escuelas les permitirá sentirse protegidos de forma emocional y física.

Desde este enfoque integral, el fenómeno de la violencia escolar no puede ser 
abordado únicamente desde la conducta individual, sino que requiere una lectu-
ra amplia que considere las condiciones estructurales, culturales y afectivas que 
lo configuran y sostienen.

Morales (2024), ofrece una aproximación profunda y estructurada a los diver-
sos tipos de violencia escolar reconocidos, abordando no solo al agresor y a la víc-
tima, también a su vez al observador como una pieza clave en el fortalecimiento 
de estas relaciones deficientes. El trabajo de Morales (2024) ofrece una aproxima-
ción profunda y estructurada a las dinámicas que configuran la violencia escolar, 
abordando no solo al agresor y a la víctima, sino también al observador como 
figura clave en la consolidación de estas relaciones disfuncionales.

Esta propuesta resulta relevante en tanto supera el tratamiento simplificado de 
la violencia como un fenómeno aislado o meramente conductual, y en cambio, la 
sitúa dentro de un entramado sociocultural más amplio que involucra el contexto 
familiar, la cultura institucional y las condiciones de socialización primaria.

Uno de los aportes más significativos del estudio es la descripción detallada 
del victimario, quien no solo actúa como agente de daño, sino como producto 
de una historia de exposición a prácticas violentas, negligencia afectiva y relacio-
nes autoritarias. Este enfoque permite comprender que la agresividad no surge 
espontáneamente, sino que se moldea a través de experiencias acumuladas que 
legitiman la violencia como mecanismo de control.
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La influencia del entorno familiar, tal como se describe, resulta determinante: 
hogares marcados por la ausencia de figuras de autoridad coherentes, castigos 
excesivos o permisividad absoluta generan condiciones propicias para el desarro-
llo de personalidades impulsivas, dominantes e insensibles frente al otro.

De igual forma, la caracterización de la víctima rompe con estereotipos pa-
sivos al revelar que su rol está íntimamente vinculado con estilos de crianza que 
anulan su autonomía y capacidad de reacción. La imposición sistemática de nor-
mas, la sobreprotección o la falta de vínculos afectivos sólidos generan individuos 
con dificultades para gestionar el conflicto, expresar sus emociones o poner lími-
tes. La sumisión no es un rasgo innato, sino aprendido, y muchas veces reforzado 
por el silencio institucional y la indiferencia de quienes les rodean.

En este punto cobra importancia la figura del observador, tradicionalmente 
invisibilizada en estudios sobre acoso escolar. Morales visibiliza a este actor como 
un facilitador indirecto del acto violento, ya sea por acción (instigación, burla, 
provocación) o por omisión (silencio, indiferencia). La discusión se enriquece al 
reconocer que la violencia escolar no es exclusivamente un problema entre dos 
partes, sino una construcción colectiva que se normaliza en la dinámica grupal.

Asimismo, el análisis Morales (2024), señala con claridad el vacío institucional 
en la gestión de estas situaciones. La falta de protocolos efectivos, la aplicación 
de medidas punitivas desvinculadas de procesos pedagógicos y la escasa forma-
ción en resolución de conflictos refuerzan un clima escolar donde prevalece la 
ley del más fuerte. En este sentido, la violencia no solo se perpetúa por la acción 
del agresor, sino por la inacción o falta de intervención adecuada por parte del 
entorno educativo.

Desde una perspectiva crítica, el texto invita a replantear el papel de la escuela 
no sólo como un espacio de instrucción, sino como un agente socializador clave 
en la construcción de ciudadanía, empatía y respeto por el otro. Resulta funda-
mental promover modelos de convivencia basados en el diálogo, la correspon-
sabilidad y la educación emocional, que fortalezcan la autonomía y resiliencia 
tanto de estudiantes como del personal docente.

En síntesis, el artículo de Morales no se limita a describir perfiles, sino que 
aporta un marco interpretativo que permite entender la violencia escolar como 
síntoma de un malestar más amplio, profundamente arraigado en las desigualda-
des sociales, las fallas en la socialización temprana y las debilidades estructurales 
del sistema educativo. El desafío, por tanto, no es sólo disciplinar, sino ético, 
cultural y político.
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Los mecanismos de respuesta institucional frente a la violencia escolar
Como se ha mencionado anteriormente, la violencia escolar ha sido un tema 

que desafortunadamente se ha normalizado en estos entornos, que, desde el sim-
ple hecho de ponerle un apodo a un compañero o compañera, ha sido tan nor-
malizado, sin darnos cuenta de las repercusiones que conlleva esto.

Es por ello que, algunos de los mecanismos que se ha implementado en res-
puesta a hacer frente a este tipo de situaciones ha sido una que propone (Medina 
del Rasso, 2023), denominado como, “Centro de Atención para la Convivencia 
Escolar Mexiquense” (cacem), el cual se implementó un Centro de atención te-
lefónica el cual tiene como finalidad la captación de los reportes de violencia 
escolar, de igual forma, sistematizar el trabajo que ha sido implementado por 
los asesores telefónicos al contar con la infraestructura adecuada para facilitar 
su trabajo.

Cabe hacer mención que, surgió la necesidad de implementar este Centro 
de atención telefónica como una iniciativa institucional que buscaba fomentar 
la convivencia pacífica y con ello poder erradicar la violencia escolar a través de 
una red de apoyo y canales de denuncia, sin embargo, resultó ineficiente debido 
a ciertas limitaciones tecnológicas y logísticas (Medina del Rasso, 2023).

Es por ello que, Medina del Rasso (2023) emite como recomendación cuatro 
puntos: implementar la captación de reportes por medio de una página web, 
con ello las personas agraviadas podrán reportar casos de violencia en línea, sin 
necesidad de realizar el reporte vía telefónica, lo que facilita el acceso y al mismo 
tiempo se podrá dar el seguimiento de los casos.

Otra de las recomendaciones realizadas por Medina del Rasso (2023), es con-
tar con líneas telefónicas que permitan una mayor y mejor atención a los usua-
rios, es decir agregar más números o extensiones, o incluso hasta más operadores 
con la finalidad de que más personas puedan comunicarse al mismo tiempo, esto 
conlleva a evitar la saturación de las llamadas y al mismo tiempo disminuiría el 
tiempo de espera de los solicitantes, teniendo como resultado una mejor capaci-
dad de respuesta ante un número mayor de estos casos de violencia escolar.

A su vez, Medina del Rasso (2023), sugiere de igual manera contar con un 
espacio más grande para llevar a cabo las actividades que se realicen en el centro 
de atención telefónica, teniendo como resultado una mejor organización y confi-
dencialidad en la atención de los casos más delicados.

Y como última propuesta que hace Medina del Rasso (2023), es propor-
cionar a los asesores telefónicos atención para liberar los riesgos psicosociales 
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a lo que están siendo expuestos, esto significaba básicamente otorgar apoyo 
psicológico, espacios de descanso y capacitación en manejo emocional a los 
asesores que brindan la atención a las víctimas de este tipo de violencia, ya que 
constantemente se encuentran expuestos en historias de violencia, sufrimiento 
y maltrato, lo que puede traer con ello desgaste emocional, estrés, o incluso 
ansiedad.

Estos aportes que realiza la autora Medina (2023), se convierte en una crítica 
constructiva que tiene como finalidad fortalecer una mejor respuesta institucio-
nal, ya que las cuatro propuestas que realiza son realistas y coherentes, y sin duda 
apuntan a mejorar las condiciones laborales del personal que atiende los reportes 
de las víctimas de violencia escolar, así como de generar una mejor capacidad 
operativa del Centro de Atención.

La violencia escolar como síntoma de una cultura de exclusión
Los hallazgos evidencian que la violencia en contextos escolares no puede en-

tenderse como un fenómeno aislado ni reducido a conductas individuales desvia-
das, además, implica una señal de situaciones desfavorables más amplias, como 
lo es la discriminación, el autoritarismo en las prácticas educativas, la falta de 
reconocimiento de la diversidad cultural y la desigualdad social (Muñoz & Gon-
zález, 2020; Tuvilla Rayo, 2005).

Algunas instituciones educativas, al propagar mecanismos de exclusión y de 
relaciones jerárquicas, realizan dinámicas de poder que transgreden de manera 
inconsciente los derechos de las personas estudiantes, es por ello que con partici-
paciones que resultan escasos, por ende, se transforman las estructuras institucio-
nales que sustentan ciertas acciones.

Educación para la paz: una alternativa transformadora
Ante esta situación, la educación para la paz se sugiere como una opción 

renovadora que, más allá de frenar la violencia, apuesta por el desarrollo de un 
tejido social fundado en el diálogo, la cooperación y la equidad. Galtung (2003) 
enfatiza sobre la exigencia de derrotar a la “paz negativa” (ausencia de violencia) 
para obtener una “paz positiva”, mediante la cual se creen habilidades estructu-
rales de justicia social.

Desde el punto de vista freireana, la educación para la paz conlleva distinguir 
a las personas estudiantes como protagonistas de su propio proceso educativo y 
a su vez como sujetos de derechos (Freire, 1970). Esto implica metodologías par-
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ticipativas, dialógicas y activas que consisten en el desarrollo de una conciencia 
crítica ante las situaciones de exclusión y de violencia.

Por otra parte, Montessori (1995) destaca la relevancia de establecer ambien-
tes educativos que propicien la autonomía, la autodisciplina, y el respeto mutuo 
desde las primeras etapas de la vida, asegurando con ello el fomento a una cultu-
ra de paz desde la etapa de la infancia.

Buenas prácticas en educación para la paz en América Latina
El análisis documental facilitó reconocer distintas iniciativas efectivas en Amé-

rica Latina enfocadas a prevenir la violencia escolar a través de estrategias de 
educación para la paz. Programas como “Convivencia Escolar y Cultura de Paz” 
en México o “Escuelas de Paz” en Colombia, evidencian que el desarrollo siste-
mático de proyectos pedagógicos enfocados en el diálogo, la educación emocio-
nal, y la mediación coadyuva a la reducción de situación de conflictos y con ello 
a mejorar el clima escolar.

Algunos elementos fundamentales habituales de estas experiencias destacan 
las siguientes:

•	 La formación continua del personal docente en habilidades para la reso-
lución pacífica de conflictos.

•	 La participación activa de estudiantes en comités de convivencia y media-
ción escolar.

•	 La integración de contenidos sobre derechos humanos, diversidad y ciu-
dadanía democrática en el currículo formal.

•	 El reforzamiento de uniones entre instituciones educativas, la comunidad 
y la familia para implementar entornos colaborativos y protectores.

•	 Estos elementos fortalecen la presunción de que la educación para la paz 
no solo disminuye la frecuencia de la violencia, sino que además modifica 
las relaciones institucionales e interpersonales, impulsando instituciones 
educativas más inclusivas y justas.

Educación para la paz en las instituciones de educación superior
La Educación para la Paz se ha establecido como un instrumento fundamen-

tal para cambiar los ambientes escolares en entornos de convivencia, justicia so-
cial, desarrollo humano integral y democrática. Su finalidad se propaga en la 
escasez de violencia, al enfocarse en la creación de sujetos críticos, relacionado 
con el respeto a la dignidad humana y a la resolución pacífica de los conflictos.
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En este sentido, González Gómez (2024) plantea una visión más teórica-con-
ceptual que posiciona a la Educación para la Paz como base dependiente de la 
cultura de paz en las Instituciones de Educación Superior (IES). Con base en un 
enfoque fenomenológico, su análisis distingue que la paz debe ser comprendida 
como un progreso perfectible y dinámico, en el que la acción educativa percibe 
un papel transformador. Además, la autora continúa con el concepto de paz im-
perfecta (Muñoz, 2001), para resaltar que la paz no es un estado absoluto, sino 
una creación continua que se evidencia inclusive en contextos donde perduran 
algunos de los conflictos.

Esta perspectiva conlleva una reestructuración de los modelos educativos 
tradicionales, situando en el punto la creación de valores como la empatía, la 
solidaridad, el reconocimiento, y la corresponsabilidad del otro como sujeto de 
derechos. González Gómez (2024) destaca que la Educación para la Paz, al re-
lacionarse rigurosamente con los derechos humanos, posibilita a las personas 
estudiantes no solo entender el origen de la violencia, sino también progresar 
habilidades para la modificación positiva de su realidad.

En las IES, este modelo de educación posibilita la eventualidad de las perso-
nas estudiantes como agentes de cambio, idóneos de influir en sus gremios desde 
una lógica de respeto, diálogo y cooperación. De esta manera, la Educación para 
la Paz se desarrolla no solo como contenido curricular, sino con una perspectiva 
transversal que sitúa tanto las relaciones interpersonales e institucionales como 
las prácticas pedagógicas.

La ANUIES y su papel en la construcción de una cultura de paz en las IES
La Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Supe-
rior (anuies) en el ámbito mexicano ha sido clave para el fortalecimiento y de la 
cultura de paz en las instituciones de educación superior. A través de diferentes 
acciones y programas, así como proyectos académicos y de investigación y redes 
colaborativas, para la consolidación de la agenda nacional orientada al fomento 
de valores, prácticas y estructuras institucionales comprometidas con la paz.

Una de las iniciativas más destacadas en este ámbito es la creación de la Red 
Nacional para la Paz, impulsada por la anuies, que funciona como un espacio 
de colaboración entre diferentes instituciones. Su objetivo es promover el inter-
cambio de buenas prácticas, fomentar la investigación aplicada y fortalecer la 
formación en derechos humanos, cultura de paz e inclusión dentro del entorno 
universitario (Red Nacional para la Paz anuies, s.f.).
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Desde el Plan Integral de Cultura de Paz en las Instituciones de Educación 
Superior (anuies, 2020), se propone una estrategia coordinada para integrar esta 
visión transformadora en todas las áreas de acción de las instituciones educativas. 
Además, la Declaración de Tlaxcala (anuies, 2022) reafirma el compromiso de 
las universidades por crear ambientes libres de violencia, poniendo especial énfa-
sis en eliminar la violencia de género y promover los derechos humanos.

Asimismo, obras como La paz a través de la educación (Gorjón Gómez, 2022) 
y Universidades de Paz: La ciencia como precursora de paz (Red Nacional para la Paz 
anuies, 2023) evidencian cómo las producciones académicas originadas en las 
universidades pueden tener un impacto positivo en los procesos sociales y políti-
cos que buscan mantener y fortalecer la paz.

Por último, documentos como la Estrategia para la construcción de una cultura de 
paz en las instituciones de educación superior (anuies, 2023) y el más reciente Acuerdo 
Nacional por una Cultura de Paz y la Erradicación de la Violencia de Género (anuies, 2024), 
muestran que la cultura de paz va más allá de un simple deseo simbólico y se 
consolida como una política pública activa en las universidades mexicanas.

Desafíos en la implementación de la educación para la paz
Aunque las pruebas demuestran hallazgos positivos, de igual manera se distin-
guen diferentes retos para la aplicación efectiva de la educación para la paz en 
los entornos escolares. Algunos de los principales impedimentos se distinguen la 
ausencia de formación docente especializada en pedagogías para la paz (Tuvilla 
Rayo, 2005) la resistencia al cambio en las prácticas educativas tradicionales (Ji-
ménez Bautista, 2017), además de la necesidad de recursos institucionales para 
sustentar proyectos a largos plazos (Unesco, 2020).

A su vez, se contempla un aislamiento frecuente entre políticas públicas de las 
realidades específicas de las comunidades educativas y de la convivencia escolar, 
lo que obstaculiza la sostenibilidad y pertinencia de las intervenciones (Save the 
Children, 2019).

Estos desafíos sitúan en evidencia la exigencia de tomar a la educación para 
la paz como una responsabilidad estructural, transversal a todos los niveles del 
sistema educativo, y no como acciones puntuales. El cambio hacia una cultura 
escolar de paz requiere de procesos de formación continua, participación activa 
de toda la comunidad educativa, articulados a una perspectiva de derechos hu-
manos y sin duda alguna de sensibilización (Unesco, 2020).
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Conclusiones
Para finalizar este artículo reflexivo sobre la educación para la paz como una he-
rramienta para prevenir la violencia en los contextos escolares, no se puede impe-
dir considerar que esta investigación ha sido, más allá de una actividad académi-
ca, una vivencia sumamente transformativa. Se ha obtenido percibir con mayor 
precisión las relaciones, dinámicas y estructuras que día con día forman parte del 
entorno escolar, y preguntarse cómo, desde lo humano y lo pedagógico, es viable 
hacer frente a una situación tan complicada como lo es la violencia escolar.

Desde este enfoque, el concepto de una paz positiva, comprendido como un 
desarrollo activo y no simplemente como la ausencia de conflicto, lo llevó a re-
considerar su entendimiento del rol del papel de la escuela y del docente. De 
cualquier modo, este trabajo corroboró algo que ya percibía: que educar es una 
acción política, y que cada determinación pedagógica puede coadyuvar a propa-
gar la violencia o a fomentar condiciones para la paz.

Analizar sobre la iniciativa de rediseñar la escuela como un lugar para la paz 
llevó a observar las lógicas predominantes en diversas instituciones educativas: 
jerarquía, control, castigo, estandarización. En contraste, la educación para la 
paz plantea un modelo de escuela diferente, más horizontal, más atento a las 
necesidades afectivas y emocionales de quienes la habitan, y sobre todo más hu-
mano. No solo se confiere de desaparecer los conflictos —pues son propios a 
toda interacción humana—, sino de asimilar a manejarlos desde la empatía, el 
respeto, y el diálogo.

En ese orden de ideas, se estima que una de las aportaciones más valiosas 
del artículo es su condición para constituir la práctica y la teoría, es decir, para 
manifestar que no se procura de una utopía inalcanzable, sino de algo concreto, 
urgente y realizable. La investigación de programas latinoamericanos como las 
experiencias de Convivencia Escolar y Cultura de Paz en México o en Escuelas 
de Paz en Colombia le posibilitó hacer conciencia de que ya subsisten trayectos 
recorridos, metodologías validadas que pueden y deben ser aprovechadas y ex-
periencias documentadas. Esto causó esperanza, pero además tener presente de 
que el cambio no sucede de forma espontánea: se necesita de recursos, forma-
ción, compromiso y sobre todo, voluntad de conversión.

En relación con lo anterior, es que diera la impresión que detrás de cada 
comportamiento violento puede haber una historia de abandono, de dolor, o 
falta de contención emocional, es por ello que cambia radicalmente la forma 
en que se interviene. No consiste únicamente en sancionar, sino que implica 
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mucho más allá de eso, es también acompañar, comprender y transformar. Este 
enfoque parece profundamente ético, porque pone en el centro la dignidad 
de cada ser humano, sin justificar la violencia, pero sin despojar al otro de su 
humanidad.

Por otro lado, la crítica realizada a las respuestas institucionales frente a la vio-
lencia le pareció no solo válida, sino necesaria. En muchas ocasiones, las escuelas 
se ven desbordadas por la falta de herramientas, protocolos claros o acompaña-
miento profesional. Este vacío puede llevar a que docentes, directivos o incluso 
familias reaccionen desde la intuición, el miedo o la repetición de esquemas pu-
nitivos. Por ello, se considera que pensar en una educación para la paz implica 
también pensar en políticas públicas integrales, en formación continua para el 
personal educativo, en fortalecimiento de redes comunitarias y en espacios reales 
de participación para el alumnado y sus familias.

Sin embargo, se reconoce que promover este enfoque no está exento de obs-
táculos. La resistencia al cambio, el desconocimiento de pedagogías alternativas, 
la falta de recursos e incluso el peso de tradiciones autoritarias muy arraigadas 
son factores que no deben minimizarse. Aun así, está convencido de que estos de-
safíos no deben convertirse en excusas para la inacción, sino ser asumidos como 
parte del proceso de transformación que requiere una escuela que quiera ser 
verdaderamente agente de paz.

En este punto, se considera clave resaltar un aspecto que, a su juicio, atraviesa 
todo el análisis: la necesidad de coherencia. No tiene sentido hablar de paz si las 
prácticas cotidianas en el aula, en la sala de maestros o en las oficinas directivas 
continúan reproduciendo el maltrato, la indiferencia o el autoritarismo. La paz 
no puede ser un contenido más del currículum; debe ser una forma de estar en el 
mundo, una ética del cuidado, una apuesta pedagógica que se manifieste en los 
pequeños gestos, en las decisiones curriculares, en las formas de evaluación y en 
los vínculos que se construyen.

A lo largo de esta investigación, también se fue reafirmando la idea de que la 
educación para la paz no debe limitarse a intervenciones aisladas o a proyectos 
temporales. Resulta fundamental incorporar como un eje transversal de todo el 
tema educativo: tanto en la planificación institucional, en la cultura organizacio-
nal de las escuelas, en la formación inicial y continua del profesorado, en las po-
líticas públicas y, por desde luego, en la manera en que se crean las relaciones en 
las instituciones educativas, de esta manera, será factible causa un real, duradero 
y transformador impacto.



 eleutheria\revista universitaria de derechos humanos y cultura de la paz

154

Por último, es evidente que dedicarse a trabajar por una educación para la 
paz es una labor de largo tiempo, que necesita de convicción, sensibilidad y 
paciencia. No se trata únicamente de administrar o recomendar recetas má-
gicas ni tampoco de llevar un manual que nos dé las indicaciones paso a paso, 
sino de una condición pedagógica y ética, que implica de un compromiso 
cotidiano con la inclusión, la dignidad, la justicia y la protección del otro. Esta 
consideración ha implicado una intensa motivación para continuar investi-
gando, construyendo y aprendiendo desde esta perspectiva, con la seguridad 
de que cada gesto suma, y que la paz, aunque sea frágil, puede prosperar 
inclusive en los contextos más desfavorables si se siembra con esperanza, es-
cucha y amor.

Es así como finaliza este artículo, con la certeza de que, educar para la paz no 
es solo una acción pedagógica, sino que, además, es un acto de amor y de valen-
tía. Implica muchas situaciones, una de ellas es apostar por una escuela distinta, 
una más justa y sobre todo más humana, es ir contracorriente, cuestionar lo 
dado. Y en un mundo desenvuelto por tantas situaciones de violencia, reconocer 
esa apuesta es, quizás, uno de los hechos más subversivos que pueden afrontar 
desde el ámbito educativo.

Propuesta
Esta ruta reflexiva sobre la educación para la paz como estrategia para prevenir 
la violencia en contextos escolares ha hecho posible reconocer que, más allá de 
su perspectiva, se trata de una iniciativa sumamente renovadora, tanto en el pla-
no humano como en el pedagógico. La indagación realizada trajo consigo a un 
análisis crítico sobre las dinámicas, relaciones y estructuras, que forman parte de 
la vida escolar rutinaria, y formuló interrogantes de suma importante en relación 
a cómo es que se debe enfrentar, desde una perspectiva educativa, situaciones tan 
complicadas como lo es la violencia.

 Uno de los descubrimientos más relativos simboliza en identificar que la vio-
lencia escolar no puede abarcar como un fenómeno aislado ni como repercu-
sión de comportamientos individuales desviadas. Por otro lado, consiste en una 
muestra de diferentes tipos de violencias culturales, simbólicas y estructurales, 
que se expanden y naturalizan en diferentes espacios de la sociedad. La escuela, 
en tanto institución socializadora, demuestra y en diversas ocasiones inmortaliza 
estos comportamientos, lo que requiere una exploración crítica de sus lógicas 
institucionales y sus prácticas.
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La perspectiva propuesta, inspirada en los enunciados de Johan Galtung 
(2003), Paulo Freire (1970), posibilitó reestructura la noción de paz no como 
la ausencia de conflicto, sino como una construcción activa, enfocado hacia la 
participación democrática, el respeto a la dignidad humana ya la justicia social. 
Desde este enfoque, educar para la paz conlleva identificar el carácter político 
de la práctica docente y responsabilizarse del compromiso ético que conlleva la 
renovación de las circunstancias que generan la violencia.

En el desarrollo del análisis se constató la exigencia de desarticular lógicas 
jerárquicas y autoritarias que perseveran en diversas instituciones educativas, ex-
trayéndose por iniciativas pedagógicas que aporten la cooperación, el diálogo, la 
gestión no violenta de los conflictos y la empatía. Es por ello que, la educación 
para la paz no debe discernir como una actuación puntual o un asunto curricu-
lar más, sino como un enfoque meramente transversal del proyecto educativo 
institucional.

Aunado a lo anterior, de igual manera se distinguió la importancia de dife-
rentes experiencias latinoamericanas — tal y como las iniciativas de Convivencia 
Escolar y Cultura de Paz en México o el programa Escuelas de Paz en Colombia— 
que ostentan la factibilidad de aplicar tácticas pedagógicas orientadas a la paz en 
contextos difíciles. Estas propuestas evidencian que la transformación es posible, 
aunque requiere voluntad institucional, políticas públicas integrales que acom-
pañen el proceso de transformación, formación continua, y recursos adecuados.

La educación para la paz requiere un análisis integral de todos los factores 
implicados en las situaciones de violencia escolar — víctimas, agresores y obser-
vadores— desde una perspectiva humanista. Discernir el historial familiar, social 
y emocional, de cada persona estudiante concede elaborar respuestas pedagógi-
cas más restaurativas éticamente fundamentadas, alejadas de enfoques punitivos 
o simplistas e inclusivos.

Por último, se infiere que fomentar una cultura de paz en las instituciones 
educativas es una tarea que conlleva su tiempo, que implica tener congruencia 
entre la práctica y el discurso, además de tener dedicación institucional y una 
perspectiva pedagógica enfocada en la dignidad humana, en la justicia y en el 
cuidado es por ello que arriesgarse por una educación para la paz, no es solo un 
acto pedagógico, sino que además es un gesto de transformación social, de espe-
ranza y de resistencia.
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